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Diputados Presentes
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ÁLVAREZ, Jorge Mario
UCR

Caseros

ÁLVAREZ, Ricardo Alfredo
PJ
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BARRERA, Edmundo Carlos
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BRODA, Susana María
PJ

San Martín
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PDP
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Constitución
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UCR

Constitución
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CECCHI, Alfredo Luis
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DECH, Ricardo Elías
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San Cristóbal

DI POLLINA, Eduardo Alfredo
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San Lorenzo
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Castellanos

GIARDINO, Pedro Luis
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GONZALEZ, Mónica Silvina
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GRBAVAC, Antonio Jorge
PJ

General López

GUIDO DE NIRICH, María Leonor
UCR

General López

GUTIÉRREZ, Marta Susana
PJ

Rosario

HAMMERLY, Alberto Nazareno
PJ
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IBALDI, Mario Raúl
UCR

San Gerónimo

MAINETTI, Osvaldo Marcelo
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MAZZIOTTA, Fernando Gabriel
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PJ
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MIGNO, María Silvia
UCR

San Javier

MOLINAS, Raúl Alfredo
UCR

La Capital

PAGANINI, Carlos Alberto
PJ

La Capital

PEZZ, Federico Gustavo
UCR

General Obligado

POCHETTINO, Domingo José
PJ

La Capital

RESCHIA, Sandra Ceferina
PJ

Vera 

REUTEMANN, Roberto Federico
PJ

La Capital

RITTER, Oscar Raúl
BRA

Las Colonias

SAMARDICH, Rafael
BRA

Rosario

SCHACHNER, Élida Beatriz
PJ

Las Colonias

SCHPEIR, Analía Lilian
UCR

Vera

STRADA, Livio Antonio
PJ

La Capital

STRAUSS, Nanci Graciela
PJ

La Capital

TATE, Alicia Ester
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La Capital

UGALDE, José Ariel
PJ
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VENESIA, Laura Mercedes
PJ

Rosario

VILLALBA, Josefa
UCR

Rosario

Diputados Ausentes
Bloque

Departamento

ZOGBI, Eduardo José
BRA

La Capital

PJ: Partido Justicialista — UCR: Unión Cívica Radical — BRA: Bloque Radical en la Alianza

PDP: Partido Demócrata Progresista — BS: Bloque Socialista
1 APERTURA DE LA SESIÓN

· En la ciudad de Santa Fe, a los doce días del mes de diciembre de dos mil dos, se reúnen los señores diputados en su Sala de Sesiones.

· A las 15:22, se da inicio a la 3ª Sesión Extraordinaria del 120º Período Legislativo.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con la presencia de 49 diputados declaro abierta la sesión.


Por Secretaría se pasará lista de los diputados presentes.

· Así se hace.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Invito a los señores diputados Josefa Villalba y Ángel D’Ambrosio a izar la Bandera Nacional en el mástil del recinto.

· Así se hace.

· Aplausos.

2 VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

(Sesión Extraordinaria del 11/12/02 – Aprobada)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra a consideración del Cuerpo la Versión Taquigráfica correspondiente a la sesión extraordinaria del 11 de diciembre del corriente año.


Si no se formulan observaciones, se dará por aprobada.

· Resulta aprobada.

3 ASUNTOS ENTRADOS

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará cuenta de la nómina de los Asuntos Entrados Nº 3, con su destino correspondiente.

3.1 Dictámenes de comisión

3.1.1 Denominación localidad de Timbúes
Asunto Nº 1 – Dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de comunicación del señor diputado Giardino, por el cual se solicita a todas las reparticiones donde no se haya modificado, que de acuerdo con lo dispuesto por la Ley Nº 7136, se cambie la antigua denominación de la localidad de Jesús María, departamento San Lorenzo, por la nueva de Timbúes. (Expte. Nº 10670 – PJ).

· Girado al Orden del Día.

3.1.2 Guía telefónica: cambio de tipografía

Asunto Nº 2 – Dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General en la nota particular del señor Roberto José Gorosito, miembro de la Comisión Nacional de Comunicaciones – Delegación Santa Fe, por la cual hace consideraciones con respecto a la solicitud de intervención del organismo, ante la publicación de la Guía Telefónica de la ciudad de Santa Fe, en la que se solicita se arbitren medidas para que se configure una nueva guía con una tipografía que garantice la lectura a la universalidad de usuarios. (Nº 1088/02)

· Girado al Orden del Día.

3.2 Proyecto del Poder Ejecutivo

3.2.1 Programa Jefes de Hogar

Asunto Nº 3 – Proyecto de ley por el cual se aprueba el convenio del 6 de febrero de 2002 celebrado entre el Poder Ejecutivo y los Ministerios de Desarrollo Social y Medio Ambiente y de Trabajo, Empleo y Formación de Recursos Humanos de la Nación, referido a la aplicación del Programa Jefes de Hogar. (Mensaje Nº 2559 – Expte. Nº 10.686 – PE).

· Girado a las comisiones de Promoción Comunitaria, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

3.3 Proyecto de los señores diputados

Proyecto de comunicación:

3.3.1 Funcionamiento Escuela Nº 11 Juan Galo Lavalle

Asunto Nº 4 – Proyecto de comunicación de la señora diputada Cavigiuri, por el cual se solicita se evalúe que la Escuela Nº 11 Juan Galo Lavalle, de EGB, de la ciudad de Santa Fe, continúe funcionando y pueda poner en marcha el proyecto de integración de niños pertenecientes a la comunidad toba. (Expte. Nº 10.684 – PJ).

· Girado a las comisiones de Promoción Comunitaria y de Educación.

3.4 Nota de los particulares

Asunto Nº 5 – La señora Presidenta de la Federación Argentina de Enfermería de Buenos Aires remite nota por la que adhiere al proyecto de ley presentado por la señora diputada Josefa Villalba (Expte. Nº 10.358 – UCR – Regularización del Ejercicio de la Enfermería). (Nº 1093/02)

· A sus antecedentes.

3.5 Asuntos Entrados fuera de lista

3.5.1 Empresa Arlei (informes)

(Proyecto de comunicación – Queda reservado)

3.5.2 Incompatibilidad del Sr. Román

(Proyecto de comunicación – Queda reservado)

3.5.3 Consejo Regional de Obras Hídricas y Bajos Submeridionales

(Proyecto de comunicación – Queda reservado)

3.5.4 Ayudas Sociales

(Proyecto de resolución – Queda reservado)

3.5.5 Receso Parlamentario y Administrativo

(Proyecto de resolución – Queda reservado)

3.5.6 Comisión por los Actos del 150º Aniversario de la Constitución Nacional

(Proyecto de resolución – Queda reservado)

3.5.7 Reconocimiento a las Srtas. Aymar y Stepnik

(Proyecto de declaración – Queda reservado)

SR. SECRETARIO (Lago).– Obran en Secretaría, reservados para su posterior tratamiento sobre tablas, los siguientes proyectos de comunicación: solicitud de informes con respecto a la empresa Arlei; pedido de informes sobre la eventual incompatibilidad del señor Luciano Francisco Román, Director de la Subsecretaría de Transporte de la Provincia; constitución del Consejo Regional de Obras de Saneamiento Hídrico de Bajos Submeridionales.


Asimismo, los siguientes proyectos de resolución: autorización de ayudas sociales para el presente mes; disposición del receso parlamentario y administrativo, con guardias mínimas, desde el 1º de enero hasta el 2 de febrero; designación de los representantes que habrán de integrar la Comisión de los Actos Celebratorios de los 150º Aniversario de la sanción de la Constitución Nacional.


En el mismo sentido, el proyecto de declaración por el cual la Cámara expresa su reconocimiento a las señoritas Aymar y Stepnik, en razón de integrar el Seleccionado Nacional de Hockey.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo, se les dará entrada. (Exptes. Nº 10.655 – PDP; 10.694 – UCR; 10.692 – PJ; 10.699 – DB; 10.700 – DB; 10.698 y DB; 10.695 – UCR)

· Asentimiento.

4 Tratamiento sobre tablas

4.1 Empresa Arlei (informes)

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se deben considerar los tratamientos sobre tablas de los proyectos reservados en Secretaría.


En primer lugar, el proyecto de comunicación (Expte. Nº 10.655 – PDP) por el que se solicitan informes con respecto a la empresa Arlei SA.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:
 EÍ "zcEmpresa Arlei (informes)" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, informe lo siguiente:

1 –  Si la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable ha recibido información de un aumento de producción de 6000 a aproximadamente 8000 cueros diarios (33%), en la empresa Arlei de la localidad de Las Toscas.

2 –  Si la empresa Arlei ha completado la planta de tratamientos de efluentes. Comunicar la fecha en la cual se le otorgó el certificado final y las determinaciones oficiales del rendimiento obtenido. Adjuntar fotocopias de los oficios realizados.

3 –  Si la empresa Arlei ha comunicado la ampliación de las plantas de tratamiento de efluentes y realizado las obras correspondientes.

4 –  Si se han realizado inspecciones en el último trimestre del año 2001 y hasta la fecha, adjuntando fotocopias de los protocolos, especificando si en ellas se han medido caudales de efluentes.

En caso afirmativo, cuáles fueron los guarismos medidos y si se han detectado aumentos significativos en los mismos. Cuáles fueron los métodos usados o si sólo se ha tenido en cuenta lo informado por la curtiembre.

En caso de no haber sido hechas las mediciones de caudales por la Secretaría, explicar la causa de su no realización.

5 –  Si la empresa Arlei ha realizado los trabajos de corrección en zonas contaminadas y las tareas de prevención de las mismas que fueran dictaminadas como sumamente necesarias en el Informe “Monitoreo suelo y agua subterránea – Curtiembre Arlei” –Las Toscas– de la Licenciada Geóloga Lidia A. Borello, de cuyo contenido el Sr. Gobernador tiene conocimiento, donde se especificaban correcciones imprescindibles en los depósitos de insumos químicos, en los lugares donde se desechan los barros de efluentes, en los taludes de defensa de las lagunas de tratamientos y la monitorización permanente de las napas freáticas.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:

Hemos tomado conocimiento de que en la empresa Arlei, de Las Toscas, departamento General Obligado de la provincia de Santa Fe, se ha aumentado la producción en un 33 por ciento, llevándola de 6000 a 8000 cueros diarios tratados.

Considerando que un aumento de esa magnitud genera efluentes en proporción y que las plantas de tratamiento estaban calculadas en un 100 por ciento para la producción original, si no se han realizado nuevas construcciones, se deduce que los efluentes no están siendo tratados en la manera correspondiente.

En nota fechada el 4 de septiembre de 2002 se hizo llegar por este Bloque, a la Secretaría de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable, un pedido de similar contenido al del proyecto de comunicación que figura en la página anterior.

Nos resulta inconcebible que el personal de la Secretaría de Medio Ambiente no conteste como corresponde las misivas que se les hacen llegar y no preste la suficiente atención a los pedidos oficiales. Cabe preguntar entonces, con qué diligencia y claridad contestará los requerimientos de personas que tengan alguna necesidad de información o de denuncias.

Hago este proyecto para que el Poder Ejecutivo informe lo que tendría que ser de público conocimiento.
Favario – Bullrich

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

· Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

· Resulta aprobado.

4.2 Incompatibilidad del Sr. Román

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 10.694 – UCR) por el que se solicitan informes sobre la eventual incompatibilidad del señor Luciano Francisco Román, Director de la Subsecretaría de Transporte de la Provincia.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:
 EÍ "zcIncompatibilidad del Sr. Román" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo informe:

1 –  Si al momento de efectuarse la designación del señor Luciano Francisco Román como Director de la Subsecretaría de Transporte de la Provincia, era de conocimiento del Poder Ejecutivo Provincial que el señor L. F. Román es Presidente del Directorio de Metropolitana SA.

2 –  Si es cierto que Metropolitana SA es titular de una línea de transporte que cubre el recorrido entre Rosario, Pérez y Zavalla.

3 –  En caso afirmativo, si ello es incompatible con el ejercicio de la función pública, de acuerdo con los artículos 1º y 2º de la Ley Provincial Nº 4973 y con los principios enunciados en el artículo 13, inciso a), de la Ley Nacional Nº 25.188.

4 –  Si como surge del principio rector dispuesto en el artículo 15 de la Ley Nacional Nº 25.188, las incompatibilidades establecidas por ley regirán, a todos sus efectos, aunque sus causas precedan o sobrevengan al ingreso o egreso del funcionario público, durante el año inmediatamente anterior o posterior, respectivamente.

5 –  Si resulta totalmente irrelevante para determinar la incompatibilidad descripta, que el señor Luciano F. Román, esté de licencia en Metropolitana SA desde dos o tres días antes de asumir sus funciones como Director de la Subsecretaría de Transporte de la Provincia.

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


Habiendo tomado conocimiento, por medio de una publicación emitida por el diario El Ciudadano de Rosario, del 10 de diciembre de 2002, del nombramiento como Director de la Subsecretaría de Transporte de la Provincia del señor Luciano Francisco Román, Presidente del Directorio de Metropolitana SA, y siendo de público conocimiento, en virtud de la referida nota periodística y de los dichos del propio Román, que Metropolitana SA es una empresa dedicada a la explotación del transporte que cubre el recorrido entre Rosario, Pérez y Zavalla, resulta notoriamente evidente la incompatibilidad existente en el señor L.F. Román para el ejercicio de la función pública otorgada, dado que el mismo Román dirige una empresa que tiene una concesión otorgada por el Estado y que realiza actividades reguladas por la administración provincial. Asimismo, el cargo público de Director de la Subsecretaría de Transporte de la Provincia tiene una competencia funcional directa con respecto a tales concesiones, contrataciones y actividades.


Por ello, considero imprescindible el esclarecimiento de los hechos descriptos, ante la incompatibilidad existente entre la función pública y la actividad privada desarrollada por el señor Román, la cual se encuentra íntimamente relacionada con el cargo público de Director de la Subsecretaría de Transporte de la Provincia.


Por todo lo expuesto, solicito a mis pares que acompañen con su voto el presente pedido de informe.

Miguel Basaldella

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

· Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

· Resulta aprobado.

4.3 Receso Parlamentario y Administrativo

(Proyecto de resolución – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de resolución (Expte. Nº 10.700 – DB) por el cual se establece el receso parlamentario y administrativo desde el 1º de enero hasta el 2 de febrero de 2003, inclusive.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:
 EÍ "zrReceso Parlamentario y Administrativo" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Resuelve

1º – Establécese receso parlamentario y administrativo desde el 1º de enero hasta el 2 de febrero, inclusive, del año 2003.

2º – Durante el receso establecido quedan suspendidos los plazos estipulados en los artículos 54 inciso 5); 59 párrafo 3º y 100 párrafo 2º de la Constitución Provincial.

3º – La Presidencia y las Secretarías Parlamentaria y Administrativa adoptarán las medidas pertinentes para el funcionamiento de las dependencias de la Cámara que estimen necesarias y en los horarios que estipulen.

4º – Regístrese, comuníquese a la Cámara de Senadores, al Poder Ejecutivo, a la Excma. Corte Suprema de Justicia y archívese.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

· Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

· Resulta aprobado.

4.4 Consejo Regional de Obras Hídricas y Bajos Submeridionales

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 10.692 – PJ) por el cual se solicita se instrumente la aplicación de la Ley Provincial Nº 10.714, por la que se crea el denominado Consejo Regional de Obras de Saneamiento Hídricos de los Bajos Submeridionales.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:
 EÍ "zcConsejo Regional de Obras Hídricas y Bajos Submeridionales" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través de los organismos correspondientes, instrumente la aplicación de la Ley Provincial Nº 10.714, por la que se crea el denominado Consejo Regional de Obras de Saneamiento Hídrico de Bajos Submeridionales, con jurisdicción en los departamentos 9 de Julio, Vera, General Obligado y San Cristóbal, y que a la fecha no tiene efectivo cumplimiento.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Con fecha diciembre del año 1991 fue sancionada y promulgada la Ley Nº 10.714, instrumento por el cual se procedía a crear el Consejo Regional de Obras de Saneamiento Hídrico de Bajos Submeridionales, con actuación en los departamentos 9 de Julio, Vera, San Cristóbal y General Obligado y con domicilio legal fijado en la localidad de Vera, facultado para establecer delegaciones o dependencias administrativas en cualquier punto de la provincia de Santa Fe.


Las funciones generales de dicho Consejo son las de proponer, estudiar, construir, proyectar y administrar las obras y trabajos del área que se relaciona con el Programa de Obras de Saneamiento Hídrico de los Bajos Submeridionales. Para ello, podrá promover la formación de empresas mixtas o consorcios de productores y participar en su funcionamiento. Al mismo tiempo, se encuentra capacitado para evaluar las inversiones necesarias, tanto del sector público como del privado, para la realización de obras de saneamiento hídrico, buscando las fuentes de financiación más convenientes, ya sean nacionales o del exterior.


Asimismo, dicho organismo podrá asesorar, colaborar o convenir con todos los organismos de cualquier jurisdicción y naturaleza, cuyas funciones o actividades se vinculen o puedan contribuir al programa de obras de saneamiento hídrico, promoviendo o difundiendo todos los actos o iniciativas que contribuyan a la realización de los programas establecidos previamente.


Señor presidente, en la composición del Directorio que ha de dirigir a dicho Consejo, se encuentran representadas, según la mencionada Ley Nº 10.714, el Estado y entidades intermedias que tienen directa actuación en los actos cotidianos de las relaciones sociales, que conforman un grupo humano con real conocimiento en cuanto al desarrollo del Programa de Obras de Saneamiento Hídrico de los Bajos Submeridionales, lo que garantiza un correcto control y ejecución de las tareas relacionadas a dicha obra, fundamental para el desarrollo económico de una vasta zona de nuestra provincia.


Lamentablemente, hemos constatado que la Ley Provincial Nº 10.714 no tiene aplicación. En consecuencia, el mencionado Consejo que se crea por dicha norma no funciona, por no tener real existencia, pese a la utilidad que este prestaría en la materia. Por lo antedicho, señor presidente, solicito al Poder Ejecutivo instrumente la aplicación de dicha norma, para la formación del Consejo que crea y regula, para avanzar en un tema más que importante para una vasta zona santafesina, como es el saneamiento hídrico de los Bajos Submeridionales.
Giorgetti – Reschia – Demaría
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

· Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

· Resulta aprobado.

4.5 Ayudas Sociales

(Proyecto de resolución – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de resolución (Expte. Nº 10.699 – DB) por el cual se otorgan ayudas sociales.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:
 EÍ "zrAyudas Sociales" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Resuelve:

1 – Otorgar las ayudas sociales de hasta la suma de pesos quinientos ($ 500,00), que se detallan el Anexo I*, y las ayudas sociales superiores a la suma de pesos quinientos ($500,00), que se detallan en el Anexo II, de la presente resolución, que forma parte e integra la misma, y que corresponden a las solicitudes formuladas por los señores diputados de los distintos bloques políticos que componen este Cuerpo, cuyos beneficiarios son las personas de existencia física e instituciones que se mencionan, y por los importes en ellos expresados.

2 – Apruébanse las ayudas sociales canalizadas mediante la entrega de bienes y/o servicios, correspondientes al período noviembre del corriente año, que se detallan en el Anexo III de la presente resolución.

3 – Desafectar las ayudas sociales detalladas en el Anexo IV de la presente resolución que forma parte e integra la misma, y que corresponden al mes de noviembre de 2002.

4 – Autorízase a la Secretaría Administrativa de la Cámara de Diputados a efectuar la liquidación y pago de la presente Resolución, imputando las sumas a las partidas presupuestarias correspondientes, con cargo de rendición de cuentas conforme a las normas legales vigentes.

5 – Regístrese, hágase saber y archívese.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

· Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

· Resulta aprobado.

4.6 Reconocimiento a las Srtas. Aymar y Stepnik

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de declaración (Expte. Nº 10.695 – UCR) por el cual se expresa el reconocimiento a la trayectoria deportiva de las señoritas Luciana Aymar y Ayelén Stepnik, de la ciudad de Rosario, en razón de integrar el Seleccionado Nacional de Hockey, campeón en Perth, Australia.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:
 EÍ "zdReconocimiento a las Srtas. Aymar y Stepnik" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


Su beneplácito y reconocimiento a la trayectoria deportiva de las señoritas Luciana Paula Aymar y Ayelén Lara Stepnik, nacidas en la ciudad de Rosario, Provincia de Santa Fe, integrantes del Seleccionado Nacional de Hockey sobre césped, que obtuvo el campeonato mundial de la especialidad, en Perth, Australia.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Elevo a consideración de esta Honorable Cámara el presente proyecto de declaración, cuya finalidad es destacar el esfuerzo y la perseverancia a lo largo de la carrera deportiva de las jugadoras de hockey sobre césped, Luciana Paula Aymar y Ayelén Lara Stepnik.


Las dos jugadores rosarinas obtuvieron el máximo galardón al que puede aspirar un deportista: consagrarse campeonas del mundo. Es decir, llegar a lo más alto del podio, gracias a su talento. Además lo obtuvieron en forma invicta y se llevaron un premio extra, quizás tan importante como el título: el del Fair Play, que premia al juego limpio y a la caballerosidad deportiva.


El campeonato logrado muestra que el trabajo iniciado por la selección, hace casi 4 años, de la mano del entrenador Sergio Cachito Vigil, ha sido serio, responsable y se sostuvo en la solidaridad y el empeño.


Luciana Aymar y Ayelén Stepnik fueron columnas fundamentales de este seleccionado. Stepnik siendo el termómetro del mediocampo, el quite y el equilibrio. Aymar demostró una vez más su talento inigualable, que la llevó a coronarse como la mejor jugadora del mundo del año pasado y a convertirse en la mejor jugadora del mundial finalizado el domingo último, en Perth, Australia.


El ejemplo que nos dejan Las Leonas, aunque ellas no quieran tomarse esta atribución, es el de la humildad y la perseverancia. Fue todo un equipo detrás de un objetivo. Ojalá existan muchas más “leonas” en la Argentina.


Luciana Paula Aymar actualmente juega en el Jockey Club de Rosario, es delantera del Seleccionado Argentino de Hockey sobre césped, debutó en la Selección Junior, en el Panamericano Junior de 1997, y en la Selección Mayor, en el Mundial de 1998. Entre los títulos que supo ganar en Europa podemos destacar los siguientes: fue Campeona de la Liga Alemana en 1998; Campeona Europea en 1999; obtuvo el premio como la mejor jugadora del mundo 2001, otorgado por la Federación Internacional de Hockey; estuvo entre las candidatas electas por la Federación Internacional de Hockey para la mejor jugadora del mundo en el año 2000 y 2001; fue elegida dos años consecutivos mejor jugadora del Champion Trophy 2000-2001; jugó por seis meses en Cologne, en Alemania, en el club Rot Weiss Koln durante 1998; obtuvo el premio como “personalidad destacada de Rosario” en el año 2000, en la Copa Visa 2001 (Tests Match vs. Australia) fue elegida como mejor jugadora, recibió el premio del diario Clarín (Argentina) 2001 y estuvo nominada entre las deportistas del año. Asimismo, recibió el premio Olimpia de Plata.


Junto con la Selección Nacional de Hockey sobre césped obtuvo los siguientes premios:

Fue campeona en el Panamericano Junior de 1997 en Chile; obtuvo el tercer puesto en el Mundial Junior de 1997 en Corea; alcanzó el cuarto puesto en el Mundial de Utrecht de 1998; consiguió un cuarto puesto en el Champion Trophy de 1999 en Brisbane (Australia) y el cuarto puesto en el Champion Trophy de 2000 en Holanda. Alcanzó la Medalla de plata en los Juegos Olímpicos de Sydney 2000, fue campeona en el Champion Trophy del 2001 en Holanda, y Subcampeona en el Champion Trophy en Macao (China) del 2002. Como corolario, obtuvo el Primer Puesto en el reciente Mundial de Canadá 2002.


Ayelén Lara Stepnik juega en el Club Universitario de Rosario, es volante dentro de la Selección Nacional de Hockey sobre césped; en 1993 debutó en la Selección Junior y en 1996 en la Selección Mayor.


Jugó en el Rot Weiss Koln- de Cologne, Alemania, participó, entre otros, del Mundial Junior 93 de España, de los Juegos Olímpicos de Atlanta 96 (USA), de la gira preparación 2001 de Alemania, del Tests Match vs. Alemania/Holanda 2001. En Europa obtuvo los siguientes títulos: fue Campeona de la Liga Alemana en 1998 y Campeona Europea en 1999.


Junto con la selección obtuvo el cuarto puesto en el Mundial de Utrecht en 1998; el cuarto puesto en el Champion Trophy de 1999, en Brisbane (Australia); el cuarto puesto en el Champion Trophy de 2000 en Holanda; la Medalla de Plata en los Juegos Olímpicos de Sydney 2000; fue Campeona en el Champion Trophy del 2001 en Holanda y Subcampeona en el Champion Thophy del 2002, en Macao (China). Recientemente fue consagrada, con la Selección Nacional, Campeona del Mundo-Australia 2002.


Por lo expuesto, solicito a mis pares acompañen con su voto el presente proyecto de declaración.
Villalba – Basaldella

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

· Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

· Resulta aprobado.

4.7 Comisión por los Actos del 150º Aniversario de la Constitución Nacional

(Proyecto de resolución – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de resolución (Expte. Nº 10.698 – DB) por el cual se designa a los señores diputados Esquivel, Schpeir, Strada, D’Ambrosio, Di Pollina y Bullrich para integrar, en representación de este Cuerpo, la Comisión de los Actos Celebratorios del 150º Aniversario de la sanción de la Constitución Nacional prevista por el artículo 1º de la Ley Nº 12.096.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:
 EÍ "zrComisión por los Actos del 150º Aniversario de la Constitución Nacional" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Resuelve:

1 – Designar a los señores diputados Mario Esquivel, Analía Schpeir, Livio Strada, Ángel D’Ambrosio, Eduardo Di Pollina y Miguel Bullrich para integrar en representación del Cuerpo, la Comisión prevista en el artículo 1º de la Ley Nº 12.096 (Actos Celebratorios del 150º Aniversarios de la Sanción de la Constitución Nacional).

2 – Regístrese, comuníquese y archívese.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

· Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

· Resulta aprobado.

5 TRATAMIENTO PREFERENCIAL DE PROYECTOS

5.1 Veto parcial a la Ley Nº 12.069 (artículos 22 y 28) 

(Decreto del PE – Se acepta el veto)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– De acuerdo con lo resuelto oportunamente, corresponde considerar en forma preferencial el proyecto de decreto del Poder Ejecutivo (Expte. Nº 10.682 – PE, Mensaje Nº 2557, Decreto Nº 3325) por el cual se veta parcialmente en sus artículos 22 y 28 la Ley Nº 12.069 (Régimen Legal para Grandes Superficies Comerciales en la Provincia), con dictamen de comisión que aconseja aceptar el veto y las enmiendas propuestas por el Poder Ejecutivo.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 10.682 – PE – Mensaje Nº 2557 – Decreto Nº 3325) por el cual se veta parcialmente la Ley Nº 12.069 en sus artículos 22 y 28 (Régimen legal para grandes superficies comerciales en la provincia). Y atento al estudio realizado, esta comisión ha resuelto aceptar el veto efectuado y las enmiendas propuestas por el Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 12 de diciembre de 2002.

Esquivel – Barrera – Dalla Fontana – Meotto – Strada – Reutemann

SR. BULLRICH EÍ "PDPBULLRICH, Miguel" .– Pido la palabra.


Me gustaría que se lean las enmiendas, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura a las enmiendas, según su pedido, señor diputado.

· Se lee: 

Mensaje Nº 2557

Santa Fe, 5 de diciembre de 2002.

A la

H. Legislatura de la Provincia

Sala de sesiones


Se remite a vuestra consideración el adjunto Decreto del Poder Ejecutivo de la Provincia por el que se dispone vetar parcialmente la Ley sancionada y registrada con el Nº 12.069 – Régimen Legal para Grandes Superficies Comerciales en la Provincia de Santa Fe.


Los argumentos que fundamentan tal decisorio obran en los considerandos del citado decreto, a los que este Poder Ejecutivo se remite.


Dios guarde a V.H.

Fragueyro – Reutemann

Decreto Nº 3325

Santa Fe, 5 de diciembre de 2002.

Visto:


El Expediente Nº 00201-0084583-1 del registro del Sistema de Información de Expedientes, donde obra la Ley sancionada por la H. Legislatura en fecha 14 de noviembre de 2002, recibida en el Poder Ejecutivo el 21 de noviembre del mismo año y registrada bajo el Nº 12069, y

Considerando:


Que en artículo 22 se establece una alícuota diferencial que no aparece suficientemente fundada pudiendo ser cuestionable judicialmente, razón por la cual corresponde vetarlo en su totalidad. Similar criterio siguió el Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires, al vetar mediante Decreto 4280/00 el artículo Nº 21 de la Ley 12.573 que tenía similar contenido al aquí observado.


Que por lo demás, la redacción del texto elegido también mereció observaciones de la API, las cuales constan en el informe respectivo.


Que el artículo 28 por su parte, vulnera el principio de legalidad penal pues no establece los distintos tipos de sanciones que la autoridad de aplicación podrá aplicar, ni la magnitud de las mismas (topes económicos en el caso de las multas y cantidad de días en el caso de las clausuras, condiciones mas gravosas en caso de reincidencia), razón por la cual también corresponde vetar este artículo, conforme lo sostuvo la Fiscalía de Estado en reiteradas ocasiones (últimamente dictamen Nº 475/02), proponiéndose las enmiendas que solucionan el problema apuntado y en consecuencia se agregan los tipos sancionatorios correspondientes.


Por lo expuesto, en razón de los fundamentos expuestos en el dictamen Nº 985/2002 de la Fiscalía de Estado, y en uso de las facultades conferidas al Poder Ejecutivo por el artículo 59º de la Constitución Provincial;
Por Ello:

 EÍ "zdVeto parcial a la Ley Nº 12.069 (artículos 22 y 28)" 
EL GOBERNADOR DE LA PROVINCIA

DECRETA:

Artículo 1º – Vétase parcialmente la Ley sancionada por la H. Legislatura en fecha 14 de noviembre de 2002, recibida en el Poder Ejecutivo el día 21 de noviembre del mismo año y registrada bajo el Nº 12069, en sus artículos 22 y 28.

Artículo 2º – Propónese el siguiente texto sustitutivo para el artículo 28 de la Ley sancionada y registrada bajo el Nº 12.069:


“Artículo 28 – Los establecimientos alcanzados por la presente ley que no cumplan con lo dispuesto en su normativa serán pasibles de las siguientes sanciones:

a) Multa de pesos dos mil ($2000) hasta pesos treinta mil ($30000).

b) En caso de reincidencia se aplicará el doble de la multa y clausura del establecimiento por un plazo de hasta treinta (30) días.


El Poder Ejecutivo establecerá por vía de reglamentación lo necesario para el cumplimiento de lo previsto en este Capítulo”.

Artículo 3º – Devuélvase a la H. Legislatura con mensaje de estilo.

Artículo 4º – Regístrese, comuníquese, publíquese y archívese.

Fragueyro – Reutemann

SR. CECCHI EÍ "FPSCECCHI, Alfredo" .– Pido la palabra.


El Bloque Socialista, señor presidente, no va a acompañar el dictamen de comisión. Vamos a ratificar nuestro voto original. Entendemos total y absolutamente justificable que mediante una más gravosa imposición se trate de defender y preservar la existencia de pequeños y medianos comerciantes, quienes permanentemente se ven avasallados por el gran poder económico concentrado de las grandes multinacionales que han aterrizado en nuestro país en las últimas décadas.


Por lo demás, señor presidente, nos extraña considerablemente la forma en que el Poder Ejecutivo ha argumentado este veto.


Le recuerdo a la Cámara que el citado artículo 22 establecía una alícuota especial de un 15 por ciento superior a la normal para todas aquellas grandes cadenas comerciales que para la Dirección General Impositiva no estuvieran incluidas dentro del Régimen de Pequeñas y Medianas Empresas; en valores, eso significa facturación superior a los 4 millones de pesos mensuales, o sea 48 millones de pesos anuales.


En el primer párrafo de los considerandos dice el Poder Ejecutivo que en el artículo 22 “se establece una alícuota diferencial que no aparece suficientemente fundada, pudiendo ser cuestionable judicialmente”.


Entendemos que esto debería tener una seguridad que, evidentemente, no se trasunta en la redacción. No aparecería fundada y podría ser cuestionable judicialmente. Y después se invoca que en la Provincia de Buenos Aires un artículo similar, en una ley similar, también fue vetado; lo que no se dice es qué establece la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, y lo que se ignora es lo que dice la Constitución de la Provincia de Santa Fe, que en su artículo 5º establece la progresividad de los impuestos.


De ahí, señor presidente, que en el impuesto inmobiliario, por ejemplo, las alícuotas y la base –la cuota fija del impuesto– sean progresivas, y a mayor valor de la valuación fiscal, mayor es la alícuota y mayor es la base inicial.


Nos parece, señor presidente, que más que asentarse en un dictamen jurídico, este veto se asienta en un dictamen capitalista. Esto es creer que el almacenero de la esquina, en nombre de la igualdad, tiene que defenderse en iguales condiciones que un Wal Mart o un Carrefour.


Por eso, desde el Bloque Socialista vamos a ratificar nuestro voto inicial y vamos a votar en contra del veto. Gracias.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


Señor presidente: informo al Cuerpo que esta mañana fue tratado este veto en la reunión habitual de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General. De alguna manera, para expresarlo rápido y en síntesis, en el artículo 22, evidentemente, hubo intercambio de opiniones entre los miembros integrantes de la comisión y, obviamente, no nos pusimos de acuerdo. Sí hubo una opinión casi por unanimidad con respecto al artículo 28, –aunque el dictamen haya sido emitido exclusivamente por los miembros del Bloque Justicialista– en el sentido de incorporar a la ley el texto normativo, o sea, el régimen sancionatorio por los incumplimientos que contempla la ley en los distintos supuestos, y no dejarlo librado a la reglamentación, como decía el texto original.


De todas maneras, el dictamen fue emitido por los seis miembros del Bloque Justicialista y, obviamente, se ha aceptado el veto del Poder Ejecutivo, el veto parcial con enmiendas. Nada más, señor presidente.

SR. D’AMBROSIO EÍ "BRAD’AMBROSIO, Ángel" .– Pido la palabra.


Tal como lo anticipara en la reunión a la que hacía referencia el señor diputado Esquivel, voy a fijar la posición de nuestro bloque, en mérito a las consideraciones que expondré, por el rechazo del veto que estamos considerando.


Efectivamente, aclaro que nos hubiera gustado más analizar en sus términos objetivos y materiales la modificación que introduce el veto del Poder Ejecutivo en el artículo 28, pero desde el punto de vista de la inteligencia jurídica del precepto, establecer las sanciones dentro del régimen de la ley y no derivar esta cuestión a la reglamentación nos parece una posición acertada e, incluso, que corrige uno de los defectos, entre los múltiples que le encontró y señaló el señor diputado Favario, cuando analizamos esta ley en general y en particular.


De todas formas, como decía el señor diputado Cecchi, a nosotros no sólo no nos parece que pueda ser cuestionable constitucionalmente este artículo 22, sino que nos parecía uno de los artículos centrales de la ley. Si recordamos que el voto mayoritario impidió que se sancionara el proyecto tal como inicialmente se propiciaba, con el cierre dominical, y ahora se anula la diferencia en la alícuota, creo que de ninguna manera puede ser atacada por su constitucionalidad.


Si el día de mañana esta Cámara aumentara en un 15 por ciento todos los impuestos y estableciera una exención del aumento para un tipo de pequeñas empresas, nadie podría decir que estamos avanzando sobre los términos constitucionales ni quebrantando la igualdad ante la ley. Al contrario, no creo –como dice el diputado Cecchi– que esta sea una solución capitalista, porque en los países que decimos imitar en esa materia los impuestos son bastante más progresivos que en la República Argentina, entre ellos el impuesto fundamental, a la renta y a las ganancias.


Sí, en cambio, nosotros creemos que esta es una definición política sobre la perspectiva del mundo y de la sociedad que queremos para la Argentina, la defensa de la pequeña y mediana empresa –que, como la defensa de la autonomía municipal, forma parte de los versos habituales de un importante sector de la clase política– se debe traducir en la realidad y no quedar simplemente en los discursos.


Por eso, vamos a votar por el rechazo del veto, y remarcamos nuestra preocupación de que con esta modificación y el no cierre dominical la ley sea bastante más inocua de lo que, en su momento, propiciaron y señalaron los calurosos discursos. Gracias, señor presidente.

SR. ÁLVAREZ, Jorge EÍ "UCRÁLVAREZ, Jorge" .– Pido la palabra.


Señor presidente: coincidiendo con la totalidad de los argumentos vertidos sobre el rechazo del veto, nuestro bloque va a proceder de la misma manera.


Compartimos el hecho de que si solamente se hubiera tratado de la enmienda del artículo 28 podríamos haberlo acompañado, no así con respecto al artículo 22, que hace en parte a la esencia de la Ley de Grandes Superficies Comerciales, donde –como bien lo decía el señor diputado Cecchi– solamente se grava a aquellos que tienen ventas superiores a los 48 millones, en el conjunto del país; y al igual que la exención que en su momento se incorporó para las redes de compra, contribuían a buscar el equilibrio y la defensa de los intereses regionales.


Esto va a contramano de los artículos que se van a aprobar más tarde con respecto al Presupuesto que modifican el Régimen de Coparticipación de Ingresos Brutos, determinan un claro perjuicio para el conjunto de los municipios y comunas, se elimina la exención de la Ley Nº 5110, y se va a perjudicar al sector productivo de nuestra provincia, que tiene una gran diferencia con respecto a provincias vecinas.


Por eso, es una gran contradicción y realmente lamentamos que la Cámara y que el bloque oficialista acompañen este veto.


Lo que sí quiero pedirle, señor presidente, es que en el momento oportuno le solicite al Poder Ejecutivo, por intermedio de la Administración Provincial de Impuestos, que informe a esta Cámara cuál es el monto que deja de percibir la Provincia de Santa Fe para el próximo año 2003, por el veto y por la no incorporación del artículo 22. Nada más.

SR. BERMÚDEZ EÍ "PJBERMÚDEZ, Carlos" .– Pido la palabra.


Brevemente quiero dejar aclarado que en el espíritu original de la ley esta alícuota especial estaba destinada a crear un fondo para el desarrollo de los pequeños comerciantes.


Cuando este proyecto llegó a la Comisión de Presupuesto y Hacienda se quitó este destino especial para los fondos que se iban a recaudar a partir de la promulgación de esta ley. Este dinero iba exclusivamente a Rentas Generales y sé que era un monto importante que iba a recibir el Estado, pero este decidió no percibirlo, y decayó bastante en el espíritu legislativo la idea original, que era la de crear un fondo de reconversión minorista. Para nosotros hubiera sido mucho más deseable que ese fondo hubiera existido.


De todos modos, el Bloque Justicialista va a avalar este veto; en lo personal, incluso ingresé otro proyecto de ley, que está en trámite parlamentario, en el que se pide un resarcimiento para todos los comercios minoristas de la ciudad de Rosario que fueron saqueados hace casi un año, y este fondo le hacía una imputación precisa a lo que se iba a recaudar con esta mayor alícuota. Pero de todos modos, buscaré la forma de encontrar algún otro resquicio en el próximo Presupuesto para que esto, que creo que es una necesidad de la ciudad de Rosario, se pueda cumplir. Gracias, señor presidente.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Señor presidente: el Mensaje del Poder Ejecutivo que está a consideración de la Cámara casi da lugar para un parcial beneplácito partidario…

SR. GIORGETTI EÍ "PJGIORGETTI, Jorge" .– Me gusta el término, señor diputado.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– … usando la terminología habitual del señor diputado Giorgetti.


Cuando se trató la ley en particular, al considerarse el artículo 28 dijimos que tal cual estaba redactado constituía, a nuestro entender, otra indebida delegación de facultades de la Legislatura en favor del Poder Ejecutivo. Nos estamos refiriendo a la delegación que se establecía en la sanción original para el régimen de sanciones, supeditándola a la reglamentación.


La ley –decíamos– debe establecer las sanciones. Entendemos que desde ningún punto de vista debe delegarse esta potestad exclusiva de la Legislatura de determinar cuáles son las sanciones a aplicar, para que se haga al dictarse la norma reglamentaria.


Nos parece que de aprobarse la norma tal como está redactada, será una claudicación más de las facultades expresas de la Legislatura en favor del Poder Ejecutivo. Por supuesto, como resulta también habitual, no fuimos escuchados.


Hoy, el Poder Ejecutivo, al vetar el artículo 28 y proponer una enmienda nos está dando la razón: acepta las argumentaciones que nosotros expresamos en su oportunidad. No obstante, en aquella oportunidad expusimos largamente los fundamentos para nuestra oposición a la ley en su conjunto. Hoy ratificamos nuestra posición y, en tal sentido, solicitamos autorización del Cuerpo para abstenernos en la votación.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– ¿Para el bloque, señor diputado Favario?

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Sí, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la solicitud de autorización para abstenerse en la votación solicitada por el señor diputado Favario para el Bloque Demócrata Progresista.

SR. GIORGETTI EÍ "PJGIORGETTI, Jorge" .– Pido la palabra.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– ¿Para referirse al mismo tema, diputado Giorgetti?

SR. GIORGETTI EÍ "PJGIORGETTI, Jorge" .– Simplemente quiero recordarle al señor diputado Favario que cuando él no se enoja y no se exaspera el señor Gobernador le saca el artículo 28, como a él le gusta …

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Lo escucha.

SR. GIORGETTI EÍ "PJGIORGETTI, Jorge" .– … y lo escucha. Lo que pasa es que a veces sube demasiado los decibeles y bueno…

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– No haga méritos, que usted sigue estando en off side.

· Risas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Lo dice por las dudas el señor Gobernador pida la versión taquigráfica. (Risas)


Está en consideración del Cuerpo el pedido de autorización del Bloque Demócrata Progresista para abstenerse en la votación del veto.

· Resulta afirmativa.

SR. ÁLVAREZ, Jorge EÍ "UCRÁLVAREZ, Jorge" .– Pido la palabra.


Señor presidente: a los fines de aclarar el concepto vertido por el señor diputado Bermúdez, con respecto a las modificaciones del artículo 22 que se hicieron en la Comisión de Presupuesto y Hacienda, lejos de perjudicar al conjunto de pequeños y medianos comerciantes santafesinos, persiguen totalmente lo contrario.


El proyecto original gravaba con alícuotas superiores en un 15 por ciento a todos aquellos que fueran considerados como grandes superficies comerciales, entre los cuales estaban quienes superaban el monto que planteaba el señor diputado Cecchi, de 48 millones de pesos; aquellos que superaban la superficie mínima, es decir, alguien que tuviera en cualquier polo un comercio de Ramos Generales de 400 metros cuadrados –que hay muchísimos– iba a tener que pagar la alícuota del 15 por ciento superior, y los autoservicios, supermercados, es decir, estaban todos gravados en este porcentaje.


La modificación que se hizo en la Comisión de Presupuesto y Hacienda fue para excluir a todos estos y dejar gravados con una alícuota diferencial, exclusivamente, a aquellos que superaban los 48 millones de pesos. Por lo cual, la modificación impuesta contribuye al espíritu de lo que era el proyecto original. Sí es cierto que se eliminó el fondo, tal cual está previsto. Nada más que eso, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

· Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, se acepta el veto, con las enmiendas propuestas por el Poder Ejecutivo, y pasa al Senado.

Reubicación de jóvenes alojados en las Seccionales 2ª y 4ª

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el proyecto de comunicación (Expte. Nº 10.671 – BRA) por el cual se solicitan informes sobre disposiciones administrativas adoptadas por Resolución del 12 de julio de 2002 dictada por el Juez de Menores de la 2ª Nominación, 2ª Circunscripción, Dr. Artigas, por las que se requería al Ministro de Gobierno y al Jefe de Policía que tomen en forma urgente los recaudos para brindar a los jóvenes alojados en las Seccionales 2ª y 4ª un lugar adecuado para su reubicación.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 10.671 – BRA), autoría de los diputados D’Ambrosio, Ritter y Tate, por el cual se solicita se informe sobre disposiciones administrativas adoptadas por Resolución del 12 de julio de 2002 dictada por el Juez de Menores de la 2da. Nominación, 2da. Circunscripción, Doctor Artigas, por el que se requería al Ministro de Gobierno y al Jefe de Policía que “tomen en forma urgente los recaudos para brindar a los jóvenes alojados en las Seccionales 2da. y 4ta., un lugar adecuado para su reubicación”. Y atento a los estudios realizados y a las razones que dará su miembro informante, esta Comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, el que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

 EÍ "zcReubicación de jóvenes alojados en las Seccionales 2ª y 4ª" 

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de los organismos correspondientes, informe lo siguiente:

1 – Si ha sido notificado de la Resolución Nº 173 TXVII de fecha 12 de julio de 2002 del señor Juez de Menores de la 2da. Nominación, 2da. Circunscripción. En su caso qué medidas se adoptaron y en qué fecha.

2 – Cantidad de menores alojados en las Seccionales 6º y 21º de la ciudad de Rosario a la fecha de la resolución judicial referida en el punto 1 y de la elaboración del informe, indicando en cada caso fecha de ingreso.

3 – Si el Poder Ejecutivo ha recepcionado denuncias relativas a las condiciones de detención (edilicias, alimentarias, de higiene), por malos tratos o apremios ilegales de menores, o familiares de estos, alojados en comisarías de la ciudad de Rosario. En su caso se remitirán copias de las mismas e informe del trámite dado a las mismas.

4 – Si se han recepcionado informes de integrantes del Cuerpo Médico Legal de la Policía de la Provincia, Delegación Sur en los que se indica que, con motivo de denuncias efectuadas, se constataron lesiones físicas en menores alojados en comisarías. En caso afirmativo se solicita se remita copia de los informes, se indique las medidas adoptadas, en qué fecha y estado de las mismas.

5 – Si se recepcionaron denuncias en el sentido de que en ocasión del motín ocurrido el pasado 10 de noviembre en la Seccional 6º de Policía de la ciudad de Rosario, menores allí alojados fueron víctimas de malos tratos, golpes y distintos vejámenes. En caso afirmativo se solicita se remita copia de las denuncias, se indique las medidas adoptadas, en qué fecha y estado de las mismas.

6 – Medidas adoptadas desde el dictado del Acuerdo Nº 7 del 30 de junio de 1999 de la Cámara en lo Penal en el que se afirma “que el tema no admite otra solución que no lleve a la eliminación total de las seccionales y demás dependencias policiales como lugares de detención de mayores y menores”. En cada caso se indicará pormenorizadamente, fecha y nivel de cumplimiento alcanzado de esas disposiciones.

7 – Si se ha dispuesto, o se estaría por disponer, habilitar la Comisaría 11º de la ciudad de Rosario para la detención de menores y si en la misma se encuentran detenidos mayores. En su caso se informará si los mayores permanecerán allí al momento de alojarse menores. Asimismo se indicará si se han notificado resoluciones en procesos de hábeas corpus relacionados con las condiciones de detención en esa dependencia.

8 – Si se ha notificado una resolución del Juez de Primera instancia del Distrito en lo Penal de Instrucción de la Undécima Nominación, Distrito Judicial Nº 2 con asiento en la ciudad de Rosario admitiendo un hábeas corpus por agravamiento de las condiciones de detención en la Comisaría 7ma., y si la misma indica que la cantidad máxima posible de alojados en esa dependencia es de 14 detenidos. En su caso se indicarán las medidas adoptadas en virtud de tal decisión judicial.

9 – Si se tiene conocimiento de una denuncia recibida en fecha 31 de octubre último en la Defensoría del Pueblo en la que se señalaba la existencia de 53 detenidos en la seccional mencionada en el punto anterior, que los mismos habrían sufrido distintos apremios ilegales y que las visitas femeninas habrían sido víctimas de distintas conductas ilegales. En su caso se indicará las medidas adoptadas, en qué fecha y estado de las mismas.

Sala de Comisión, 12 de diciembre de 2002.

Esquivel – Dalla Fontana – D’Ambrosio – Meotto – Migno – Strada – Di Pollina – Reutemann – Barrera

Proyecto de comunicación original

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del área competente, informe sobre las siguientes circunstancias:

1 –  Disposiciones administrativas adoptadas con motivo de la Resolución del 12 de julio de 2002 dictada por el Sr. Juez de Menores de la 2da. Nominación, 2da. Circunscripción, Dr. Artigas que lleva el Nº 173 T XVII por el que se requería al Sr. Ministro de Gobierno y al Sr. Jefe de Policía que “tomen en forma urgente los recaudos necesarios para brindar a los jóvenes alojados en las seccionales 2da. y 4ta. un lugar adecuado para su reubicación”, indicando fecha y características de tales disposiciones.

2 –  Indique cantidad de menores alojados a la fecha del informe en las Seccionales 6ta. y 21 de la ciudad de Rosario, precisando fecha desde la cual se encuentran detenidos en las mencionadas seccionales.

3 –  Indique si el Poder Ejecutivo ha recibido denuncias sobre las pésimas condiciones materiales de detención en las seccionales indicadas en el apartado precedente, condiciones que se manifiestan en lugares inadecuados para descansar, deficiente alimentación, ausencia de artículos de limpieza y sistemáticos malos tratos de que son objeto los menores detenidos por parte del personal policial.

4 –  Si tiene conocimiento que con fecha 18 de noviembre la Dra. Silvina Roldán de la Delegación Sur de Medicina Legal de la Policía de la Provincia, realizó la revisación médica de 6 niños detenidos en los sitios indicados y elevó un informe al Director de la Delegación Sur de Medicina Legal donde se indica que se han constatado las lesiones denunciadas. Señale las disposiciones administrativas adoptadas con motivo de tal informe, indicando fecha y características de las mismas.

5 –  Si con fecha 10 de noviembre, en oportunidad de producirse un motín de los reclusos alojados en la Seccional 6ta. de Policía de Rosario, diversos niños allí detenidos fueron brutalmente golpeados por personal de la seccional y sometidos a distintos tipos de vejámenes, como hacerlos desnudar en horas de la madrugada, arrojarles agua fría y hacerlos desplazar de rodillas sobre la arena que había en los pasillos de dicha seccional. Señale, en su caso, las disposiciones administrativas adoptadas con motivo de tales hechos, indicando fecha y características de las mismas.

6 –  Señale las disposiciones administrativas adoptadas desde el dictado del acuerdo Nº 7 del 30 de junio de 1999 por la Cámara en lo Penal en el que se afirma “que el tema no admite otra solución que no lleve a la eliminación total de las seccionales y demás dependencias policiales como lugares de detención de mayores y menores”. Indique en su caso y pormenorizadamente, fecha, características y nivel de cumplimiento de esas disposiciones.

7 –  Si a nivel administrativo se estaría disponiendo la habilitación de la Comisaría 11 de la ciudad de Rosario para la detención de menores y si existen sobre la misma resoluciones de hábeas corpus o similares dictadas por distintos jueces de Instrucción indicando contenido de las mismas. Se informe asimismo si en la mencionada seccional policial se encuentran alojadas personas mayores y si las mismas permanecerán allí, aun en el caso de reclusión de menores.

8 –  Medidas administrativas adoptadas con motivo de la resolución del Juez de Instrucción de la Undécima Nominación de Rosario Dr. Juan Carlos Triglia, admitiendo un hábeas corpus por agravamiento de la condición de detenidos en la Comisaría 7ma., indicando si la resolución judicial fue acatada o, en su caso, disposiciones adoptadas.

9 –  Si tiene conocimiento de la denuncia recibida con fecha 31 de octubre último por la Defensoría del Pueblo en la que señalaba la existencia de 53 reclusos en la seccional mencionada en el apartado precedente (la resolución del Dr. Triglia indicaba que el número de detenidos en la Seccional 7ma. no podía exceder el número de 14) y que los mismos habían sufrido apremios al tiempo que las visitas femeninas habrían sido víctimas, según la denuncia, de vejaciones. Indique si se adoptaron medidas administrativas precisando su naturaleza, fecha y entidad.

Fundamentos de los autores del proyecto
Señor Presidente:


Hace poco tiempo, y con extenso despliegue publicitario y periodístico, el Poder Ejecutivo dictó una nueva emergencia carcelaria. En el decreto que así lo disponía se mencionaban objetivos ambiciosos y acciones inmediatas. Si bien la reiteración de este tipo de disposiciones y su prolongación en el tiempo, que puede sostenerse alcanza casi a las dos décadas, ha hecho perder totalmente la credibilidad sobre su eficacia y la propia sinceridad en relación a su dictado, debe destacarse que el último decreto hacía particular hincapié en la abrumadora extensión de la población carcelaria, la absoluta incompatibilidad entre las normas constitucionales y la existencia de pseudopenales en comisarías y con personal inadecuado para el cumplimiento de las funciones inherentes al sistema.


Cabía entonces esperar algún cambio en circunstancias tan gravísimas como evidentes.


Sin embargo, tal como surge de los interrogantes planteados en el presente pedido de informes, la situación en lugar de mejorar, parece agravarse día a día. Los principales contenidos del presente pedido de informes surgen de hechos precisos denunciados por la Coordinadora de Trabajo Carcelario, de resoluciones judiciales, muchas de ellas al parecer incumplidas por los funcionarios de turno y por transcendidos periodísticos de evidente credibilidad.


De todo ello se desprendería un panorama desolador: menores apiñados en lugares inhumanos, sometidos a vejaciones y a condiciones de alimentación e higiene inaceptables, mora en el acatamiento de resoluciones judiciales o directo desconocimiento de estas, improvisados e insuficientes paliativos que recaen en los mismos errores cometidos hasta el presente y un horizonte que presagia un futuro más desdichado.


Resulta imprescindible que el Poder Ejecutivo informe, más allá de las investigaciones y conclusiones a las que arribe la Justicia, sobre las medidas administrativas adoptadas, investigaciones, sanciones, traslados, etcétera, y toda otra indicación que señale, al menos, la toma de conciencia sobre una situación insostenible.


En mérito a lo expuesto impulsamos el presente proyecto, solicitando y descontando el apoyo de nuestros colegas.
D’Ambrosio – Ritter – Tate
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

SR. D’AMBROSIO EÍ "BRAD’AMBROSIO, Ángel" .– Pido la palabra.


En primer lugar, señor presidente, quiero hacer una apreciación genérica antipática, pero sincera. Si en la Cámara va a seguir habiendo este ruido, el año que viene vamos a tener que analizar que los que no son legisladores estén en otro sector del recinto. Así que vamos a estudiarlo.


En segundo lugar, he aceptado las modificaciones que se han introducido en el proyecto que presentamos originalmente conforme a lo que, con singular atención y rapidez, consideró hoy la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General. En realidad, prácticamente se preserva la sustancia de todos los interrogantes que planteábamos, se han eliminado las citas referentes a los contenidos de las resoluciones judiciales que se mencionan, porque no estaban a mano, ni siquiera de los autores del proyecto, por lo cual me parece absolutamente fundada esta modificación.


De todas formas, señor presidente, quiero señalar que de esas resoluciones judiciales se desprende –aparte del desdichado estado de la situación carcelaria y las condiciones de los menores encarcelados, de las que todos tenemos conocimiento, en mayor o menor grado– que hace poco tiempo ha habido una resolución del Dr. Artigas –la que sí fue aceptada por las autoridades competentes– que disponía el traslado de todos los detenidos menores de dos seccionales de Rosario, debido a las condiciones inhumanas de detención en las que estaban.


Repito, esto fue, si no mejorado –al parecer, será materia de la respuesta al pedido de informes–, canalizado adecuadamente por el Poder Ejecutivo, y creo que se cumplimentó esta orden. Pero también hay otras órdenes, como la emanada del Dr. Triglia, con respecto a la imposibilidad de sostener que en una de estas seccionales haya más de 14 reclusos. De la denuncia radicada ante la Defensoría del Pueblo surge que en ese lugar, donde un juez ha determinado que no puede haber más de 14 reclusos, hay posiblemente 53. No hace falta hacer un ejercicio morboso de la imaginación, para darse cuenta de lo que puede pasar en un lugar donde entran 14 personas y están metidas 53.


Y por último, hay una resolución de la Cámara en lo Penal de la ciudad de Rosario –que ya tiene tres años–, en la que se señala que el único remedio de fondo que hay para esto es concluir con el régimen de detenciones en las llamadas “penales” de las comisarías, tanto de la ciudad de Rosario como de la ciudad de Santa Fe, donde incluso por estas horas ha habido algunos informes lapidarios sobre el terrible estado en que se encuentran los detenidos de la Alcaidía.


He escuchado las primeras palabras del nuevo Ministro de Gobierno, Justicia y Culto, quien enumeró en segundo lugar, entre sus preocupaciones, el tema carcelario. El Dr. Carranza no es ajeno a estos menesteres ni a esta temática, por lo cual confiemos, en primer lugar, en tener una rápida respuesta al pedido de informes que vamos a aprobar y, en segundo lugar, en que las palabras del Ministro encuentren un correlato en su accionar y que podamos avanzar en la solución de uno de los problemas que deben avergonzar a los santafesinos.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

· Resulta aprobado.

6 orden del día
6.1 Presupuesto General de Gastos y Cálculos de Recurosos – 2003

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el Orden del Día Nº 2.


Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 1.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– ¿Estamos en la consideración del Presupuesto, señor presidente?

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Proyecto de ley, asunto Nº 1 del Orden del Día.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Ayer, señor presidente, impugnamos el dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda y los dictámenes agregados a él, y todos los sectores de la oposición votamos la vuelta a comisión del tema, lo que fue desestimado por el bloque mayoritario.


Hoy, estando a consideración de la Cámara el dictamen que, a nuestro juicio, irregularmente se ingresó ayer, tenemos la obligación de ratificar las razones de la impugnación, que viene a sentar un precedente que no se había conocido en todos estos años de vida legislativa.


Entendíamos que la remisión tardía del proyecto de Presupuesto por parte del Poder Ejecutivo –que en claro incumplimiento del artículo 72, inciso 8), de la Constitución fue ingresado el día 28 de noviembre, cuando estaba obligado a presentarlo antes del 30 de septiembre– obligaba al Justicialismo a tener la misma condescendencia para con los bloques de la oposición, que no hicimos cuestionamiento al incumplimiento constitucional del señor Gobernador.


Acá la cuestión era menor: simplemente, tener el tiempo suficiente para el análisis de la denominada Ley de Leyes.


Dijimos que el Mensaje del Poder Ejecutivo entró el 28 de noviembre y, conforme a la prescripción reglamentaria, fue destinado a la Comisión de Presupuesto y Hacienda. De acuerdo con el artículo 51 del Reglamento –que vale la pena, a veces, releer–, el día 3 de diciembre fue remitido a las distintas comisiones, en cumplimiento de la prescripción reglamentaria que en su parte pertinente (artículo 51 – Comisión de Presupuesto y Hacienda) dice: “… una vez receptado el respectivo mensaje remitirá a las demás comisiones copias del mismo, para que cada una de ellas, dentro del plazo máximo e improrrogable de sesenta (60) días, emita dictamen sobre la materia sustancial que refiere a sus respectivas incumbencias, despachándoselo a esta Comisión para su adecuada armonización global”.


Dijimos que el Presupuesto fue remitido a las comisiones respectivas el día 3 de diciembre; la Comisión de Educación se pronunció el día 4, seguramente, después de un pormenorizado análisis de la materia educativa incluida en el Presupuesto.


La Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General se pronunció el día 5 de diciembre, pero resulta, señor presidente, que la primera reunión de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, donde había recalado el expediente, que era la que tenía que disponer el pase al resto de las comisiones, se hizo recién el 5 de diciembre.


¡Es decir, las comisiones se pronunciaron antes del plazo en que reglamentariamente debió haber sido mandado el Presupuesto! ¡No hay duda de que se trata de una evidente irregularidad!


El día 4 de diciembre –como lo recordábamos ayer– fuimos invitados a la Cámara de Senadores, a participar de una reunión informativa con el Ministro de Hacienda, contador Asensio. Entre las innumerables preguntas que el señor Ministro no pudo responder, sin que esto signifique una imputación, le solicitamos, porque lo considerábamos fundamental, el Presupuesto Analítico –que llegó ayer– y el Presupuesto ejecutado, que el Ministro se comprometió a remitir y todavía no llegó a la Cámara.


Señalábamos que era imposible trabajar con un solo ejemplar de la Cuenta de Inversión, y resultaba imposible tener acceso a ella. El Ministro se comprometió a remitir copias de las Cuentas de Inversión para que también pudiéramos analizarla, y tampoco cumplió. Le habíamos solicitado informaciones varias, que eran elementales. El Ministro se comprometió a suministrarlas a la brevedad, y tampoco cumplió.


Mal inicio, por cierto, de la gestión ministerial, por lo menos en lo que hace a la relación con la Legislatura y, en particular, con los bloques de la oposición, que no estamos obligados a votar a libro cerrado ningún Presupuesto.


Ayer, señor presidente, después de la sesión, usted nos hizo llegar el Presupuesto de la Cámara y los ejecutados de los ejercicios 2001 y 2002 que habíamos solicitado. Lo que de por sí demuestra que es prácticamente imposible ahondar en el análisis de dicho Presupuesto.


A nuestro entender, no es serio tratar el Presupuesto en estas condiciones.


Es la confirmación de la forma irregular en que se ha entrado a legislar en estos últimos tiempos. Estos hechos que enunciamos serían de por sí suficiente motivo para no participar del tratamiento del tema en estas condiciones, donde ni tan siquiera tenemos el derecho de acceso a la mínima información indispensable para el tratamiento del Presupuesto.


No obstante, aquí estamos todos los sectores de la oposición asumiendo nuestra responsabilidad legislativa para venir a dar el debate, en el cual cada uno de los bloques manifestaremos nuestra opinión política individual sobre el proyecto de Presupuesto remitido por el Poder Ejecutivo.


Pero en el comienzo del tratamiento del tema era necesario señalar este precedente al que no voy a calificar, al que nos ha condenado la fuerza de los números, cuando había tiempo suficiente para que pudiésemos contar con la información indispensable para un tema tan importante como este.


Solamente posturas caprichosas y el abuso de la mayoría impiden que se trate el Presupuesto en las condiciones en que debería ser tratado. Nada más.

SR. ÁLVAREZ, Jorge EÍ "UCRÁLVAREZ, Jorge" .– Pido la palabra.


En primer lugar, considero que es oportuno escuchar la voz del miembro informante de la mayoría, y después sí voy a pedir la palabra.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde tratar la impugnación al dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda planteada por el señor diputado Favario y, conforme con lo dispuesto por el artículo 81, tercer párrafo, el Cuerpo deber resolver si la acepta o rechaza.

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– Pido la palabra.


Solicito que se lea por Secretaría la fecha y hora en que efectivamente ingresó a esta Cámara el Mensaje del Poder Ejecutivo, por el cual convoca a sesiones extraordinarias, no a Mesa de Entradas, sino para ser habilitado para su tratamiento.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


Quiero hacer algunas aclaraciones, con respecto a los fundamentos de la impugnación.


Me voy a referir exclusivamente a los aspectos puramente formales. El debate de fondo se dará a continuación, por el miembro informante designado por el Bloque Justicialista.


El Mensaje Nº 2552 del Poder Ejecutivo sobre el Presupuesto del año 2003 y el Mensaje Nº 2553, Ley Complementaria, ingresaron el día 28 de noviembre de 2002, y entendemos nosotros que allí cobran estado parlamentario.


El 28 de noviembre de 2002, acto seguido de su ingreso, dice textualmente en la versión taquigráfica de la sesión: “Obra en Secretaría para su ingreso el Mensaje Nº 2552 por el cual se remite el Presupuesto 2003 y el Mensaje Nº 2553 del día de la fecha por el cual se remite el proyecto de Ley Complementaria del Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos”.


En esa sesión, la señora diputada Tate, con muy buen criterio, entiendo, dice: “Señor presidente, solicito que se envíe copia a los bloques de la documentación que acaba de tener ingreso”, hecho que se produjo al día siguiente, el día 29 de noviembre, con copia y recepción acreditada a todos los presidentes de bloque y a los miembros de la Comisión de Presupuesto y Hacienda.


¿Qué quiero decir con esto? Estoy hablando exclusivamente de los aspectos meramente formales. Yo entiendo –quizás no sea un desecho de virtudes lo que estoy diciendo, pero sí la realidad concreta– que no podemos pecar de un exceso ritual, o sea, estando en sesiones extraordinarias de ninguna manera está vedado el tratamiento en las comisiones. Las comisiones siguen funcionando; no están en receso, porque la Cámara no está en receso. La Comisión de Presupuesto y Hacienda ha remitido a las restantes comisiones, en cumplimiento al artículo 51, la parte desagregada o desglosada que le corresponde a cada una, y estas han producido sus dictámenes pertinentes y su posterior remisión a la comisión central.


O sea que el objeto primario elemental del artículo 51 se cumplió. Más allá de la ritualidad de si hubo reunión previa o no de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, ha sido una decisión de la comisión y así ha sido remitida. Así fue contestada por cada comisión y, a su vez, remitida a la comisión central para producir el dictamen.


Reitero que a tenor de lo que dice el artículo 51, el cometido se cumplió. O sea, fue remitido a cada comisión para que esta, a su vez, informe sobre los aspectos que son pertinentes. Reitero, más allá de la ritualidad, había un pedido de un legislador de la oposición, y el día 29 fueron remitidos a los presidentes de bloques y a los miembros de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, tanto el Presupuesto como la Ley Complementaria.


Quiero destacar, fundamentalmente y por encima de esta cuestión formal o ritual, que en el caso que me compete –y creo que es un criterio histórico de la Cámara de Diputados–, estando en sesiones extraordinarias y no habiendo receso, reitero, las comisiones han seguido funcionando. En el caso particular que me toca, presidí la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.


Nótese, señor presidente, que tengo sobre mi banca dictámenes de comisión del oficialismo y de la oposición, de los períodos extraordinarios. Ese mismo día, 5 de diciembre –en el cual se despacharon el Presupuesto y la Ley Complementaria, porque estaban en cartera, estaban en consideración–, con miembros de la oposición presentes en la comisión, se dictaminaron asuntos porque todos entendimos, sin ningún tipo de dudas, que la comisión estaba funcionando, por el carácter permanente. Así se despachó...

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El señor diputado D’Ambrosio le pide una interrupción, señor diputado Esquivel, ¿se la concede?.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJESQUIVEL, Mario" .– Sí, señor presidente.

SR. D’AMBROSIO EÍ "BRAD’AMBROSIO, Ángel" .– Gracias, diputado Esquivel.


Sencillamente, quiero aclarar que nosotros no consideramos el Presupuesto que estaba –efectivamente, como lo señala el presidente de la comisión– sobre la mesa de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, porque era un hecho inexistente, desde un punto de vista objetivo.


No se trata de una formalidad; lo formal en las leyes hace a la sustancia. Una ley se sanciona como tal, y si no, es inexistente. Y en ese momento, el Presupuesto no podía estar en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General; lo que había era una serie de papeles que reflejaba y transcribía la idea del Presupuesto que tiene el Poder Ejecutivo. Pero como ese día recién había tomado estado parlamentario y la Comisión de Presupuesto y Hacienda no lo había remitido, no sólo no se cumplió con el plazo de 60 días, sino que este ni siquiera había comenzado.


Señor presidente, si me dispensa el señor diputado Esquivel –y le agradezco me haya concedido la interrupción–, para no volver a pedir la palabra quiero comentarles que en mi ingreso a esta Cámara, mi primera sorpresa fue encontrarme con este bendito artículo. Porque mi experiencia anterior –aún en una Cámara no muy prolija, como la que tuve que frecuentar en años del menemismo, en el Congreso de la Nación– indicaba que el Presupuesto era considerado por todas las comisiones, con la presencia de los ministros respectivos, etcétera, por lo cual nunca entendí cómo podía hacerse esto.


Pero ahora se supera esta circunstancia, y no sólo en la Comisión de Presupuesto y Hacienda, la comisión central, sino que se empieza a considerar un proyecto cuando la Comisión de Presupuesto y Hacienda no le dio la partida correspondiente. Así que es una violación tan flagrante, que no es posible discutir.


Y reitero, lo que había en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General el 5 de diciembre eran unos papeles que reflejaban el Presupuesto. Este no estaba a consideración de la comisión porque, sencillamente, no podía estarlo. Gracias al señor diputado que está en uso de la palabra.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJESQUIVEL, Mario" .– Decía, señor presidente, que el día 3 de diciembre recibimos en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General un ejemplar del proyecto de ley de Presupuesto de Gastos y Cálculo de Recursos y proyecto de Ley Complementaria del Presupuesto correspondiente al ejercicio 2003, enviados por el Poder Ejecutivo. Provenían de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, día 5 de diciembre de 2002, y en una reunión ordinaria de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General –por aquello que decía, que las comisiones siguen funcionando, y esto es absolutamente así– despachábamos los siguientes expedientes: declaración de utilidad pública y sujeto a expropiación de una fracción de terreno en Las Toscas, venido en segunda revisión, del diputado Zogbi, por el cual se reemplaza el inciso a) de la Ley Nº 8478, Promoción Industrial...

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El señor diputado Bullrich solicita una interrupción, ¿se la concede, diputado Esquivel?

SR. ESQUIVEL EÍ "PJESQUIVEL, Mario" .– No, ya termino, señor presidente.


Continúo. Despachábamos otro expediente por el cual se ratifica el Decreto Nº 3249/01, de aceptación de la propuesta de dación en pago del Banco Santafesino de Inversión y Desarrollo de la Provincia; Mensaje Nº 2552, Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos, año 2003; Mensaje Nº 2553, Ley Complementaria de Presupuesto, año 2003; proyecto del señor diputado Ricardo Álvarez, del PJ, por el cual se solicita se provea un automóvil a la Comisaría de Arocena, departamento San Jerónimo; proyecto de la señora diputada Guido de Nirich, por el cual se solicita la creación de un Departamento de Servicio Social para la Defensoría General de los Tribunales Judiciales de Venado Tuerto; proyecto del señor diputado Samardich, por el cual se solicitan informes con relación a la toma de las apuestas hípicas clandestinas en la ciudad de Rosario. Este último, después de la comisión no fue considerado, porque no llegamos a un dictamen final.


¿Qué estoy diciendo con esto? Que la comisión funcionó hoy normalmente; en la cartera tenía en tratamiento la parte de los recursos y Ley Complementaria que, desagregada por la Comisión de Presupuesto y Hacienda fue enviada a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, la que produjo dictamen y lo remitió nuevamente.


Esto que acabo de decir –por eso aclaré al principio que me estoy refiriendo a aspectos meramente formales– significa que las comisiones siguen funcionando, siguen trabajando, siguen dictaminando, excepto –aunque en algunos casos se da– con proyectos de ley que, como todos sabemos, tendrán tratamiento en el Período Ordinario siguiente –o sea, a partir del 1º de mayo–, pero que aún así se han despachado. Esto se ha hecho en presencia de miembros de la oposición que estuvieron allí y el expediente estaba en la comisión.


Por lo tanto, señor presidente, como tengo absoluta certeza de lo que estoy diciendo    –porque esto ha sido así–, todas las comisiones, por lo menos, en lo que me compete, han despachado y dictaminado expedientes en el Período Extraordinario de Sesiones. Tengo sobre mi banca antecedentes de los años 2000, 2001 y 2002 de esos períodos extraordinarios de sesiones, y entiendo que no nos debe sorprender.


Y el otro cuestionamiento sería de excesiva consideración ritual, porque creo que el objetivo se cumplió: la parte que le corresponde a la Comisión de Presupuesto y Hacienda fue remitida a las distintas comisiones para su dictamen, como lo establece el artículo 51 del Reglamento de la Cámara.


De todas maneras, señor presidente, dejo a salvo que, obviamente, quizás en una exagerada tarea parlamentaria hemos llegado a producir dictámenes aún en proyectos de ley que sabemos que quedan para ser tratados a partir del 1º de mayo o para el siguiente Período Ordinario de Sesiones.


Por el momento, no voy a agregar nada más; esto es a los fines de informar con respecto a la impugnación propuesta que se debe resolver en el día de la fecha, de acuerdo con el artículo 81 del Reglamento de nuestra Cámara. Es todo, señor presidente.

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– Pido la palabra.


Lo que me queda claro, después de las palabras del señor diputado Esquivel, es que esta Cámara funciona tan diligentemente, que produce dictámenes antes de que estén los proyectos.


Pedí hace unos momentos que se diera lectura a la fecha de ingreso de la convocatoria del Poder Ejecutivo a las sesiones extraordinarias.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– ¿Le damos lectura por Secretaría?

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– Sí, por favor, señor presidente.

SR. SECRETARIO (Lago).– “Expediente Nº 10.669 – PE, por el cual se remite copia del Decreto de fecha 3 de diciembre de 2000, convocando a Sesiones Extraordinarias, incluyendo para su tratamiento los Mensajes Nº 2552 y 2553, fecha de entrada en sesión, 5 de diciembre de 2002”.

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– Muchas gracias, señor presidente.


De acuerdo con lo que se acaba de leer por Secretaría, el proyecto de ley de Presupuesto recién adquirió estado parlamentario el día jueves 5, a la tarde, después de que fuera dictaminado en las distintas comisiones, como lo hice constar en la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social, en donde ha quedado registrada la negativa a firmar el dictamen de la mencionada comisión, por el hecho de que el proyecto de ley de Presupuesto no tenía todavía estado parlamentario.

SR. BULLRICH EÍ "PDPBULLRICH, Miguel" .– Pido la palabra.


Tiene razón el señor diputado Esquivel en haber dictaminado todos esos expedientes a los que hizo mención, en la medida en que los mismos estuvieron en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General. Pero el planteo que se realiza en este recinto es que el proyecto de Presupuesto no estuvo en ninguna de las comisiones, porque la primera reunión de la Comisión de Presupuesto y Hacienda fue recién esta semana. Y si ustedes leen el Reglamento, en la parte pertinente dice que una vez recepcionado el expediente de Presupuesto por la comisión, esta lo enviará a las distintas comisiones. “Esta” es la Comisión de Presupuesto y Hacienda, y si ella no celebró reunión, obviamente, no pudieron haberse trasladado y mandado las notas correspondientes; es más, los ejemplares respectivos, para que cada una de las comisiones los hubiera podido examinar. Son “papeles”, decía el señor diputado D’Ambrosio, antecedentes, pero no era el expediente del Presupuesto para analizar.


Y haciendo mención al artículo 81, que cita el propio diputado Esquivel, en su segunda parte dice, al hablar de las comisiones: “Las decisiones serán válidas solamente cuando sean adoptadas en una reunión formal y los dictámenes no serán reconocidos por la Cámara como tales, sino cuando hayan sido adoptados por la comisión en una reunión realizada efectivamente”. O sea que el mismo artículo que menciona el señor diputado Esquivel es el procedente. En la medida en que no hubo una reunión para recepcionar el Presupuesto y para enviarlo a las diversas comisiones, estas no podían expedirse sobre algo inexistente.


Si seguimos con esta tónica, quizás vamos a producir despacho cuando todavía esté el Mensaje sin firmar en el Poder Ejecutivo, para ser enviado en la semana siguiente. Por lo tanto, no se trata de que haya un dictamen irregular, sino que hay una inexistencia de dictamen. No se ha cumplido cabalmente con el Reglamento. Recién esta semana las comisiones estarían en condiciones de expedirse sobre la parte pertinente a cada una de ellas, del Presupuesto de la Provincia para el año 2003.


Mientras tanto, no se ha cumplido con lo que establece el Reglamento, por lo cual la Comisión de Presupuesto y Hacienda no pudo haber dictaminado, si no se expidieron anteriormente las otras comisiones.


Obviamente que, sin querer ofender a nadie y con la mayor de las alturas, las partes administrativas de las comisiones no son las comisiones mismas. Estas las formamos los diputados, y somos los que resolvemos en consecuencia.

SR. DALLA FONTANA EÍ "PJDALLA FONTANA, Ariel" .– Pido la palabra.


En primer lugar, quiero aclarar que creo que la señora diputada Tate está equivocada; el planteo del señor diputado Bullrich es distinto. No hay duda de que la cuestión tiene estado parlamentario, a partir de que ingresó a la Cámara en el Período Ordinario de Sesiones. El fenecimiento de este período y su prórroga imposibilita a la Cámara de tratar el tema, pero ello no significa que el tema no tenga estado parlamentario.


Al mandar el Mensaje, lo único que hace el Poder Ejecutivo es habilitar el tratamiento por parte de la Cámara de un asunto que ya tenía estado parlamentario anteriormente, por lo tanto, no hay duda en ese aspecto de que allí no hay ninguna irregularidad; ni siquiera hace falta abundar en interpretar más la cuestión.


Cuando se remite el expediente a la Comisión de Presupuesto y Hacienda, hasta allí el trámite no merecería ningún tipo de desmenuzamiento, y la cuestión que tiene lugar después debería ser vista en este mecanismo medio extraño que la Cámara estableció, cuando modificó el Reglamento con respecto al tratamiento del Presupuesto. Tradicionalmente, de una manera también extraña, nuestro Reglamento decía que al Presupuesto lo trataban las comisiones de Asuntos Constitucionales y Legislación General y de Educación, de alguna manera, para jerarquizar el aspecto educativo, y también desde el punto de vista presupuestario.


Ello había dado origen a muchos problemas durante años que, en realidad, no tenían nada que ver con el Reglamento ni con el proyecto de ley de Presupuesto, sino que tenían que ver con la política, y era muy común que cuando fuera que se mandara el Presupuesto, más tarde o más temprano –casi siempre tarde, pero algunas veces no tanto–, terminara siendo aprobado en la última sesión extraordinaria del año.


Entonces, entiendo que esas fueron las razones por las cuales se trató de establecer un mecanismo que, por un lado, garantizara el tratamiento del Presupuesto y, por el otro lado, les diera participación a todas las comisiones.


Si se hubiera mandado el Presupuesto a todas las comisiones, indudablemente, hubiéramos tenido una imposibilidad práctica de tratarlo en fecha, por eso se decidió no remitir el proyecto, sino que se remitió la parte pertinente a cada comisión, y la comisión tampoco emitió un dictamen, sino que desde el punto de vista técnico, ese dictamen era decir, simplemente, si tenía o no observaciones que hacer.


En rigor, hay un solo dictamen, que es el que hace la Comisión de Presupuesto y Hacienda; los demás análisis, comentarios, sugerencias u oposiciones que hacen las otras comisiones son antecedentes para que la Comisión de Presupuesto y Hacienda los tenga en cuenta.


Este contexto hace que, si bien es admisible que se interprete en el sentido manifestado por el señor diputado Bullrich, que es necesaria formalmente una reunión de comisión para que esta disponga, mediante una decisión, la remisión de los antecedentes del Presupuesto a las restantes comisiones, se puede interpretar perfectamente que este trámite es administrativo.


¿Podría la Comisión de Presupuesto y Hacienda no remitir los antecedentes del Presupuesto a las otras comisiones? No podría. En consecuencia, si esa decisión la tomó el presidente, para ganar tiempo, y de hecho los antecedentes fueron remitidos a las demás comisiones, no se ve cuál sería el perjuicio en este caso. En Derecho se establece que no hay nulidades por la nulidad misma. En todo caso, si este trámite de remitir los antecedentes por medio de una decisión del presidente –que inclusive, la puede dar verbalmente– genera un perjuicio concreto, una nulidad concreta, un daño en sí mismo, se podría atender, pero no creo que este sea el caso. Incluso, debería ser la misma Comisión de Presupuesto y Hacienda la que tendría que ver si esa decisión de remitirlo fue correcta o incorrecta.


Por decirlo de alguna manera, supongamos que el presidente remitiera a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General nada más que dos hojas, entonces se podría decir que no remitió los antecedentes que correspondían. Por hacer hipótesis: ¿cuál podría ser el perjuicio concreto?


Pero todo el mecanismo se ha hecho para garantizar que el tratamiento sea lo más rápido posible, al punto de que no se fija ningún plazo mínimo, sino que se fija uno máximo y, además, los que estuvieron en esa reforma de reglamento podrán recordar que ese plazo máximo era para evitar que por cualquier tipo de disidencia o de falta de quórum o lo que fuere, pasara el tiempo y el Presupuesto nunca se tratara, por lo que había que establecer que la Comisión de Presupuesto y Hacienda debía tener un plazo máximo, a partir del cual estuviera en condiciones de tratar el Presupuesto, se hubieran producido o no las sugerencias o las observaciones por parte de las demás comisiones.


Por lo tanto, no creo que sea una cuestión literal ni que se pueda afirmar que la única interpretación posible es que si la Comisión de Presupuesto y Hacienda no se ha reunido antes y luego remitido los antecedentes, estaríamos cometiendo una nulidad jure et de jure, cuya consecuencia sería la sanción de nulidad absoluta.


Esto también es así porque no hay ninguna duda de que, conociendo como funcionan las comisiones, si una vez que el proyecto en cuestión –en este caso, el de Presupuesto– fue a la comisión, tuviéramos que esperar que la Comisión de Presupuesto y Hacienda lo dispusiera y luego los papeles fueran a las otras comisiones, seguramente, ya tendríamos 15 días de pérdida de tiempo, lo cual no está en el espíritu de la reforma del Reglamento.


En este caso, independientemente del análisis político con respecto a si el Justicialismo dictaminó o no en un día, creo que desde el punto de vista de las formas es mucho más razonable que la interpretación que hagamos sea en favor de que los antecedentes lleguen lo antes posible a las otras comisiones, porque el espíritu de la reforma fue permitir a los demás diputados tener conocimiento de esos documentos “lo antes posible”.


En todo caso, si el Justicialismo decidiera darle despacho en un día, daría lo mismo que los papeles llegaran dentro de 15 días y le diéramos despacho el día 16. No ganaríamos nada, desde el punto de vista de fondo, y si no ganamos nada desde el punto de vista de fondo y la forma nos permite esta interpretación, de que la comisión envíe los antecedentes por medio de una orden verbal del presidente, no estamos en presencia de una nulidad absoluta, ni mucho menos que no pueda ser subsanada –si es que existiera– por el pleno de la Cámara.

SRA. MIGNO EÍ "UCRMIGNO, María" .– Pido la palabra.


Nosotros vamos a apoyar la solicitud de impugnación planteada en este recinto, por las razones invocadas. Ayer, formalmente se constituyó la Comisión de Presupuesto y Hacienda, así que consideramos que fueron improcedentes los otros giros que tuvo el Presupuesto a las restantes comisiones.


Para echar un poco de luz o terminar de oscurecer todo, me voy a remitir al artículo 41 de la Constitución, Capítulo II, que en su parte referida a la Cámara de Senadores dice: “Ambas Cámaras empiezan y concluyen simultáneamente sus períodos de sesiones y, ninguna de ellas, mientras se hallen reunidas, puede suspender las suyas por más de seis días sin el acuerdo de la otra”.


La Cámara de Senadores está citada recién mañana, la semana pasada no ha tenido sesión, por lo que considero que esta sesión es nula, no por causas imputables a la Cámara de Diputados, sino al Senado.

–
Hablan varios diputados a la vez.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Señor presidente: el señor diputado Dalla Fontana, cuando tiene que defender lo indefendible es habitual que recurra a la técnica del “embarullamiento” y confunde las cuestiones constitucionales con un juicio de daños y perjuicios.


Dije en el curso de mi exposición que a veces es bueno refrescar las normas reglamentarias y leí parcialmente el artículo 51 del Reglamento, en el cual está centrada la cuestión. Pero, como seguramente algunos deben haber estado distraídos, me voy a permitir reiterarlo, solicitándole a los señores legisladores la mayor atención, para lograr una mejor comprensión:


“Artículo 51 – Comisión de Presupuesto y Hacienda. Compete a la Comisión de Presupuesto y Hacienda el dictamen final respecto del Presupuesto General de Gastos del Sector Público Provincial y su respectivo cálculo de recursos, incluyendo entidades o entes autárquicos y descentralizados. A tales fines, una vez receptado el respectivo mensaje [por la comisión, se entiende ¿no?] remitirá [la Comisión de Presupuesto y Hacienda remitirá] a las demás comisiones copias del mismo, para que cada una de ellas, dentro del plazo máximo e improrrogable de sesenta (60) días, emita dictamen [señor diputado Dalla Fontana: no es que no dictamina la comisión, como usted dijo; “emita dictamen”, dice el Reglamento] sobre la materia sustancial que refiere a sus respectivas incumbencias, despachándoselo a esta comisión para su adecuada armonización global”.


¡Está claro que la Comisión de Presupuesto y Hacienda no se reunió! Entonces, por más buena voluntad que exista, la remisión a las distintas comisiones es total y absolutamente antirreglamentaria. Y más que antirreglamentaria, es absolutamente nula, es inexistente, porque la comunicación que se hizo, ¡que ni tan siquiera suscribió el presidente de la comisión!, no vale ¡No vale! Esta es la cuestión.


Los antecedentes que trajo al recinto el señor diputado Esquivel no tienen absolutamente nada que ver con esta cuestión.


Los asuntos que están radicados en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General se pueden tratar por esa comisión, señor presidente, pero este asunto está radicado en la Comisión de Presupuesto y Hacienda. Hasta que esta no cumpla con el procedimiento que indica el Reglamento, de remitirlo a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, evidentemente, la cuestión no se puede tratar porque, para ser liviano, es un procedimiento irregular.


¡Si esto no se quiere entender, señor presidente, es insistir en la grosería, porque esto es una grosería que se pudo haber salvado siguiendo los pasos reglamentarios! ¡Y en el apuro y la desesperación –que no sé de qué sirve en estas circunstancias– se embarran la cancha ellos mismos! ¡Y ahora, señor presidente, quieren salvarlo con argumentaciones torcidas y retorcidas, que no tienen nada que ver con lo que indica la realidad del Reglamento!

SR. DALLA FONTANA EÍ "PJDALLA FONTANA, Ariel" .– Pido la palabra.


Señor presidente: el señor diputado Favario me ha aludido pero, además, ya es conocido por la Cámara que nunca me entiende. Le aconsejo que lea en la Versión Taquigráfica lo que dije, porque lo que usted dijo yo lo reflejé en mi argumentación, a tal punto que admito que la interpretación que hizo el señor diputado Bullrich es aceptable, no es una interpretación traída de los pelos ni que esté en contradicción con el texto del Reglamento.


En lo demás, también expliqué que se podía interpretar que era necesaria una reunión de la Comisión de Presupuesto y Hacienda o –en lo que diferimos con el señor diputado Bullrich– que el texto admite también que esa remisión sea administrativa, en cuanto a que en sí misma es obligatoria, es una cuestión de mero trámite. En ningún lugar dice que hace falta un dictamen para remitir los antecedentes a las demás comisiones.


Y en cuanto al tema de las nulidades –no sé por qué siempre lo lleva a los daños y perjuicios–, está en el Código Civil; de allí se ha extendido a toda la esfera del Derecho. Todos los principios sobre nulidades, tanto en Derecho Público como en Privado, son extraídos de esos principios y, por lo tanto, estos se aplican también a todas las cuestiones en donde uno debe interpretar impugnaciones que tengan como consecuencia la anulación de algún acto.


Y es principio universal que como regla, sin daño, no se anule, excepto que la nulidad sea una sanción expresa y no salvable por ninguna otra vía. Es decir, para poder anularse un acto, sin que haya perjuicio probado, debe estar taxativamente sancionado –fulminado, como dicen los juristas– de tal nulidad, por la misma norma que establece el mecanismo o requisito a cumplir, cosa que en este caso no se da.


En consecuencia, señor presidente, al margen de que el señor diputado Favario puede pensar lo que quiera de las argumentaciones ajenas, es bueno que trate de hacer un esfuerzo, porque en este caso, por lo menos, he tratado de incorporar a mis argumentaciones también los argumentos ajenos.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


Creo que estamos en el debate de un asunto –como lo aclaré al principio– que entiendo es meramente formal.


Pero, evidentemente, creo que esto proviene de otras cuestiones. Los ánimos no están para discutir tanto una cuestión formal pero, ya que queremos ser formalistas, voy a plantear una cuestión formal y voy a solicitar que se lea con detenimiento el artículo 51 del Reglamento de la Cámara, que utiliza términos con suma precisión –más allá del gusto personal de cada uno–, cuando dice que “la Comisión de Presupuesto y Hacienda remitirá a las demás comisiones copias del mismo”, en referencia al Mensaje.


Dice textualmente: “A tales fines, una vez receptado el respectivo mensaje remitirá a las demás comisiones copias del mismo, para que cada una de ellas, dentro del plazo máximo e improrrogable de sesenta (60) días, emita dictamen sobre la materia sustancial que refiere a sus respectivas incumbencias, despachándoselo a esta Comisión para su adecuada armonización global”.


Utiliza dos términos perfectamente claros: cuando habla de la comisión central a las otras comisiones, utiliza “remisión”, por lo cual, en esta ocasión, el secretario de la comisión que lo remitió cumplió con una remisión administrativa. Cuando las comisiones devuelven la parte desagregada a la comisión central necesitan despacho, y los despachos son dictámenes de comisión. No hay remisión de las otras comisiones a la comisión central, hay despacho, previo dictamen, en este caso; en el caso de la remisión, no es así.


Y tanto es así esto que, si leemos el artículo 79, sobre las obligaciones del secretario de comisión, veremos que dice precisamente lo siguiente: “El secretario de comisión, además de las funciones que le asigna este Reglamento, hará llegar a cada uno de los diputados integrantes, copia de los proyectos que se destinen a la misma, dentro de los tres días de recibidos. Deberá también reunir los antecedentes de los proyectos en cartera, hará un resumen y llevará un índice bibliográfico de los mismos”.


Reitero, estas son las obligaciones administrativas y funcionales del secretario de comisión, pero el artículo 51 del Reglamento, sobre la Comisión de Presupuesto y Hacienda, que es el artículo central, diferencia perfectamente la Comisión de Presupuesto y Hacienda de demás comisiones. En un caso habla de remisión y, en el caso de vuelta, cuando viene la parte desagregada a incorporarse al estudio global del Presupuesto, habla de despacho.


Es muy claro, señor presidente, absolutamente claro. Por eso creo que estamos dilatando una cuestión meramente formal que, más allá del gusto, como decía, el artículo 51 del Reglamento lo dice con toda claridad.

SRA. MIGNO EÍ "UCRMIGNO, María" .– Pido la palabra.


Señor presidente: hay dos mociones concretas, una es el pedido de impugnación del señor diputado Favario y la otra el pedido de nulidad que hizo nuestro bloque. Creo que debe procederse a votar.

SR. D’AMBROSIO EÍ "BRAD’AMBROSIO, Ángel" .– Pido la palabra.


Sin perjuicio de que realmente me gustaría que alguien replicara con alguna argumentación, al menos para la historia, la propuesta que ha hecho la señora diputada Migno, que me parece absolutamente sustancial, quiero simplemente aclarar que el artículo 79, que leía el presidente de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, confirma aún más otra irregularidad de este procedimiento. Porque contrariamente a la interpretación que se le dado, en el sentido de que el secretario de la comisión podría disponer la remisión de algunos proyectos a otras comisiones, lo que dispone este artículo es que los secretarios tienen que remitir los proyectos a los diputados que integran la comisión, y que lo tiene que hacer dentro de los tres días.


Le pregunto a la nobleza de espíritu que caracteriza a los integrantes de esta Cámara, si algún secretario cumplió con la obligación reglamentaria de remitirnos el supuesto Presupuesto, con tres días de antelación, para su debido análisis y consideración, o si simplemente lo que vimos en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General fue un paquete puesto sobre una mesa.

SR. ESQUIVEL EÍ "PJESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


La nota que recibió personal de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General decía, concretamente “…a fin de remitirle un ejemplar del Proyecto de Ley de Presupuesto de Gastos y Cálculos de Recursos y Proyecto de Ley Complementaria de Presupuesto, correspondiente al ejercicio 2003 enviado por el Poder Ejecutivo”, que estaba en la comisión cuando el 5 del corriente mes fue despachado.


Volviendo al otro tema, más que hacer énfasis en las atribuciones o facultades funcionales del secretario, quise diferenciar –no sé si es caprichoso o no– lo que establece el artículo 51, al que hay que leer como corresponde, porque cuando dice “remisión” es una cosa, y cuando dice “despacho” significa otra.


Esa es la relación que hace de la comisión central, que es la de Presupuesto y Hacienda, y de esa remisión a que aludía el señor diputado Dalla Fontana como remisión administrativa; a la vuelta es despacho, significa despacho de las distintas comisiones a la comisión central. Ahí, se produce el estudio y la consideración global del Presupuesto, como dice el Reglamento. Es absolutamente claro.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .–  “Despacho” no dice en ningún lado…

SR. ESQUIVEL EÍ "PJESQUIVEL, Mario" .– “Despachándoselos”…

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Lo que dice es “dictamen”, que es exactamente lo que dijimos nosotros. El señor diputado Esquivel está ratificando nuestro propio argumento, enmendándole la plana a su compañero de bancada, el señor diputado Dalla Fontana, que dijo que no había dictámenes de comisión. Eso es lo que le contesté a Dalla Fontana en el resto de la exposición.


Por lo tanto, señor presidente, …

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El diputado Pochettino le solicita una interrupción.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Ahora termino, no estoy haciendo un discurso, estoy simplemente haciendo una aclaración.


Cuando dice “recepcionará” –artículo 51– se refiere a la comisión, señor presidente. ¡Si la comisión no se reunió, no puede recepcionar nada; esto es elemental, es simple, es de una interpretación que no admite dualidades!

SR. POCHETTINO EÍ "PJPOCHETTINO, Domingo" .– Pido la palabra.


Creo que la cosa no da para más. Me parece que –como aquí se dijo– con las cuestiones políticas estamos mezclando el trámite parlamentario para enturbiarlo. Pero la cosa, para mí –discúlpeme que me meta en una discusión de abogados– es muy clara, es absolutamente clara.


Primero, los dictámenes a los que se refiere el señor diputado Dalla Fontana son del resto de las comisiones. No sé si el señor diputado Favario es tan sordo como yo, pero me parece que no lo entiende, o hay algo...

· El señor diputado Favario habla fuera de micrófono.

SR. POCHETTINO EÍ "PJPOCHETTINO, Domingo" .– Después le doy la palabra, señor diputado.


No es el dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda. Quien no tengo ninguna duda de que está equivocado es el señor diputado Bullrich, porque cuando hablaba de la remisión de esta copia del tema pertinente desde la Comisión de Presupuesto y Hacienda a las diferentes comisiones hizo referencia al artículo 81. El artículo 81 es el que establece que no hay dictámenes válidos si no se reúne la comisión. ¡No hay dictamen! Porque fíjese qué absurdo sería, señor presidente, que para remitir a las demás comisiones el Presupuesto se necesite un dictamen, que podría ser negativo, por lo cual no se estaría cumpliendo con el Reglamento.


Esto está claro, es un trámite netamente administrativo –discúlpeme, señor presidente, más allá de las descripciones de los abogados– y los dictámenes son los que da finalmente la Comisión de Presupuesto y Hacienda, cuando recibe los despachos de las comisiones a las cuales fue derivado el Presupuesto. Gracias, señor presidente.

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– Pido la palabra.


Señor presidente: a los fines de evitar esta discusión tan contradictoria entre quienes sostienen lo mismo, voy a solicitar que habiendo una moción de la señora diputada Migno, se proceda a su votación.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Primero está la moción del señor diputado Favario, señora diputada.


Está en consideración del Cuerpo la moción presentada por el señor diputado Favario, de impugnación del dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

SR. D’AMBROSIO EÍ "BRAD’AMBROSIO, Ángel" .– Pido la palabra.


Señor presidente: la moción de la señora diputada Migno hace a la existencia o no de esta sesión, por lo tanto, es racional y naturalmente previa a una decisión que pudiera adoptar la Cámara en esta sesión.


Lo que ha planteado la diputada Migno es la nulidad de esta sesión, e incluso la nulidad de la sesión del día de ayer, porque no se ha cumplido con el precepto constitucional de que las Cámaras abren y cierren “los períodos”, que es el texto constitucional, para que nadie crea que esto se refiere al período ordinario, simplemente, sino que es en forma conjunta.


Por lo cual, planteándose una nulidad de este carácter, corresponde primero someter a votación la moción de la señora diputada Migno que, naturalmente, en caso de no ser aceptada y tener una votación negativa, abrirá paso a los recursos correspondientes para determinar cuál es el destino de esta “suerte” de sesiones que estamos celebrando.

SR. UGALDE EÍ "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Quiero manifestar que si estuvimos dos horas discutiendo una moción planteada por el señor diputado Favario, y al final hay otra moción planteada por la diputada Migno, creo que por lo menos tenemos que dar por culminada a la primera etapa, que ya está llegando más que a su fin.


No voy a hacer interpretaciones, porque por mi formación no me corresponde. Gracias, señor presidente.

· Risas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Justamente, está en consideración la moción de impugnación planteada por el señor diputado Carlos Favario al dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda y, conforme con lo dispuesto por el artículo 81, tercer párrafo, el Cuerpo debe resolver si se acepta o se rechaza la impugnación.


El voto por la afirmativa implicará la inhabilitación del dictamen para su tratamiento.

· Resulta negativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, queda habilitado para su tratamiento el dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda.


Ahora sí, señora diputada Silvia Migno, tiene usted la palabra; si mantiene la moción, la ponemos en consideración.

SRA. MIGNO EÍ "UCRMIGNO, María" .– Mantengo la moción, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Entonces, se va a votar la moción presentada por la señora diputada Silvia Migno, con respecto a la inhabilitación de la sesión. Los que voten por la afirmativa, lo harán por la inhabilitación; los que voten por la negativa, lo harán por la continuidad de la sesión.

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– Pido la palabra.


Quiero hacerle una pregunta, señor presidente, porque estoy un poco confundida. ¿Nosotros acá, en esta Cámara, podemos votar si vale o no vale la Constitución? ¿Se puede votar lo preceptuado por la Constitución o es un mandato lo que impone la Constitución?


Creo que lo que ha planteado la señora diputada Silvia Migno no debe ser votado: es lo que dice la Constitución y debe ser cumplido.


Esta sesión es nula de nulidad absoluta, porque así lo prescribe la Constitución, que es la ley máxima de nuestra provincia.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Fue a pedido del diputado, presidente de su bloque.


Tiene la palabra el señor diputado Ariel Dalla Fontana.

SR. DALLA FONTANA EÍ "PJDALLA FONTANA, Ariel" .– Este caso no es igual al que plantea el señor diputado Bullrich, esto es una cosa insólita. Jamás se me ocurrió que el sentido de la norma constitucional se usara para una cosa como esta.


El sentido de la norma constitucional es compeler a la Cámara que no se reúne a que lo haga; no es anular o hacer nula la validez de las sesiones de la otra Cámara. Según esa interpretación que se hace acá, si una de las Cámaras no se reuniera, la Legislatura se disolvería, hasta que a la otra Cámara se le ocurriera sesionar.

Además, no se dice en ningún lado que esto anula nada de lo que haya hecho la otra Cámara anterior; es totalmente contrario el sentido de la Constitución, es evitar que conspiraciones de una Cámara, o mayorías circunstanciales o falta de quórum de una u otra Cámara pongan a la Legislatura en imposibilidad de sesionar.


Por otra parte, estamos en el Período Extraordinario de Sesiones y es razonable que el Senado no haya sesionado, porque no tiene temas. Entiendo yo que los temas han recaído en esta Cámara y, en consecuencia, nosotros estamos ahora en sesiones extraordinarias y el Senado sesionará cuando le remitamos los temas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Les pido silencio, por favor, señores diputados.

SR. DALLA FONTANA EÍ "PJDALLA FONTANA, Ariel" .– Esa es una opinión, pero repito que no queda ninguna duda de que la norma constitucional está dirigida a la Cámara que no sesiona, para que lo haga, y de ninguna manera se puede extender eso a la Cámara que sí está sesionando, haciéndole que se anule su sesión, porque la otra no ha sesionado.

SRA. MIGNO EÍ "UCRMIGNO, María" .– Pido la palabra.

Señor presidente: sabemos que las Cámaras son autónomas, pero forman parte de un solo Cuerpo y están interrelacionadas. No lo dice acá, expresamente, que sea nula, pero... ¿Perdón, diputado?

· El señor diputado Dalla Fontana habla fuera de micrófono.

SRA. MIGNO EÍ "UCRMIGNO, María" .– Pero queda establecida, la nulidad surge... Le doy un ejemplo: si nosotros quisiéramos extender nuestro mandato por 5 años, ¿podríamos? No, sería nulo.

SR. BULLRICH EÍ "PDPBULLRICH, Miguel" .– ¿Y si lo votamos?

· Risas

 SRA. MIGNO EÍ "UCRMIGNO, María" .– Entonces estaríamos todos violando la Constitución, como queremos pretender hacer en este momento. Gracias, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Les voy a pedir a los señores diputados que no dialoguen. Le solicito me aclare, señora diputada Silvia Migno, si es una moción lo que acaba de proponer.

SRA. MIGNO EÍ "UCRMIGNO, María" .– ¿Cómo?

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Lo de extender en 5 años el mandato...

· Risas

SRA. MIGNO EÍ "UCRMIGNO, María" .– Mire, señor presidente, es un ejemplo. Pero como vamos a violar la Constitución, se ve que hay muchos que tienen intenciones de violarla, en honor a la sana mayoría. Gracias.

SR. DI POLLINA EÍ "FPSDI POLLINA, Eduardo" .– Pido la palabra.


Hago moción de orden, señor presidente. Que se vote, por favor.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción de la diputada Migno.

·  Resulta negativa.

SRA. MIGNO EÍ "UCRMIGNO, María" .– Pido la palabra.


Señor presidente, más allá de lo expresado por el señor diputado Dalla Fontana, quisiera fundamentos serios para no apoyar esta moción. Gracias.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Ahora sí está en consideración el proyecto de ley que figura como Asunto Nº 1 del Orden del Día.


Por Secretaría se dará lectura.

· Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 10.649 – PE – Mensaje 2552), Ley de Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos para el Ejercicio 2003; atento a que se cuenta con los dictámenes de las Comisiones de: Agricultura y Ganadería, Asuntos Comunales, Asuntos Constitucionales y Legislación General, Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, Cultura y Medios de Comunicación Social, Educación, Industria y Comercio, Obras y Servicios Públicos, Promoción Comunitaria, Salud Pública y Asistencia Social, Seguridad Social, Transporte, Vivienda y Urbanismo, y luego de los estudios realizados y las razones que oportunamente dará el miembro informante, os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 EÍ "zlPresupuesto General de Gastos y Cálculos de Recurosos – 2003" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

CAPITULO I

PRESUPUESTO DE LA ADMINISTRACION PROVINCIAL

Artículo 1º – Fíjase en la suma de pesos tres mil seiscientos sesenta y nueve millones trescientos siete mil ochocientos treinta y tres ($3.669.307.833), los gastos corrientes y de capital del Presupuesto de la Administración Provincial (Administración Central, Organismos Descentralizados e Instituciones de Seguridad Social) para el ejercicio 2003, conforme se detalla a continuación, y analíticamente en las planillas Nº 1 y 2 anexas al presente artículo.

CONCEPTO
GASTOS CORRIENTES
GASTOS DE CAPITAL
TOTAL

Administración Central
2.510.401.519
213.406.241
2.723.807.760

Organismos Descentralizados
105.327.120
73.015.316
178.342.436

Instituciones de Seguridad Social
766.561.637
596.000
767.157.637

TOTALES
3.382.290.276
287.017.557
3.669.307.833

Artículo 2º – Estímase en la suma de pesos tres mil seiscientos setenta y un millones ochocientos treinta y cuatro mil seiscientos cincuenta y seis ($3.671.834.656) el Cálculo de Recursos de la Administración Provincial para el Ejercicio 2003, destinado a atender las Erogaciones a que refiere el artículo 1º de la presente ley, de acuerdo al resumen que se indica a continuación, y al detalle que figura en planillas Nº 3 y 4, anexas al presente artículo.

CONCEPTO
RECURSOS CORRIENTES
RECURSOS DE CAPITAL
TOTAL

Administración Central
2.854.409.209
32.236.683
2.886.645.892

Organismos Descentralizados
106.846.756
21.676.250
128.523.006

Instituciones de Seguridad Social
656.055.758
610.000
656.665.758

TOTALES
3.617.311.723
54.522.933
3.671.834.656

Artículo 3º – Fíjase en la suma de pesos doscientos veintisiete millones cuatrocientos ocho mil setecientos treinta y tres ($227.408.733) los importes correspondientes a los Gastos Figurativos para Transacciones Corrientes y de Capital de la Administración Provincial, para el Ejercicio 2003, quedando en consecuencia establecido el Financiamiento por Contribuciones Figurativas para Financiaciones Corrientes y de Capital de la Administración Provincial en la misma suma, según el detalle que figura en las planillas Nº 5 y 6, anexas al presente artículo.

Artículo 4º – Como consecuencia de lo establecido en los artículos 1º, 2º y 3º, estímase en pesos dos millones quinientos veintiséis mil ochocientos veintitrés ($2.526.823) el Resultado Financiero Superavitario de la Administración Provincial para el Ejercicio 2003.


El Presupuesto de la Administración Provincial para el Ejercicio 2003 contará con las Fuentes Financieras y Aplicaciones Financieras indicadas a continuación y que se detallan en las planillas Nº 7 y 8, anexas al presente artículo.

Fuentes Financieras
 




157.058.879

– Disminución de la Inversión Financiera
 


 60.200.000

– Endeudamiento Público o Incremento 

 de Otros Pasivos 





 96.858.879

Aplicaciones Financieras 




159.585.702

– Amortización de la Deuda y Disminución

de Otros Pasivos 





159.585.702.


Fíjase en la suma de pesos siete millones trescientos setenta y dos mil setecientos catorce ($7.372.714) el importe correspondiente a Gastos Figurativos para Aplicaciones Financieras de la Administración Provincial quedando en consecuencia establecido el Financiamiento por Contribuciones Figurativas para Aplicaciones Financieras en la misma suma, conforme al detalle obrante en las planillas Nº 9 y 10 anexas al presente artículo.

Artículo 5º – Como consecuencia de lo establecido en los artículos precedentes, apruébase el Esquema Ahorro – Inversión – Financiamiento para el Ejercicio 2003, conforme al resumen que se indica a continuación:

ESQUEMA AHORRO – INVERSION – FINANCIAMIENTO

CONCEPTO
ADMINISTRACION

CENTRAL
ORGANISMOS

DESCENTRALIZADOS
INSTITUCIONES DE SEGURIDAD SOCIAL
TOTAL

I-INGRESOS CORRIENTES
2.854.409.209
106.846.756
656.055.758
3.617.311.723

II-GASTOS CORRIENTES
2.510.401.519
105.327.120
766.561.637
3.382.290.276

III–RESULTADO ECONÓMICO AHORRO/DESAHORRO (I-II)
344.007.690
1.519.636
(110.505.879)
235.021.447

IV-RECURSOS DE CAPITAL
32.236.683
21.676.250
610.000
54.522.933

V-GASTOS DE CAPITAL
213.406.241
73.015.316
596.000
287.017.557

VI-INVERSIÓN
181.169.558
51.339.066
(14.000)
232.494.624

TOTAL DE RECURSOS (I+IV)
2.886.645.892
128.523.006
656.665.758
3.671.834.656

TOTAL DE GASTOS (II+V)
2.723.807.760
178.342.436
767.157.637
3.669.307.833

Menos: RECURSOS EXTRAORDINARIOS TRANSITORIOS DE EMERGENCIA (Ley N° 11.696)


(54.675.000)
(54.675.000)

CONCEPTO
ADMINISTRACION

CENTRAL
ORGANISMOS

DESCENTRALIZADOS
INSTITUCIONES DE SEGURIDAD SOCIAL
TOTAL

VII-RESULTADO FINANCIERO ANTES DE CONTRIBUCIONES (NECESIDAD DE FINANCIAMIENTO ANTES DE CONTRIBUCIONES)
162.838.132
(49.819.430)
(165.166.879)
(52.148.177)

VIII-CONTRIBUCIONES FIGURATIVAS 
30.929.825
85.535.329
110.943.579
227.408.733

Mas: RECURSOS EXTRAORDINARIOS TRANSITORIOS DE EMERGENCIA (Ley N° 11.696)


54.675.000
54.675.000

IX-GASTOS FIGURATIVOS
196.478.908
30.929.825

227.408.733

X-RESULTADO FINANCIERO (VII+VIII-IX)
(2.710.951)
4.786.074
451.700
2.526.823

XI-FUENTES FINANCIERAS
157.058.879
-

157.058.879

 A-DISMINUCIÓN DE LA INVERSIÓN FINANCIERA
60.200.000


60.200.000



 B-ENDEUDAMIENTO PÚBLICO E INCREMENTO DE OTROS PASIVOS
96.858.879


96.858.879

XII- APLICACIONES FINANCIERAS
146.975.214
12.158.788
451.700
159.585.702

 - AMORTIZACIÓN DE LA DEUDA Y DISMINUCIÓN DE OTROS PASIVOS
146.975.214
12.158.788
451.700
159.585.702

XIII- CONTRIBUCIONES

 FIGURATIVAS PARA APLICACIONES FINANCIERAS

7.372.714

7.372.714

XIV- GASTOS FIGURATIVOS PARA APLICACIONES

FINANCIERAS
7.372.714


7.372.714


El nivel de Erogaciones autorizado en los artículos precedentes, que componen el Presupuesto de la Administración Provincial, se detalla en planilla anexa 11, en el nivel institucional y por objeto del gasto.

Artículo 6º– Fíjase el número de cargos de la planta de personal, incluyendo los correspondientes a Profesionales Universitarios de la Sanidad Oficial, en los siguientes totales:

CONCEPTO
PERSONAL


TOTAL
PERMANENTE
TEMPORARIO

ADMINISTRACION CENTRAL
89.096
88.239
857

ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS
3.942
3.875
67

INSTITUCIONES DE SEGURIDAD SOCIAL
844
842
2

TOTAL ADMINISTRACION PROVINCIAL (Capítulo I – Anexo 12)
93.882
92.956
926


Fíjase en doscientos noventa y siete mil ciento setenta y cinco (297.175) el número de horas de cátedra del personal docente.


Facúltase al Poder Ejecutivo a transformar cargos de la Planta de Personal fijada en el presente artículo a los fines de posibilitar la incorporación de personal de Seguridad.

Artículo 7º – Establécese como cupo fiscal máximo para el año 2003, de la deducción del gravamen a que refieren los artículos 26 y 27 de la Ley Nº 10.554, el importe de pesos cuatrocientos mil ($400.000), pudiendo el Poder Ejecutivo incrementar dicho cupo fiscal por hasta un ciento por ciento (100%) durante el Ejercicio 2003, según las posibilidades financieras del Estado Provincial.

Artículo 8º – Establécese como cupo fiscal máximo para el año 2003, la suma de pesos un millón ($1.000.000), de la desgravación impositiva prevista por el artículo 24 de la Ley Nº 10.552.

Artículo 9º – A partir del 1º de enero de 2003, los ascensos de personal que se realicen por promociones no automáticas en uso de facultades del Poder Ejecutivo, quedarán supeditados a la existencia de crédito presupuestario.

Artículo 10 – Establécese que la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia atenderá el pago de las pensiones otorgadas por aplicación de la Ley N° 4794 de Pensiones Graciables a ex Legisladores y ex Convencionales Constituyentes, y sus modificatorias; de la Ley N° 7044 de Pensiones Graciables a Ex Gobernadores y Ex Interventores Constitucionales y de la Ley N° 10.120 de Asignaciones por carga de familia de ex Legisladores y ex Convencionales Constituyentes, hasta el crédito presupuestario autorizado en la presente ley, por la suma de pesos un millón trescientos cincuenta y dos mil cuatrocientos ochenta ($1.352.480).


El Poder Ejecutivo no podrá, en ningún caso, realizar modificaciones presupuestarias para atender erogaciones que excedan dicho crédito presupuestario.

Artículo 11 – Los importes a abonar en el Ejercicio 2003 al Sector Docente Provincial en concepto de Incentivo Docente, estarán limitados a los ingresos provenientes del Gobierno Nacional, que con tal destino se efectivicen en dicho ejercicio.

Artículo 12 – Dispónese la constitución de un “Crédito Contingente para Emergencias Financieras” en la Jurisdicción Obligaciones a Cargo del Tesoro con los créditos correspondientes a los cargos vacantes transitorios que se produzcan en el transcurso del Ejercicio 2003, para lo cual las distintas Jurisdicciones y Organismos Descentralizados informarán mensualmente al Ministerio de Hacienda y Finanzas, dentro de los 10 (diez) primeros días del mes subsiguiente, las vacantes que se hayan producido, remitiendo el pedido de contabilización de reducción de créditos.


Como consecuencia de lo expuesto precedentemente, las economías que se practiquen en el rubro “Personal” en los Organismos Descentralizados que no reciben aportes de la Administración Central a los fines de equilibrar sus resultados, se destinarán a la constitución del “Crédito Contingente para Emergencias Financieras” en el presupuesto del respectivo organismo. Aquellos Organismos Descentralizados que reciben aportes de Rentas Generales a los fines de equilibrar sus resultados, destinarán las economías en Personal que practiquen a la conformación del citado crédito contingente en el Presupuesto de la Administración Central, con disminución del Aporte para Cubrir Déficit previsto presupuestariamente.


El Ministerio de Hacienda y Finanzas verificará el estricto cumplimiento de las disposiciones del presente artículo efectuando las auditorías pertinentes y deberá informar en caso de incumplimiento, sin perjuicio de la intervención pertinente del Tribunal de Cuentas de la Provincia.

Artículo 13 – Autorízase al Poder Ejecutivo a emitir Letras de Tesorería, Títulos o Documentos, o contraer deudas a efectos de atender desequilibrios transitorios de caja, pudiendo afectar en garantía los recursos provenientes del régimen establecido por la Ley Nacional N° 23.548 y modificatorias o el régimen que la reemplace. Las mismas deberán cancelarse en el transcurso del ejercicio.

Artículo 14 – Establécese que en el supuesto de que el Gobierno Nacional no cumpla con los acuerdos celebrados o la recaudación nacional y/o provincial no alcance los niveles previstos en la presente ley, los tres poderes del Estado Provincial, sus organismos descentralizados y autárquicos, así como entes con participación estatal mayoritaria, efectuarán los ajustes presupuestarios contemplados en la Ley Nº 11.965.

CAPITULO II

PRESUPUESTO DE LA ADMINISTRACION CENTRAL

Artículo 15 – Detállanse en las planillas resumen Nº 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9 anexas al presente artículo, los importes determinados en los artículos 1, 2, 3, 4 y 5 de la presente ley.

El nivel de erogaciones autorizado en los artículos precedentes, que componen el Presupuesto de la Administración Central, se detalla en planilla anexa 10, en la clasificación institucional y por objeto del gasto, en planillas anexas 11, en la clasificación institucional, por fuente de financiamiento y objeto del gasto, en planillas anexas 12, en la clasificación institucional por programas y económica y en planillas anexas 13, en la clasificación institucional por finalidad y función.


Las respectivas jurisdicciones deberán programar la inversión mensual en personal de manera tal que su proyección anual no exceda el monto que para cada Jurisdicción se determina en la presente ley.

CAPITULO III

PRESUPUESTO DE LOS ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS E

INSTITUCIONES DE SEGURIDAD SOCIAL

Artículo 16 – Detállanse en las planillas resumen Nº 1A, 2A, 3A,4A, 5A, 6A, 7A, 8A, 9A y 10A anexas al presente artículo, los importes determinados en los artículos 1, 2, 3, 4 y 5 de la presente ley.


El nivel de erogaciones autorizado en los artículos precedentes, que componen el Presupuesto de los Organismos Descentralizados, se detalla en planilla anexa 11A, en la clasificación institucional y por objeto del gasto, en planillas anexas 12A, en la clasificación institucional, por fuente de financiamiento y objeto del gasto, en planillas anexas 13A, en la clasificación institucional por programas y económica y en planillas anexas 14A, en la clasificación institucional por finalidad y función.

Artículo 17 – Detállanse en las planillas resumen Nº 1B, 2B, 3B,4B, 5B, 6B, 7B, 8B y 9B anexas al presente artículo, los importes determinados en los artículos 1, 2, 3, 4 y 5 de la presente Ley.


El nivel de Erogaciones autorizado en los artículos precedentes, que componen el Presupuesto de las Instituciones de Seguridad Social, se detalla en planilla anexa 10B, en la clasificación institucional y por objeto del gasto, en planillas anexas 11B en la clasificación institucional por fuente de financiamiento y objeto del gasto, en planillas anexas 12B, en la clasificación institucional por programas y económica y en planillas anexas 13B, en la clasificación institucional por finalidad y función.

CAPITULO IV

PRESUPUESTO DE LAS EMPRESAS, SOCIEDADES Y OTROS ENTES PÚBLICOS

EMPRESA PROVINCIAL DE LA ENERGIA

LABORATORIO PRODUCTOR DE FARMACOS MEDICINALES S.E. Y

ENTE INTERPROVINCIAL TUNEL SUBFLUVIAL

RAUL URANGA – CARLOS SYLVESTRE BEGNIS

Artículo 18 –
Fíjanse en las sumas que para cada caso se indican, los Presupuestos de erogaciones -gastos corrientes y de capital- de la Empresa Provincial de la Energía, el Laboratorio Productor de Fármacos Medicinales S.E. y el Ente Interprovincial Túnel Subfluvial Raúl Uranga – Carlos Sylvestre Begnis, estimándose los recursos y el Resultado Financiero en las sumas que se indican a continuación:

CONCEPTO
Empresa Provincial

de la Energía
Laboratorio Productor de Fármacos Medicinales S.E.
Túnel Subfluvial

“Raúl Uranga – Carlos Sylvestre Begnis”

Erogaciones Corrientes
514.493.092
4.158.400
5.080.500

Erogaciones de Capital
45.192.683
341.600
1.600.000

Total de Erogaciones
559.685.775
4.500.000
6.680.500

Recursos Corrientes
560.663.741
4.158.400
6.675.500

Recursos de Capital

341.600


Total de Recursos
560.663.741
4.500.000
6.675.500

Resultado Financiero
977.966

(5.000)

Fuentes Financieras


5.000

Aplicaciones Financieras
977.966




Apruébase el Esquema Ahorro-Inversión-Financiamiento para el Ejercicio 2003 de acuerdo al detalle que figura en planillas 1, 2 y 3 anexas al presente artículo.


El nivel de erogaciones autorizado precedentemente, que componen el Presupuesto de la Empresa Provincial de la Energía, Laboratorio Productor de Fármacos Medicinales S.E. y Ente Interprovincial Túnel Subfluvial Raúl Uranga – Carlos Sylvestre Begnis, se detalla en planilla anexa 4, en la clasificación institucional y por objeto del gasto, planilla anexa 5, en la clasificación institucional y económica, en planillas anexas 6 en la clasificación institucional por fuente de financiamiento y objeto del gasto, en planillas anexas 7, en la clasificación institucional por programas y económica y en planillas anexas 8, en la clasificación institucional por finalidad y función.

Artículo 19 – Fíjase el número de cargos de la planta de personal, correspondiente a la Empresa Provincial de la Energía de acuerdo al siguiente detalle:

CONCEPTO
PERSONAL


TOTAL
PERMANENTE
TEMPORARIO

Empresa Provincial de la Energía
3.244
3.204
40

CAPITULO V

MODIFICACIONES AL CODIGO FISCAL

Artículo 20 – Sustitúyese el artículo 57 del Código Fiscal (t.o. 1997 y sus modificatorias), por el siguiente:


“Artículo 57: La Administración Provincial de Impuestos podrá compensar de oficio a pedido de los propios contribuyentes o responsables, los saldos acreedores provenientes de pagos hechos por error, en demasía, o sin causa, con las deudas o saldos de impuestos declarados por estos o determinados por aquella, comenzando con los más remotos, salvo excepción de prescripción y aunque se refieran a distintas obligaciones impositivas, previo a lo cual deberán actualizarse, cuando así correspondiere, débitos y créditos fiscales según las disposiciones vigentes en la materia. Tratándose de compensaciones superiores a pesos cinco mil ($5.000), la decisión corresponderá al Poder Ejecutivo, previo dictamen de Fiscalía de Estado a cuyo efecto la Administración Provincial de Impuestos elevará las actuaciones con el informe correspondiente.


Las resoluciones denegatorias de la Administración Provincial de Impuestos serán susceptibles de recursos de apelación, conforme a lo previsto por el artículo 64 y siguientes.


La Administración Provincial de Impuestos deberá compensar en primer término los saldos acreedores con multas o resarcitorios.


De la devolución – La Administración Provincial de Impuestos queda asimismo facultada para disponer de oficio la devolución de pagos hechos por error, en demasía o sin causa. Tratándose de devoluciones superiores a pesos cinco mil ($5.000), la decisión corresponderá al Poder Ejecutivo previo dictamen de Fiscalía de Estado.


Las devoluciones que superen los pesos mil ($1.000) podrán hacerse efectivas en cuotas o certificados de crédito fiscal, conforme a la reglamentación que al efecto dicte el Poder Ejecutivo.

De ser procedente la devolución se dará traslado a la Contaduría General de la Provincia.

A los fines de su aplicación y cuando así corresponda, los importes establecidos en el presente artículo serán actualizados mediante resolución del Ministro de Hacienda y Finanzas conforme a los datos suministrados por el Instituto Nacional de Estadística y Censos, tomando en consideración las variaciones del índice previsto en el artículo 42. A ese efecto, se aplicará el coeficiente que resulte de comparar los índices establecidos para el mes de base que determine el Poder Ejecutivo y el del penúltimo mes anterior al de la respectiva resolución.”

Artículo 21 – Sustitúyese el cuarto párrafo del artículo 67 del Código Fiscal (t.o 1997 y sus modificatorias), por el siguiente:


“Las gestiones de devolución superiores a pesos cinco mil ($5.000), deberán ser resueltas por el Poder Ejecutivo previo dictamen de Fiscalía de Estado. Las resoluciones denegatorias de la Administración Provincial de Impuesto en estos casos, serán susceptibles de recursos de apelación, conforme a lo previsto por el artículo 64 y siguientes.”

Artículo 22 – Sustitúyese el quinto párrafo del artículo 67 del Código Fiscal (t.o. 1997 y sus modificatorias), por el siguiente:


“A los fines de su aplicación y cuando así corresponda, el importe establecido en el presente artículo será actualizado mediante resolución del Ministro de Hacienda y Finanzas conforme a los datos suministrados por el Instituto Nacional de Estadística y Censos, tomando en consideración las variaciones del índice previsto en el artículo 42. A ese efecto, se aplicará el coeficiente que resulte de comparar los índices establecidos para el mes base que determine el Poder Ejecutivo y el del penúltimo mes anterior al de la respectiva resolución.“

Artículo 23 – Sustitúyense los párrafos segundo y tercero del artículo 111 del Código Fiscal (t.o. 1997 y sus modificatorias) por los siguientes:


Asimismo, aquellos podrán autorizar escrituras sin tener abonada la totalidad del impuesto del año de otorgamiento, cuando se encuentren pagas las cuotas vencidas a esa fecha, y el comprador deje constancia en dicho acto que asume la obligación de tributar las cuotas aún no vencidas, comprometiéndose a efectuar el respectivo ingreso dentro de los plazos generales o especiales fijados al efecto.


En caso que el impuesto no se encuentre aún determinado, se deberá solicitar e ingresar previamente la liquidación supletoria mencionada en el segundo párrafo del artículo 119.”

Artículo 24 –Sustitúyese la expresión “Banco de Santa Fe S.A.” por “Nuevo Banco de Santa Fe S.A. o la institución que en el futuro lo reemplace o sustituya en su calidad de agente financiero de la Provincia” en el Código Fiscal (t.o. 1997) y leyes especiales.

Artículo 25 – Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer, a partir del 1° de enero de 2003, un régimen de recaudación del Impuesto sobre los Ingresos Brutos, el que será aplicable sobre los importes acreditados en cuentas abiertas en las entidades financieras regidas por la Ley Nº 21.526 a aquellos titulares de las mismas que revistan el carácter de contribuyentes del tributo.


Los importes recaudados serán tomados como pago a cuenta del gravamen que les corresponda ingresar.


La Administración Provincial de Impuestos establecerá el alcance del régimen, así como la forma, modo y condiciones de efectuar las recaudaciones y el depósito de las mismas.


En todos los aspectos no previstos en la normativa específica, al presente régimen le serán de aplicación las disposiciones del Código Fiscal (t.o. 1997 y sus modificatorias) en materia de retenciones y percepciones.


Establécese que tal régimen recaudatorio sólo podrá tener principio de aplicación progresiva previa intervención de una Comisión Mixta integrada por dos representantes del Ministerio de Hacienda y Finanzas y uno por cada Comisión de Presupuesto y Hacienda de las Honorables Cámaras de Diputados y Senadores, respectivamente, sobre la base de las normas de implementación señaladas precedentemente, cuya vigencia podrá ser aprobada por la Comisión.

Artículo 26 – Al solo efecto de la determinación de la base imponible para el año fiscal 2003 correspondiente a vehículos modelos año 2002 y anteriores, y exclusivamente en cuanto refiere al cálculo del Impuesto Patente Única sobre Vehículos, suspéndese la aplicación del artículo 264 del Código Fiscal (t.o. 1997 y sus modificatorias).

Artículo 27 – Las bases imponibles del Impuesto Patente Única sobre Vehículos para el año fiscal 2003, correspondientes a vehículos modelos 2002 y anteriores, serán iguales a las utilizadas para determinar el impuesto del año fiscal 2002.


Para el caso de vehículos modelo 2003, el impuesto resultante no podrá, en ningún caso, superar en un veinte por ciento (20%) el impuesto que corresponda tributar por vehículos similares u homólogos a modelo 2002.


Facúltase al Poder Ejecutivo a reglamentar, si así correspondiere, los aspectos que fueran pertinentes.

CAPITULO VI

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 28 – Autorízase al Poder Ejecutivo Provincial a practicar la distribución analítica de los créditos establecidos en los artículos precedentes, conforme a la estructura y clasificaciones presupuestarias vigentes.


A los efectos del control del presupuesto analítico, facúltase al Poder Ejecutivo a fijar los niveles de las partidas que serán consideradas limitativas e indicativas, en las condiciones dadas por la normativa vigente.

El Poder Ejecutivo deberá comunicar a las HH.CC. Legislativas las modificaciones que realice por decreto simple al Plan de Obras Públicas.

Artículo 29 – Facúltase al Poder Ejecutivo a realizar las adecuaciones presupuestarias pertinentes como consecuencia de los desembolsos del Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento (BIRF) en el “Préstamo para la Reforma Provincial – Santa Fe” aprobado por Decreto del Poder Ejecutivo Nº 2.400/01.

Artículo 30 – Facúltase al Poder Ejecutivo a modificar la reglamentación vigente del artículo 12 de la Ley Nº 11.123, readecuando los parámetros e indicadores utilizados actualmente en correspondencia con las circunstancias macroeconómicas y fiscales vigentes, de manera tal que el conjunto de municipios y comunas reciban mensualmente en concepto de coparticipación del impuesto sobre los ingresos brutos un monto mínimo igual al ciento veinte por ciento (120%) del promedio mensual que por dicho concepto se distribuyó durante el año 1993.

Artículo 31 – Déjase sin efecto el segundo párrafo del artículo 12 de la Ley Nº 11.123.

Artículo 32 – Establécese que los gastos de funcionamiento, incluido las remuneraciones del personal y equipamiento, de la Dirección Provincial de Vivienda y Urbanismo se atenderán con recursos provenientes del recupero de préstamos otorgados con fondos del Fondo Nacional de la Vivienda con anterioridad al Acuerdo entre el Gobierno Nacional y los Gobiernos Provinciales, suscripto el 12 de agosto de 1992, ratificado por Ley Nacional Nº 24.130 y aprobado por Ley Provincial Nº 10.955.

Artículo 33 – Los ahorros que se produzcan en recursos de Cuentas Especiales del Poder Judicial, incluidos los saldos no invertidos en ejercicios presupuestarios anteriores al año 2003, podrán ser incorporados por dicho Poder al Presupuesto que fija la presente ley con destino a la atención de sus gastos de funcionamiento.

Artículo 34 – Facúltase al Poder Ejecutivo a implementar políticas de disminución de gastos en personal a través de sistemas de retiro voluntario, jubilación anticipada o similares, pudiendo asimismo disponer traslados del personal con sus correspondientes partidas presupuestarias. Todo ello conforme lo determine la reglamentación que elabore el Poder Ejecutivo, dando conocimiento a las HH.CC. Legislativas.

Artículo 35 – Facúltase al Poder Ejecutivo a contraer endeudamiento para atender la insuficiencia presupuestaria del Ejercicio 2002 por hasta un monto equivalente al financiamiento no remitido por el Gobierno Nacional, que fuera comprometido en el marco del Acuerdo suscripto el 10 de julio de 2002 (Convenio de Financiamiento entre la Provincia de Santa Fe y el Estado Nacional) aprobado por Ley Nº 12.045.


Asimismo facúltase al Poder Ejecutivo a convenir con el Gobierno Nacional las modificaciones al Acuerdo citado en el párrafo anterior, que resulten pertinentes como consecuencia del dictado del Decreto del Poder Ejecutivo Nacional Nº 2263/02 del 8 de noviembre de 2002, en particular las condiciones del reembolso del préstamo e intereses, así como aquellas modificaciones de forma que fuera menester introducir para la plena operatividad del mencionado acuerdo.

Artículo 36 – El Poder Ejecutivo deberá requerir a la Dirección Nacional del Registro de la Propiedad Automotor que no dé curso a inscripciones de dominio cuando se produzcan transferencias de vehículos automotores, motos, motonetas, acoplados y demás vehículos sin el correspondiente certificado de libre deuda por el impuesto a la Patente Única sobre Vehículos, y multas por infracciones de tránsito, suscribiendo los convenios pertinentes en caso de así corresponder.

Artículo 37 – Fíjase en la suma de pesos cuarenta y nueve millones doscientos cincuenta y cuatro mil ($49.254.000) el Presupuesto de erogaciones del Poder Legislativo.


En cumplimiento del artículo 32 de la Ley Nº 11.887 fíjase en la suma de pesos dos millones doscientos cincuenta y nueve mil setecientos sesenta ($2.259.760), el Aporte a la Caja de Jubilaciones y Pensiones conforme a lo prescripto en los artículo 32 y 33 de la Ley Nº 11.887, de acuerdo al resumen que se indica a continuación:

CONCEPTO
Cámara de Senadores
Cámara de Diputados
TOTAL

Presupuesto de Erogaciones (art.1º de la presente Ley)
18.494.000
30.760.000
49.254.000

 Gastos Figurativos artículos 32º y 33º- Ley 11.887 (art.3º de la presente Ley)
813.520
1.446.240
2.259.760


Los saldos no invertidos al cierre del ejercicio presupuestario, de los recursos establecidos en el artículo 32 de la Ley Nº 11.887, serán transferidos al próximo ejercicio en el presupuesto de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia, con destino a atender las erogaciones previstas en la ley citada.

Artículo 38 – Apruébanse las obras a financiar por el Fondo Fiduciario, en el Sistema Vial Integrado (Sisvial) del Sistema de Infraestructura de Transporte creado dentro del Plan Federal de Infraestructura, por Decreto del Poder Ejecutivo Nacional Nº 1377/01 cuyo detalle se pormenoriza en planilla anexa Nº 1 del presente artículo. Apruébase el índice de asignación de financiamiento del Fondo Fiduciario en el Sistema Vial Integrado (Sisvial) para obras en la red vial provincial establecido en el Anexo I al artículo 7, inciso a) del Decreto del Poder Ejecutivo Nº 1377/01.

Artículo 39 – Facúltase al Poder Ejecutivo para que por intermedio del Ministerio de Salud y Medio Ambiente convenga con el Laboratorio Productor de Fármacos Medicinales Sociedad del Estado la afectación del personal que estime necesario para la participación en la producción de dicha sociedad.

Artículo 40 – El Presupuesto fijado en la presente ley incluye un crédito total de pesos doce millones quinientos mil ($12.500.000) en la Jurisdicción 90 – Servicio de la Deuda, con destino exclusivo a la atención de sentencias judiciales firmes que condenen al Estado Provincial al pago de una suma de dinero y que cuenten con liquidación cierta y aprobada y reconocimientos administrativos en causas que involucren a la Administración Centralizada y Organismos Descentralizados que reciban aportes del Tesoro Provincial para solventar su déficit.


Dicho crédito constituye el límite máximo establecido para el pago de tales sentencias judiciales firmes que cuenten con liquidación cierta y aprobada y reconocimientos administrativos que corresponda abonar, sujeto a la disponibilidad de los recursos que para el presente período fiscal se dispongan en la programación financiera y de acuerdo a las prioridades y mecanismos contemplados en la Ley Nº 12.036.


El Poder Ejecutivo podrá disponer incrementos en el crédito presupuestario referido en el párrafo que antecede, conforme a la disponibilidad de títulos públicos que se emitan en orden a la norma contemplada en el artículo 9, tercer párrafo –in fine– de la Ley Nº 7234, modificado por el artículo 2º de la Ley Nº 12.036.


Establécese que, con la inclusión de la partida mencionada en el primer párrafo del presente artículo, se dan por cumplimentados por única vez para el Ejercicio Presupuestario 2003 todos los procedimientos exigidos por la Ley Nº 12.036 para la atención de las sentencias judiciales firmes que cuenten con liquidación cierta y aprobada y reconocimientos administrativos, facultándose al Poder Ejecutivo a realizar la distribución por jurisdicciones de la precitada suma global de acuerdo a los criterios que determine la reglamentación de dicha norma.


Los Organismos Descentralizados que no reciban aportes del Tesoro Provincial para paliar su déficit y Empresas del Estado deberán afrontar el costo de las sentencias judiciales firmes que cuenten con liquidación cierta y aprobada y de los reconocimientos administrativos que los involucren, dentro del Presupuesto total fijado por la presente ley, debiendo habilitar el crédito específico conforme a los criterios que determine la reglamentación de la Ley Nº 12.036 que dicte el Poder Ejecutivo.

Artículo 41 – Modifícase el artículo 27 de la Ley Nº 11.696, el que quedará así redactado:


Artículo 27: El remanente estimado de Bonos Previsionales de la Provincia de Santa Fe conforme a las previsiones de cancelación de deudas consolidadas y sujetas al régimen de cancelación especial referidas en el artículo anterior, podrá ser aplicado a la cancelación de otras deudas emergentes de condenas judiciales o reconocimientos administrativos firmes.”

Artículo 42 – El Presupuesto fijado en la presente ley incluye un crédito total de pesos un millón ($1.000.000) en la Jurisdicción 91-Obligaciones a cargo del Tesoro, con destino exclusivo a la atención de allanamientos o transacciones que Fiscalía de Estado realice por autorización del Poder Ejecutivo mediante el dictado del decreto pertinente con refrendo del Ministro de Hacienda y Finanzas, en las causas judiciales a su cargo correspondientes a las distintas Jurisdicciones, Organismos Descentralizados o Empresas del Estado.


La transferencia de los fondos será dispuesta por resolución conjunta del Fiscal de Estado –como órgano de defensa legal– y del Ministro de Hacienda y Finanzas. Exclúyese la utilización de la partida referida precedentemente, de la normativa inherente a la Programación Financiera de Gastos.

Artículo 43 – La autorización conferida al Fiscal de Estado por Decreto Nº 4648/89 se hace extensiva a los titulares de las Jurisdicciones, Organismos Descentralizados y Empresas del Estado que deban autorizar depósitos de gastos judiciales solicitados oportunamente por Fiscalía de Estado y que deban atenderse con los presupuestos previstos en cada una de ellas a los efectos previstos en la Ley Nº 12.036.

Artículo 44 – Sustitúyese el inciso nuevo e) del artículo 31 de la Ley Nº 5.110 o sus modificatorias incorporado por el artículo 32 de la Ley Nº 11.876 por el siguiente:


Inciso Nuevo e): Los sujetos que realicen actividades industriales incluidas en el inciso ñ) del artículo 160 del Código Fiscal (t.o. 1997 y sus modificatorios), con abstracción de la forma de comercialización de sus productos y siempre que se encuentren radicadas en jurisdicción de la Provincia. La fecha de la efectiva entrada en vigencia de la presente exención será determinada por el Poder Ejecutivo, conforme lo permitan las circunstancias presupuestarias y financieras en las que se encuentre la Provincia.”

Artículo 45 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 11 de diciembre de 2002.

Paganini – Pochettino – Giardino – Giorgetti –Gutiérrez – Venesia

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar, en general...


Tiene la palabra el señor diputado Alfredo Cecchi.

SR. CECCHI EÍ "FPSCECCHI, Alfredo" .– Señor presidente: el señor diputado Álvarez, justamente, había solicitado que hiciera uso de la palabra el señor miembro informante, de manera tal que no podemos ir a votación, sino que hay que darle la palabra a él y después hablaremos los distintos bloques de la oposición.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Con el mayor respeto, me voy a permitir hacer una sugerencia a la Presidencia para no tensar más el clima político que estamos viviendo en la Cámara: cuando estemos tratando estos asuntos de singular importancia –como fue la semana pasada o en la sesión anterior el tratamiento de la Ley de Lemas– no adopte esos criterios de velocidad inusitada para poner a votación los dictámenes, cuando se sabe que acá va a haber discusiones, y terminemos con que se aprueba una votación, sin permitírsenos hacer las argumentaciones en tiempo; por el contrario, las tenemos que hacer después que se hizo la votación.


Lo digo y lo repito: con el mayor respeto le pido que los asuntos que de antemano se sabe que van a generar discusión se sometan a consideración de la Cámara, para que no estemos peleándonos para solicitar el uso de la palabra.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el mismo respeto le aclaro que yo puse en consideración, no en votación, el proyecto de ley que figura como Asunto Nº 1 del Orden del Día, y lo repito.


Tiene la palabra el señor diputado Carlos Paganini.

SR. PAGANINI EÍ "PJPAGANINI, Carlos" .– Señor presidente: lo que vamos a tratar es el Presupuesto General de la Provincia, y creo que merece consideraciones especiales, tal como lo expresó el propio Ministro de Hacienda cuando nos visitó en esta Legislatura, cuando comenzó su exposición haciendo referencia a que era un cálculo de ingresos y una aplicación de recursos estrictamente específicos, en función de la circunstancia especial de un proceso de posequilibrio fiscal, de posconvertibilidad, y que llevaba a tener en cuenta aspectos sustanciales, como eran los efectos que los procesos inflacionarios provocaban en la evolución de los índices de precios.


Realmente, luego de escuchar la discusión anterior, creo que debo justificar dos cosas, y una es admitir que el bloque del Partido Justicialista sí tenía intenciones de dar celeridad al tratamiento de este proyecto de ley. Sí tenía intenciones porque estaba convencido –y lo sigue estando– de que en función de su distribución de recursos apunta a la única circunstancia que nos permite planificar, en el mediano plazo, el contexto económico general del país, que es la circunstancia que se va a dar, sin duda, de un creciente requerimiento social, por medio de las necesidades básicas que tendrán que satisfacer cada uno de los gobiernos provinciales.


Es por eso que en el proceso de elaboración de cualquier presupuesto la planificación es esencial y, convencidos de esto, entendimos que dada la circunstancia, la única alternativa de planificación posible era ver qué iba a pasar con el gasto social.


La celeridad está dada para que el Poder Ejecutivo pueda estructurar su accionar administrativo, para dar sustento a esta distribución de mayores recursos que se van a dar, casi sin duda, no por un mejor cumplimiento tributario, pero sí por un efecto inflacionario que nosotros, los argentinos, en nuestra permanente adolescencia social y económica hemos generado, por cambiar las condiciones de juego de la noche a la mañana, con un plan de convertibilidad intocable a lo largo del tiempo, sin entender que podían existir posibilidades de correcciones, para pasar a una alternativa de país en donde las variables económicas fueran, fundamentalmente, con escasas posibilidades de manejo, y que provocaran síntomas como el que acaba de anunciar el recientemente asumido Presidente del Banco Central, extensiones monetarias, en algunos casos, por irresponsabilidades que la propia Provincia de Santa Fe no ha cometido.


En orden de ser justo, sí debo reconocer los méritos de los tres poderes del Estado Provincial y los de todo su arco político. Muchas veces hemos dicho en esta Cámara que la actividad política se encontraba denigrada, carente de soluciones y de perspectivas. Hemos demostrado en la Provincia que mancomunadamente supimos adoptar decisiones racionales, que no son las que abundan, y hemos logrado con esto posicionar al Tesoro Provincial, al menos, económicamente, en una circunstancia distinta a las que están pasando otras provincias de la Nación.


Me refiero, específicamente, a cuando en conjunto tomamos la decisión de no adherir a los planes de competitividad tan publicitados por aquellos tiempos, de no adherir a la refinanciación de deudas públicas que proponía la Nación, que hoy son dos temas cruciales: el primero se ha dejado sin efecto por el Gobierno Nacional, por haber incumplido con sus objetivos; y el segundo es fuertemente cuestionado por aquellos que han adherido, porque hoy están viendo que tienen una detracción en sus coparticipaciones, del orden del 30 por ciento, en virtud de los compromisos que deben cumplir y las exacciones por garantías que se les están realizando.


Decíamos que es difícil proyectar y es difícil hacer un Presupuesto en esta situación. Así y todo, creo que Santa Fe debe contar con la herramienta que le permita ya poner en ejecución la distribución de mayores ingresos nominales, que se van a dar por todas estas circunstancias que termino de anunciar.


Y por supuesto que si estuviéramos buscando la conveniencia y el ocultamiento, casi le diría, señor presidente, que si hay que pensar sólo en el oficialismo, ni siquiera convendría tener Presupuesto aprobado. Sería mucho más fácil para el Poder Ejecutivo administrar los fondos que superan las medias de recaudación, con un discernimiento absoluto, sin tener la obligación de aplicarlo a determinados fines, como le estamos imponiendo con esta ley que esperamos aprobar.


Es una ley que proyecta a mediano plazo, es una ley que obliga a la administración de recursos, orientada específicamente al gasto social, al incrementar la participación en el Presupuesto General del Área de Promoción Comunitaria en alrededor del 60 por ciento. Es un Presupuesto que administra gran parte de los recursos para solventar un incremento del orden del 4 por ciento en Educación. Es un Presupuesto que tiene en cuenta la variación en el valor de precios de los mayores insumos que se va a dar, seguramente, en el Área de Salud.


Es noble reconocer lo que hoy podríamos exhibir como un gran logro, si lo medimos en términos exclusivamente económicos, que es el incremento en obras públicas del 74 por ciento de los recursos asignados. No es del todo así, señor presidente. El Plan de Obras Públicas lo contempla, es cierto, pero debemos ser serios y responsables, como lo reclamábamos hace unos minutos. Está fuertemente supeditado a que las condiciones que pacte la Nación Argentina desde su Gobierno para con todos los ciudadanos permitan reinstaurar nuestra relación con el mundo para que mediante organismos internacionales nos den la posibilidad de financiar esa inversión, pero esto tiene su explicación lógica.


En estos momentos de altas tasas de interés sólo es lógico endeudarse para capitalizaciones, por eso el endeudamiento que tiene previsto la Provincia está orientado, específicamente, a obras públicas, en planes que ya se venían conversando con la Nación y que ya se venían pactando con organismos multilaterales, pero solamente para obras públicas.


Creo, señor presidente, que debemos continuar –y así lo demuestra esta expresión presupuestaria– colaborando con la Nación, como lo hemos hecho con cada uno de los gobiernos de turno que tuvo la Nación. Debemos acompañar, pero debemos demostrar cuáles son los límites de ese acompañamiento.


Mantenemos la figura del último pacto y compromiso asumido para con el Gobierno Nacional. En esta expresión presupuestaria mantenemos el compromiso de la limitación de los gastos corrientes y mantenemos –como lo dije cuando me tocó participar en el tratamiento de la ley que reconocía mayores costos para las empresas contratistas del Estado– la esperanza de que en el futuro, las próximas leyes de presupuesto que tratemos sirvan para programas de largo plazo, con objetivos concretos, con metas de valores principales inmodificables, y que este sea el último proyecto de ley que nos apure en su tratamiento, por reconocer la vigencia de una situación social complicada, delicada y que debe atenderse en el corto plazo.

SR. ÁLVAREZ, Jorge EÍ "UCRÁLVAREZ, Jorge" .– Pido la palabra.


Bien decía el señor diputado Paganini cuál es la intención de la celeridad en el tratamiento del Presupuesto. Lo que no compartimos nosotros es el cómo, es la forma en que el oficialismo ha tratado de llevar a cabo y traer al recinto su aprobación.


Hace aproximadamente dos meses, nuestro bloque, por medio de su presidente, le hizo entrega a usted, señor presidente, de un pedido formal para tener reuniones con los distintos ministros del Poder Ejecutivo, a los fines de analizar en detalle la problemática presupuestaria, antes de que viniera el Presupuesto de la Provincia a la Legislatura.


Esto también estaba relacionado con aspectos que en su momento llevaron a enfrentamientos dentro del propio Poder Ejecutivo. Por ejemplo, recuerdo cuando el Ministro de Salud, Parola, decía que el Ministro de Hacienda no le mandaba determinada plata y que no era el Presupuesto que él había pedido, o cuando el propio Ministro de Educación, Alejandro Rébola, hacía las mismas argumentaciones. Por eso, era importante para nosotros que empezáramos a discutir el Presupuesto Provincial en esta Legislatura, con la debida anticipación.


Sabemos que el Presupuesto que envía el Poder Ejecutivo es consecuencia de lo que han ido elevando cada una de las reparticiones, y muchas veces este no coincide. De la misma manera, cuando se recibió en esta Cámara la nota donde se pedía una prórroga para el tratamiento del Presupuesto Provincial, en ese mismo momento estábamos pidiendo la Cuenta de Inversión del año 2001, que recién entró hace escasos días y de la que, como se decía hoy, solamente se remitió una copia.


Indudablemente, sin la Cuenta de Inversión, sin el Presupuesto Analítico –porque prácticamente entró en el día de ayer y no hemos tenido oportunidad de leerlo detenidamente–, sin el Plan de Obras Públicas que se prevé para el año próximo y sin la Ejecución Presupuestaria del año 2002, como lo decía en el día de ayer, es imposible que tratemos el Presupuesto con seriedad y responsabilidad, como recién pedía el señor diputado Paganini.


Hoy se estuvo discutiendo la celeridad con la que se trató el Presupuesto Provincial en cada una de las comisiones. Nosotros no pudimos dictaminar, porque no tuvimos la información; tampoco tuvimos la información de los ministros.


Por eso, señor presidente, antes de seguir con mi alocución quisiera saber si algún miembro de las distintas comisiones de la Cámara de Diputados: de Salud, de Educación, de Promoción Comunitaria, de Obras y Servicios Públicos, de Industria y Comercio va a fundamentar las razones y el Presupuesto que han recibido, y si están de acuerdo. Si hay alguien que lo vaya a plantear, me gustaría que lo hiciera antes de seguir con mi alocución, caso contrario, seguiré planteando mi exposición sobre el Presupuesto.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Usted cree en los Reyes Magos, todavía…

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Lo escuchamos, señor diputado Jorge Álvarez.

SR. ÁLVAREZ, Jorge EÍ "UCRÁLVAREZ, Jorge" .– Indudablemente, señor presidente, esto que realmente tendría que ser un tema serio no es tan así, porque a mí me hubiera gustado escuchar de cada uno de los presidentes de comisión la defensa del Presupuesto que hoy estamos tratando.


Es imposible que podamos tratar el Presupuesto en estas condiciones. Eso obliga a nuestro bloque –actitud que históricamente no ha tenido– a tener que votar en contra del tratamiento del Presupuesto.


Y esto lo hacemos objetivamente, por lo que hace al Presupuesto Provincial.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El señor diputado Paganini le solicita una interrupción. ¿Se la concede?

SR. ÁLVAREZ, Jorge EÍ "UCRÁLVAREZ, Jorge" .– Sí, señor presidente.

SR. PAGANINI EÍ "PJPAGANINI, Carlos" .– Si me permite el señor diputado Álvarez, para satisfacer lo que ha solicitado me voy a permitir hacer un relato sobre cada una de las jurisdicciones, su evolución y los motivos que en el bloque se han tenido en cuenta para aprobar el Presupuesto en cada de las comisiones.


Con respecto a Promoción Comunitaria, entendíamos esencial, por lo que ya dije en la introducción, que se asignara una mayor partida para satisfacer las necesidades crecientes de la sociedad santafesina, en reflejo de lo que está ocurriendo en el ámbito nacional.


Con relación al Ministerio de Educación, hace poco se incorporaron mayores raciones para comedores escolares y se priorizó mantener la misma estructura presupuestaria para la dedicación docente y ampliar en alrededor del 4 por ciento para las mayores obligaciones que tuviera esta área en la ampliación de sus compromisos.


Con referencia a obras públicas, se priorizó el Plan de Obras Públicas atado al Proyecto Sisvial, pergeñado con la Nación, que permitirá la adecuación de la red vial santafesina, excepto aquella que está concesionada, y que supone una inversión de alrededor de 10 millones de pesos.

SR. CECCHI EÍ "FPSCECCHI, Alfredo" .– ¿De dónde saca esa supuesta inversión para el Sisvial?

SR. PAGANINI EÍ "PJPAGANINI, Carlos" .– Del compromiso que se tiene de la Nación, por el que se dan recursos que se agregarán, en el caso de ser financiados, por intermedio del plan establecido por el propio Estado Nacional para cada una de las provincias que adhiera, y que en el caso de restablecer su vinculación con organismos de crédito internacional proveerán los fondos necesarios en forma prioritaria a Santa Fe, por su relación presupuestaria y su bajo endeudamiento.

SR. CECCHI EÍ "FPSCECCHI, Alfredo" .– Queda claro que ese monto no está en el Presupuesto; está en un compromiso de la Nación.

SR. PAGANINI EÍ "PJPAGANINI, Carlos" .– Está en un compromiso de la Nación, pero está incluido en el monto total asignado a la jurisdicción de Obras Públicas. No tengo los cuadros aquí, pero cuando termine le alcanzaré copia de dónde está incluido; seguramente, del Presupuesto Analítico debe surgir.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El señor diputado Bullrich le solicita una interrupción.

SR. BULLRICH EÍ "PDPBULLRICH, Miguel" .– Brevemente quiero manifestarle al señor diputado Paganini que en el desagregado de Vialidad, el Sisvial no tiene monto.

SR. PAGANINI EÍ "PJPAGANINI, Carlos" .– Está bien, lo veremos en el Presupuesto Analítico.

SR. BULLRICH EÍ "PDPBULLRICH, Miguel" .– ¿Qué Analítico? Este es el Analítico…

SR. PAGANINI EÍ "PJPAGANINI, Carlos" .– Usted lo recibió antes que yo, señor diputado.


Con respecto al Ministerio de Salud y Medio Ambiente, seguramente se van a producir variaciones que no van a provocar, en toda su extensión, una ampliación en las prestaciones, sino que están absolutamente dirigidas a paliar la diferencia que existirá en el valor de los insumos.


Esto forma parte de todo lo que se trató en el bloque, que nos llevó a que cada una de las comisiones, luego de analizado el Presupuesto en general y en particular, decidiera emitir los dictámenes que se emitieron.

SR. ÁLVAREZ, Jorge EÍ "UCRÁLVAREZ, Jorge" .– Pido la palabra.


Pese a las sucesivas interrupciones, realmente comprendo el esfuerzo del señor diputado Paganini para explicar todo esto. A mí personalmente, lo reitero, me hubiera gustado escuchar de boca de cada uno de los presidentes de comisión un análisis detallado y pormenorizado del Presupuesto de cada uno de los ministerios.


Recién se hablaba del Plan de Obras Públicas, plan que no conocemos; así que cómo podemos dictaminar, si no lo tenemos. Con respecto al Sisvial, bien se hacía mención de que están los kilómetros que se van a realizar, pero no está la valorización. Tampoco conocemos los montos.


Sobre la base de esto, señor presidente, podríamos avanzar sobre el análisis en particular de lo que es el Gasto Público Provincial, que tiene un incremento de alrededor del 15 por ciento; podríamos hablar –como recién se decía– de las modificaciones que puede tener Promoción Comunitaria, que si las tomamos en cuenta sobre la ejecución que señala el propio Mensaje, el aumento es insignificante; o podría referirme –como lo decíamos el otro día, en la reunión con el Ministro Asensio– a los aumentos que tienen determinados ministerios, como el Ministerio de Educación o el propio Poder Ejecutivo, la Gobernación. O podríamos mencionar, también, el gran problema que tiene la Dirección Provincial de Vialidad con un Presupuesto prácticamente igual al del año 2000.


El Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio, que tendría que ser el verdadero motor en la Provincia de Santa Fe, ejecutó en el año 2002 menos de lo que estaba presupuestado cuando, por otro lado, en la exposición de motivos se habla del esfuerzo que se hace para apoyar al sector productivo.


Existen contradicciones en el texto –como bien lo decía la señora diputada Tate–, cuando se plantea dentro del beneficio al sector productivo la exención de la Ley Nº 5110 y después, por otro lado, en el articulado se elimina esa exención.


Se menciona como un incentivo el hecho de que se pueda deducir el derecho al registro de inspección; esto no es ningún incentivo que tenga el sector productivo.


No se prevé ningún incremento en algo que se planteó desde el inicio de este Gobierno, la famosa Corporación Santafesina que tuvo media sanción en esta Cámara, y tampoco nada que contribuya a una política de apoyo de fondo para el sector productivo.


Pero decía que hablar del gasto, en particular, o hablar del incremento del Presupuesto de Recursos –especialmente en lo que hace a Recursos Nacionales, que tiene un aumento de 1.060.000 a 1.700.000 pesos, de acuerdo con el Presupuesto, o un superávit de 2.526.000 pesos–, y entrar en un detalle de estos no sería un análisis serio y responsable del Presupuesto. Para eso hubiéramos necesitado tener el Presupuesto Analítico con la debida anticipación y, fundamentalmente, tener el ejecutado del Presupuesto 2002 para poder hacer un trabajo serio y responsable.


Por eso no voy a avanzar en el tratamiento de cada uno de los ministerios, porque considero que es improcedente, y es esta la base por la cual nosotros vamos a rechazar la aprobación del Presupuesto.


Pero sí hay algo que podemos analizar en el articulado de la ley que, como lo ha hecho en años anteriores, modifica aspectos sustanciales de otras leyes, especialmente en lo que hace al Código Fiscal.


Se modifica la coparticipación del impuesto a los ingresos brutos, y sobre esto también se lo decía la semana pasada al Ministro Asensio, que la Provincia de Santa Fe en el año 1993 tendría que haber aportado un 13,42 por ciento sobre el total de ingresos brutos. Se modificó esto y se dijo que se iba a pagar un piso, que era el del año 1993, y luego el resto por las diferencias que se producían en la recaudación de ingresos brutos con respecto a sellos y a la Ley Nº 5110. Otra hubiera sido la situación si esto se hubiera cumplido, señor presidente; desde el año 1994 hasta ahora hubo un perjuicio real a los municipios y comunas de 37.459.974 pesos.


Este Presupuesto incorpora un artículo que dice que se va a dar a los municipios y comunas el 120 por ciento de la coparticipación del año 1993. Habla de aproximadamente 12 millones de pesos, lo cual hubiera llevado esto a la suma de 66.845.662 pesos, de acuerdo con la propia explicación que ha dado el Ministro de Hacienda.


Si la Provincia coparticipara de acuerdo con la ley original de coparticipación de ingresos brutos que nosotros planteábamos, se debería coparticipar la suma de 75.458.384 pesos. Con lo cual queda claro, señor presidente, que con esta modificación que hoy se está planteando hay un perjuicio real para los municipios y comunas de 8.600.000 pesos, que se contradice con lo que se está expresando en la exposición de motivos, que dice que hay un beneficio concreto para los municipios y comunas.


Además, a esto tenemos que agregarle que en uno de los artículos que se plantean, también como novedad, se le autoriza al Poder Ejecutivo a implementar un sistema de retención automática de Ingresos Brutos, de acuerdo con las acreditaciones que tienen los distintos contribuyentes, lo cual va a producir un efecto mayor en la recaudación en la Provincia de Santa Fe y, por consiguiente, con este techo que se le está poniendo con el articulado habrá un nuevo perjuicio para el conjunto de los municipios y comunas.


A nosotros nos hubiera gustado discutir este tema de la retención automática con detenimiento, y que no fuera una facultad discrecional del Poder Ejecutivo, sino que se lo hiciera por medio de una ley. Mediante una de las modificaciones que se ha hecho aquí, en el tratamiento en comisiones, y entre los acuerdos con los senadores, no se tuvo mejor idea que la de crear una comisión de seguimiento representada por un diputado y un senador. Realmente, esto no ayuda en nada a la transparencia y a la claridad de los procedimientos que se tendrían que dar desde el punto de vista legislativo. Por eso nosotros vamos a proponer, en su momento, no solamente que no sea tratado, sino también una modificación a ese artículo.


En lo que hace a patentes, congela los valores a los del año 2002. Con esto, que a priori es importante, porque no realiza una mayor presión impositiva sobre los contribuyentes, en definitiva, lo que estamos haciendo es regalando lo que no es del Poder Ejecutivo. Sabemos que la patente es del conjunto de los municipios y comunas en un 90 por ciento.


Por otro lado, se fija para los vehículos incorporados en el año 2003 que no van a superar en un 20 por ciento lo que pagan vehículos similares de modelo año 2002. Esto viola lo que fija la ley impositiva anual, en el artículo 55, que fija las alícuotas. Si me dicen que para un auto tengo que pagar un 2 por ciento del valor del vehículo, nosotros hoy –sin modificar ese artículo de la Ley Complementaria– estamos yendo más allá de la propia ley.


También se elimina la exención a la Ley Nº 5110 para el sector industrial, el sector de la fabricación, que iba a quedar exento a partir del 1º de enero, lo que se deja supeditado a que lo realice el Poder Ejecutivo, cuando lo pueda llevar a cabo. Sabemos que en su momento ya hubo modificaciones que perjudicaron al sector, porque estas exenciones que se fueron haciendo en forma gradual, se podían hacer siempre y cuando el contribuyente haya estado al día al año anterior. Es decir, en muchos casos la situación financiera los llevó a que no pudieran gozar de ese beneficio.


Con respecto al cuadro que vemos de la Empresa Provincial de la Energía, los ingresos que se prevén de más no están en parangón con lo que están hablando sobre los beneficios que se podrían llegar a dar con esta famosa campaña contra el fraude. Sería importante, señor presidente, que aparte de todas las ejecuciones que se necesitan, la Empresa Provincial de la Energía envíe las ejecuciones presupuestarias y los balances correspondientes, a los fines de que con posterioridad podamos hacer un trabajo sobre este tema y, fundamentalmente, la evolución de la deuda de la EPE y en lo que hace al crédito del Banco con la Nación Argentina.


Otro aspecto que hace al articulado –que se repite de períodos anteriores– es esta autorización que se sigue dando al Poder Ejecutivo a implementar retiros voluntarios o jubilaciones anticipadas, algo que sí o sí debe ser por ley y no se puede dar una facultad discrecional al Poder Ejecutivo.


Se repite también la autorización para requerir de la Dirección Nacional de la Propiedad Automotor convenios tendientes a que se exija el libre deuda de patentes para registrar las transferencias. Es hora de que esto se deje de repetir de presupuesto en presupuesto y de que realmente la Provincia haga el convenio correspondiente con el Registro Nacional de la Propiedad Automotor y con los propios municipios y comunas.


Por otro lado, se fija un máximo de 12.500.000 pesos en concepto de servicios de la deuda para pagar sentencias judiciales firmes. Sería importante conocer en detalle cuánto es el monto total de lo que tiene sentencia judicial firme en la Provincia.


Se modifica también el artículo 27 de la Ley de Emergencia, Nº 11.696; antes los bonos se debían aplicar a la cancelación de las deudas previsionales en su totalidad, y ahora se modifica, dejando de lado esta cancelación total, y se establece que puede ser aplicado también al pago de otras deudas. Esto se desvirtúa y puede ocasionarle un perjuicio al sector pasivo de la Provincia.


Además, se faculta a la Provincia a endeudarse para atender la insuficiencia presupuestaria del ejercicio 2002 por lo que la Nación no le remitió; ayer decía en la Comisión de Presupuesto y Hacienda que sería importante conocer de cuánto es el monto y cómo se financia.


La Ley Complementaria –que desde ya, como es norma y antecedente en nuestro bloque, vamos a rechazar– faculta al Poder Ejecutivo a hacer retenciones de la EPE, Caja de Jubilaciones, Iapos y de los municipios y comunas. Esto, señor presidente, es una facultad discrecional que se da al Poder Ejecutivo y es hora de que en la Provincia se sancione una Ley de Compensación de Deudas y Créditos. Por eso sería importante –como tarea de vacaciones para los diputados y senadores del oficialismo– que se pongan de acuerdo en una ley de compensación, para que realmente la podamos tratar con seriedad en el inicio del próximo año.


También se autoriza al Ministerio de Salud a otorgar subsidios a los Samco; sería importante saber cuál es el criterio a seguir en este tema.


Por eso, señor presidente, al margen de las consideraciones que he hecho en lo que hace a gastos, recursos y déficit –que no podemos analizarlo, por no contar con la información–, en el resto de los articulados se violan y alteran leyes vigentes, cosa que no puede ser realizado por la Ley de Presupuesto. Y lo que es más grave aún, se perjudica al conjunto de los municipios y comunas en gran parte de los artículos que se plantean, y también se castiga una vez más al sector productivo, con el agravante de que hasta ahora desde la Provincia, en el Ministerio de la Producción, no se ha encaminado una campaña de apoyo serio a este sector.


Por eso, señor presidente, sin perjuicio de las consideraciones que podamos hacer a nivel particular, adelantamos el rechazo a este proyecto de Presupuesto del año 2003 y también al dictamen de la Ley Complementario del Presupuesto.

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– Pido la palabra.


Inevitablemente, voy a reiterar conceptos ya vertidos por los señores diputados preopinantes, porque tienen que ver con la solidez de los argumentos y porque el Bloque Radical en la Alianza quiere dejar sentada su posición.


La primera de las consideraciones generales que debemos hacer tiene que ver con el tiempo en que el proyecto de Presupuesto debe ser puesto a consideración de la Legislatura. El artículo 72, inciso 8), de la Constitución determina que el Gobernador de la Provincia presenta a la Legislatura, antes del 30 de setiembre de cada año, el proyecto de Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos de la Provincia y las Entidades Autárquicas.


Este mandato –obvio es decirlo– no fue cumplido por el Gobernador, que es el responsable constitucional del envío del Presupuesto. Pero lo que nos parece curioso es que esta falta de envío del Presupuesto en los términos previstos en la Constitución quiera ser resuelta con explicaciones que contiene el Mensaje Nº 2530 del 27 de setiembre de 2002, que han sido aceptadas expresamente por esta Legislatura, y que en otros términos permitiría presuponer que esta Legislatura está facultada para autorizar incumplimientos de la Constitución de la Provincia lo cual, más que curioso, es sumamente preocupante, sobre todo, cuando se convierte en reiterado.


A modo de síntesis, corresponde tener presente las previsiones constitucionales vigentes en la Provincia de Santa Fe con respecto al Presupuesto. Más allá de que parece ser que se hubiera impuesto una moda por los pragmáticos que creen que la Constitución está obsoleta, nosotros creemos que esas previsiones son aplicables, y de hecho lo son, porque constituyen mandatos ineludibles.


Así dice el artículo 55, inciso 8) de la Constitución de la Provincia, que corresponde a la Legislatura “fijar anualmente el Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos. En el Presupuesto General de Gastos deben figurar todos los gastos ordinarios y extraordinarios de la Provincia, aún los autorizados por leyes especiales, las que se tendrán por derogadas si no se incluyen en el Presupuesto las partidas para su ejecución. La Legislatura no puede aumentar los sueldos y gastos proyectados por el Poder Ejecutivo, salvo para la ejecución de leyes especiales, en cuanto no excedan el cálculo de recursos. No sancionado en tiempo un presupuesto, seguirá en vigencia el anterior en sus partidas ordinarias, hasta la sanción del nuevo”.


El análisis de este inciso del artículo 55 de la Constitución de la Provincia nos lleva a algunas consideraciones y reflexiones, sobre todo, frente a la decisión del oficialismo de evitar el análisis del proyecto que hoy nos ha convocado, simplemente por la imposición del número, obligándonos a tratar este proyecto solamente 8 días después de su ingreso; ocultándonos, además, información, lo que se trasunta en el momento en el que accedimos a la información del Presupuesto Analítico, que como todos saben, es un voluminoso conjunto de cuatro tomos que ayer arribó a la Comisión de Presupuesto y Hacienda y que el señor diputado Paganini tuvo la gentileza de hacernos llegar a los miembros de esta comisión en un disco compacto.


Con referencia a este inciso del artículo 55, me pregunto, señor presidente, si estamos seguros de que no quedan derogadas leyes especiales votadas por la Legislatura de la Provincia, porque no se han incluido los recursos para su cumplimiento, por parte del Poder Ejecutivo.


Y cuando me hago esta pregunta no estoy solamente considerando algunos proyectos que son de mi particular interés, sino que me estoy refiriendo a los proyectos presentados por los otros legisladores, a los proyectos presentados por los legisladores del oficialismo y a las iniciativas oficiales del Poder Ejecutivo.


Me parece oportuno, señor presidente, recordarle a los señores diputados que en ocasión de la reunión con el señor Ministro de Hacienda y Finanzas, el contador Asensio, lo consulté sobre las partidas referidas a la Ley de Salud Reproductiva. En ese momento el contador Asensio me respondió que no conocía los detalles sobre el particular, porque el Ministerio de Hacienda y Finanzas recopilaba los envíos de los distintos ministerios, limitándose a compatibilizar las aspiraciones de las distintas áreas entre sí y con los recursos.


Me parece razonable lo expuesto por el señor Ministro; lo que insisto, no me parece para nada razonable es el apresuramiento para que esa Cámara trate el proyecto hoy. Sinceramente, no le encuentro explicación. No encuentro explicación cuando hay una voluntad manifiesta y expresada públicamente por el señor diputado Álvarez en la sesión anterior, en el sentido de que los legisladores de la oposición estábamos dispuestos a concurrir a cuantas sesiones fueran necesarias para lograr el tratamiento del proyecto de Presupuesto, con el correcto y debido análisis, para poder expresar opiniones sobre algo que conocemos y no sobre algo que desconocemos.


No lo entiendo, señor presidente, y no quiero presumir, porque sería tremendo que la razón por la cual se va a sancionar este proyecto de ley sea porque no queremos tener esta Cámara abierta cuando sean las vísperas de un aniversario trágico de los hechos del 20 de diciembre.


Pero hoy estamos aquí tratando el proyecto, y estamos otorgando de facto facultades a los ministros, para derogar las leyes especiales que no le interesen, al no incluir las partidas para su cumplimiento. Y esto lo pueden hacer sin que el Ministro del área y el Gobernador se enteren, porque la globalidad de las partidas impide conocer su destino.


Y nosotros nos preguntamos entonces qué podemos hacer, si no se han incluido las partidas para atender una ley especial. Y tal vez podríamos incluirlas, siempre que no excediéramos los gastos. Pero si tenemos en cuenta que tenemos sólo un excedente de 2.500.000 pesos para el actual Presupuesto, es absolutamente obvio que es insuficiente para cubrir los costos de aplicación de cualquier ley.


Pero también tendríamos otra alternativa frente a estas condiciones, en el caso de que hubiéramos podido analizar el Presupuesto Analítico y lo hubiéramos descubierto, habríamos podido compatibilizar los puntos de vistas entre la Legislatura y el Poder Ejecutivo, lo cual nos habría permitido evitar errores y omisiones indeseables, e incluso, la postergación de necesidades urgentes de la sociedad.


Y vuelvo a insistir con la Ley de Salud Reproductiva, señor presidente, porque usted sabe que fue una ley que esta Legislatura aprobó por unanimidad; y en la situación social que estamos viviendo no es suficiente sancionar o promulgar formalmente una ley, si después no se les dan los recursos para que se efectivice.


Ante estos hechos y sus posibles omisiones, me permito solicitar al señor miembro informante del oficialismo que nos ilustre sobre el tema que nos ocupa y que nos diga si todas las leyes especiales vigentes cuentan con las partidas necesarias para su ejecución o, en su caso, cuáles han sido excluidas de la asignación de los recursos, conforme a las previsiones de los artículos 15 a 18, inclusive, de la Ley de Contabilidad. Traigo a la memoria de los señores diputados que el artículo 18 que menciono refiere al cumplimiento de leyes electorales, de sentencias judiciales firmes y de todo tipo de siniestro y emergencias. Es por eso la importancia de la consulta.

SR. PAGANINI EÍ "PJPAGANINI, Carlos" .– Lo referido a las sentencias judiciales firmes está establecido, incluso, en la Ley Complementaria, con montos máximos para su cumplimiento, en función de las posibilidades presupuestarias. Para las demás leyes que no tienen una asignación específica hay que tener en cuenta que el cálculo de recursos de este Presupuesto es absolutamente prudente, en virtud de que se estima para los ingresos provinciales un incremento de alrededor del 21 al 22 por ciento, mientras que para los ingresos nacionales, un 30 por ciento. Debemos recordar que el índice de inflación esperado está en el orden del 45 por ciento y que en el Presupuesto Nacional se estima un incremento de los recursos nacionales por cargas impositivas –que son derivados luego a las provincias, por la aplicación de la Ley de Coparticipación– del orden del 39 por ciento.


Esto significa que este Presupuesto permite hacer el siguiente cálculo: la variación de precios llegará con el transcurso del tiempo a crear la posibilidad de cumplir con obligaciones accesorias que no están contempladas en el Presupuesto, sobre todo, teniendo en cuenta los últimos índices publicados por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos, en los que se establece una variación en el índice de precios mayoristas del orden del 120 por ciento y una variación para el índice de precios al consumidor del orden del 40 por ciento.


Es esperable, lamentablemente, que en algún momento ello se traslade a los precios, por el proceso inflacionario. Y es esperable también que no sea en su total magnitud, pero va a ir generando un aumento en los valores de la canasta de índices de precios al consumidor, que implicará un mayor recupero nominal de los valores del Tesoro Provincial. Ese excedente es lo que se prevé utilizar para lo que hoy son obligaciones legales no sujetas a esta ley específica de Presupuesto.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Diputado Carlos Favario: tiene usted la palabra.

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– Estoy yo en el uso de la palabra, señor presidente.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Simplemente quiero solicitarle una información al señor diputado Paganini, que hizo referencia recién a que en la Ley Complementaria hay un artículo referido también a los fondos para el cumplimiento de las sentencias judiciales. Si tiene presente el número de artículo, le agradecería que me lo diga.

SR. PAGANINI EÍ "PJPAGANINI, Carlos" .– Es el artículo 28, señor diputado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Señora diputada Alicia Tate: tiene usted el uso de la palabra.

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– Gracias, señor presidente.


Le agradezco al señor diputado Paganini sus esfuerzos...

SR. PAGANINI EÍ "PJPAGANINI, Carlos" .– Perdón.


Aquí me informan que es el artículo 40, con 12.500.000 pesos de la Ley de Presupuesto. Perdón, me equivoqué yo.

· Hablan varios diputados a la vez. Los señores diputados Favario y Bullrich hablan fuera de micrófono.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Señora diputada Alicia Tate…

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– Gracias, señor presidente.


Le decía, señor presidente, que agradezco el esfuerzo del señor diputado Paganini para tratar de darme una explicación, que considero satisfactoria con respecto a la inflación, pero no sobre cuáles son las leyes especiales que cuentan con partidas presupuestarias.


Otros dos incisos del artículo 55 de la Constitución de la Provincia que creo que también deben merecer nuestra atención son el 9º) y el 10).


Desde el año 1983 hasta el presente se ha omitido la consideración de la Cuenta de Inversión por parte de esta Legislatura, haciendo caso omiso a un expreso mandato constitucional que emana del inciso 9º) del artículo 55. De esta forma, señor presidente, se convierte al proyecto que hoy consideramos, al que se suma la llamada Ley Complementaria, en una verdadera ficción. La ley autoriza gastos, cuya utilización real nadie controla. Y se proyectan recursos que no se sabe si se van a obtener en los términos proyectados. Los únicos controles y registraciones son los que resultan de la inercia administrativo-burocrática del propio poder administrador que, como bien se sabe, no genera ningún tipo de responsabilidad política ni jurisdiccional.


El inciso 10) del artículo 55 –al que hice referencia anteriormente– asigna a esta Legislatura la responsabilidad de “arreglar el pago de la deuda interna y externa de la Provincia”. Y para ayudar a la memoria de los señores diputados con respecto a los dichos del señor Ministro Asensio, cuando se reunió con nosotros hace unos días, en la Cámara de Senadores, ante una pregunta concreta, dijo que no recordaba cuál era la deuda, y al consultar a los asesores presentes habló de 850 millones de dólares y de 350 millones de pesos, cifras que difieren sustancialmente de los informes que brindara su predecesor.


Pero admitiendo, en primera instancia, que fueran válidas las cifras proporcionadas por el Ministro Asensio, la deuda sería de 3.325 millones de pesos. Es decir, un monto prácticamente equivalente al que el proyecto de Presupuesto contiene, con una diferencia, señor presidente: que la deuda es una especie de caja negra que la Legislatura no conoce ni controla, a pesar de que tiene la obligación constitucional de arreglar el pago de la deuda interna y externa de la Provincia.


Entonces, para sintetizar de alguna manera, no se cumplió con lo determinado por el artículo 72, inciso 8º), al remitir el Poder Ejecutivo tardíamente el Presupuesto; no se respetó lo dispuesto por el artículo 55, incisos 9º) y 10) con respecto a la consideración y disponibilidad de la Cuenta de Inversión y de la deuda provincial interna y externa; y se pretende aprobar así, como de apuro, sin contar con la documental informativa necesaria, el Presupuesto 2003.


Si tenemos en cuenta las previsiones de la Ley de Contabilidad –que en su artículo 1º define cuáles son los alcances y contenidos del Presupuesto–, al hablar de las erogaciones generales de la Administración Pública define que a esta la integran la deuda pública, los trabajos públicos, becas, pensiones, subsidios, contribuciones y créditos complementarios.


La presentación de montos globales y la carencia en tiempo del Presupuesto Analítico para su consideración evita conocer y, por lo tanto, autorizar las partidas previstas, que no son identificables para casi todos los rubros mencionados.


Una cuestión que es determinante para considerar el Presupuesto es lo que preceptúa el artículo 23 de la Ley de Contabilidad, que es el conjunto de directivas que determinan los criterios que deben regir la preparación y presentación del Presupuesto. Es muy fácil de entender, pero también está claramente omitido, por ello voy a leer su texto, señor presidente. La Ley de Contabilidad, en su artículo 23, dice textualmente: “En la Ley de Presupuesto no podrán incluirse disposiciones de carácter orgánico o que modifiquen o deroguen leyes en vigor. Tampoco podrán crearse entidades o ramas administrativas cuyas actividades, por su naturaleza, deban ser previamente fijadas por leyes básicas u orgánicas”.


Y cuando digo que esto se ha omitido es porque se pretenden utilizar leyes básicas u orgánicas por medio del Presupuesto, lo que –reitero– está expresamente prohibido: por los artículos 7º y 8º se fijan cupos fiscales mínimos que invalidan la vigencia de las Leyes Nº 10.552 y 10.554, de Deporte y de Conservación del Suelo, sin que se hayan previstos esas restricciones en las leyes básicas respectivas.


Se incorpora como Capítulo V una sucesión de propuestas de modificación al Código Fiscal, en los artículos 20, 21, 22 y 23.


Se incluye una propuesta de modificación genérica e imprecisa en el Código Fiscal y en leyes especiales, sin hacer ninguna enumeración de cuáles son, en el artículo 24.


Se intenta modificar la Ley Impositiva Anual, en el artículo 25.


Se pretende irrumpir –como le manifestaba al Ministro Asensio, en la reunión que tuvimos en la Cámara de Senadores– en las cuentas bancarias de los contribuyentes –por el artículo 26– apropiándose de recursos, a cuenta de supuestas obligaciones fiscales, antes de que estén vencidas y de que se tenga certeza de que esas deudas existen, impulsando la consagración de una supuesta y presunta deuda de los titulares de las cuentas.

Y por los artículos 27 y 28 –como bien mencionaba el señor diputado Álvarez– se pretenden modificar normas vigentes vinculadas con el impuesto a la patente automotor.


En el texto del Mensaje que envía el Poder Ejecutivo para la consideración del Presupuesto se hace referencia a distintas cuestiones: las incertidumbres y dificultades de pronóstico por la falta de acuerdo entre el Estado Nacional y el Fondo Monetario. Tengamos en cuenta que la situación era la misma a fines de septiembre que a noviembre de 2002, sin embargo, esto no hizo que el Presupuesto se mandara en término.


Se plantea, además, que el proyecto fue elaborado sobre la base de previsiones prudentes y cautelosas, como lo reiteró hace unos instantes el señor diputado Paganini. Temo que la cautela en las previsiones haga que leyes que tengan que ver con la salud de la gente, con la vida y con la muerte puedan no tener partidas.


Se hace referencia a que se mantiene el gasto primario sobre la base de los acuerdos de intención entre la Nación y la Provincia, en particular, el del 4 de junio de 2002, explicando la reducción del déficit en un 40 por ciento en el año 2002 con respecto al ejercicio 2001 y la eliminación del déficit en 2003. La falta de disposición de los presupuestos ejecutados respectivos hace que tengamos que tomar esto como una verdad absoluta, cuando es, por lo menos peligroso basarnos simplemente en cosas que no podemos comprobar. No obstante, debemos destacar que lo que hoy se presenta como virtuoso y consecuencia de los acuerdos con el Gobierno Nacional fue exactamente lo que nosotros propusimos en un proyecto de ley que perdió estado parlamentario, porque estuvo dos años legislativos sin que fuera tratado por el oficialismo. Y ese proyecto del Bloque Radical en la Alianza, al cual hago referencia, también tiene en cuenta una serie de cuestiones tendientes a evitar el despilfarro, lo que posibilitaría no solamente lograr un equilibrio fiscal, sino la reducción de la deuda provincial que se contrajo durante el festival de aquellos 10 años, que nos trajeron hoy consecuencias tan funestas.


Se sostiene que una de las aspiraciones provinciales es la de asegurar los recursos para atender las demandas de insumos sanitarios, medicamentos, rubros alimentarios y necesidades de seguridad. Con respecto a la cobertura de los insumos sanitarios y los medicamentos, todavía recordamos la particular experiencia de esta Cámara, con relación a aquella partida que desafectó de su presupuesto para la compra de medicamentos. Todavía no tenemos rendición de cuentas de la compra de esos medicamentos, porque así lo admitió el propio Ministro Bondesío, quien nos dijo en la reunión de Labor Parlamentaria que, probablemente, a fin de año íbamos a tener certeza de cómo se habían distribuido esos fondos, por lo que aquellas carencias en la salud, que debían ser atendidas por los fondos que la Cámara desafectó de su presupuesto, por decirlo de alguna manera, “gozan de buena salud”. Con respecto al rubro alimentario, ya sabemos a qué costos ha comprado el Estado Provincial; esperamos que estos procedimientos se corrijan en el próximo ejercicio. Con referencia a la seguridad, en la sesión pasada pudimos verificar que ni los propios integrantes de los poderes públicos tienen garantía de seguridad. Lo que estamos tratando no es para que se gaste más, sino para que se gaste bien, se compre a precios adecuados, se compre con transparencia, no aparezcan cotos cerrados, que permitan la compra de medicamentos oncológicos, como las compras que ha hecho el Iapos y que reiteradamente ha denunciado el señor diputado Samardich, en una sucesión de proyectos tendientes a darle transparencia a la compra de medicamentos en la obra social de la Provincia. En este sentido, debo apelar al señor Gobernador para que, asumiendo las responsabilidades inherentes a su cargo, no haga lo que hizo hoy en su Mensaje…

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Le pide una interrupción la señora diputada Broda, ¿se la concede?

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– Sí, cómo no, señor presidente.

SRA. BRODA EÍ "PJBRODA, Susana" .– Quiero aclarar, señor presidente, que en una reunión que mantuvimos ayer con la Directora del Iapos y que fue transmitida a la gente de las droguerías de los oncológicos –en la que estuvo presente el señor diputado Samardich– se acordó que el Iapos va a seguir comprando con el mismo sistema, o sea, no comprando el Iapos, en realidad, sino proveyéndose los oncológicos por medio del Colegio de Farmacéuticos, porque hay seis dictámenes, los de dos médicos –el oncólogo Jefe de Compras del Hospital Provincial y el oncólogo Jefe de Compras del Cema, de Rosario– y además, los de cuatro directores del Iapos que desaconsejan la licitación, por diversos motivos que no vienen al caso.


Digamos que sí se abrió la posibilidad desde el mes de febrero a todos los laboratorios, la que fue comunicada a la gente de las droguerías, que concuerdan totalmente con el sistema, o sea que tan malo no era. La proyección, sobre la base de los tres meses que hace que se viene implementando, le reportaría un ahorro de 2.500.000 pesos en 12 meses. Gracias, y perdón por la interrupción, señora diputada.

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– Le agradezco a la señora diputada que haya hecho mención de esta reunión, pero yo me estaba refiriendo al procedimiento que ha tenido siempre el Iapos, hasta ante los cuestionamientos que se hicieron desde el Bloque Radical en la Alianza y el Bloque Radical del Senado, que fueron sistemáticamente reiterados hasta que, evidentemente, ha habido un cambio o alguna decisión diferente, pero también me permito recordarle a la señora diputada Broda que, más allá de las opiniones que puedan tener los médicos, hay disposiciones de la Ley de Contabilidad que establecen que la forma de comprar es por licitación…

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Le pide una nueva interrupción ¿se la concede?

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– Sí, cómo no, señor presidente.

SRA. BRODA EÍ "PJBRODA, Susana" .– El Iapos no compra, tiene un convenio –y lo dije ya 200 veces en este  recinto–. Lo que estoy diciendo es que por acuerdo con las droguerías se va a seguir implementando –aunque no es un acuerdo, simplemente aceptaron las condiciones– porque todos los informes solicitados a especialistas desaconsejan la licitación. Después le voy a acercar el informe a la señora diputada Tate, que tiene en este momento en una carpeta el señor diputado Samardich.


No confundamos, acá pueden objetar el hecho del pedido de informes y lo que quieran, pero el sistema de compras se va a seguir haciendo por medio del Colegio de Farmacéuticos, que va a proveer al Iapos. La diferencia es que a partir de ahora, en vez de tener un convenio con un grupo de laboratorios, lo podrá hacer ser con todos los laboratorios, pero el sistema es el mismo, y se parte del descuento del 59 por ciento, igual que como se venía haciendo hasta ahora.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Muy bien. Continúe, señora diputada Alicia Tate, y le recuerdo...

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– Gracias, señor presidente. Le entendí perfectamente a la señora diputada Broda; el Iapos no compra, paga.
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– ... que está en consideración el Presupuesto del año 2003.

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– Por eso, volviendo, señor presidente, al Presupuesto del año 2003, yo hacía una apelación al Gobernador, para que no descarte en forma automática las críticas y las observaciones que se le hacen desde la oposición, porque esto lo único que hace es dificultar la recuperación de nuestra provincia.

Con respecto a la puesta en marcha de los emprendimientos paralizados, señalamos oportunamente la inconveniencia de dictar nuevas normas discrecionales, que abandonen los tradicionales mecanismos de reconocimiento de mayores costos en la Ley de Obras Públicas. No se nos escuchó en ese momento, pero esto no obsta a que los nuevos funcionarios que ocupan la cartera de Obras Públicas, pero en especial la de Hacienda y Finanzas, resulten minuciosos a la hora de renegociar, para lograr que se evite la prosperidad indebida de algunos contratistas que vertiginosamente se enriquecen o se han enriquecido en tiempos no muy lejanos.

Con respecto a las llamadas Políticas Activas para la promoción económica, nos preocupa su precariedad. Muchas de las propuestas responden a necesidades que son reales, pero son accesorias. Y hay otros proyectos de promoción de las pequeñas y medianas empresas vinculados con la integración económica, que también se han presentado desde la oposición, que recogen experiencias internacionales para abordar problemas como los que está sufriendo la Provincia, que no han sido considerados.

Resulta particularmente curioso leer el punto que expresa “implementar planes mínimos de asistencia financiera, a fin de atenuar la principal restricción que padecen las empresas en relación con el acceso al financiamiento de sus actividades”. Y digo que resulta particularmente curioso, por no decir que resulta particularmente penoso, si tenemos en mente al Banco Santafesino de Inversión y Desarrollo y al Banco Provincial de Santa Fe.

Se expresa, en otra parte, que “el costo de una serie de incentivos otorgados por el Magic es del orden de los 70 millones de pesos”. Sinceramente, no vemos resultados proporcionales a estas erogaciones. La tendencia a desgravar sin jerarquía alguna y sin compromiso de contraprestaciones tiene un solo resultado posible: pagan impuestos solamente los que menos tienen. Las desgravaciones, las exenciones y los diferimientos de impuestos son instrumentos que son válidos para impulsar actividades económicas, siempre y cuando los esfuerzos fiscales se vean correspondidos con esfuerzos empresarios superiores, que se reflejen en mejoras funcionales al interés general. Lo contrario es, simplemente, garantizar empresarios ricos con empresas pobres.

En materia de obras públicas, el Ministro Asensio ha sido sincero: no existe Plan de Obras Públicas. La llamada Emergencia Carcelaria reitera los anuncios de los últimos 30 años, todos incumplidos. El resto son sólo intenciones de mantenimiento de lo existente. ¡Ah!, me olvidaba: se va construir el tercer piso de la escuela Normal.

Si analizamos comparativamente los gastos del ejercicio económico 2002 con respecto a lo proyectado para el año 2003, lo más destacado lo constituye el tremendo incremento operado en términos absolutos y en incidencia porcentual de los intereses de la deuda. De 72.419.951 pesos, el 2,28 por ciento en el 2002 se pasa a 190.168.426 pesos, el 5,18 por ciento para el año 2003, lo que evidencia los resultados de una política endémica en la Provincia, de destinar los recursos genuinos para los gastos corrientes y recurrir al endeudamiento para cualquier tipo de inversiones, con acumulación irracional de deudas, que ante la menor devaluación se disparan a valores que no se pueden gobernar. Estamos hablando solamente de los intereses que, como veremos después, se deben considerar junto a lo que se ha destinado a amortización de la deuda, lo que adiciona un esfuerzo en el orden de los 160 millones de pesos.

Hay, además, un sensible incremento en el gasto previsto para bienes de consumo y servicios no personales, los que en conjunto se han elevado de 403.246.206 pesos, o sea, el 12, 69 por ciento en el 2002, a 531.293.982 pesos, que representa el 14, 48 por ciento de las previsiones para el 2003.

En la consideración de los comparativos jurisdiccionales del gasto se destaca la caída del 37,88 al 32,99 por ciento de las afectaciones para Educación en el ministerio respectivo. Por eso, me pregunto cómo se van a lograr las aspiraciones del señor diputado Paganini, con una disminución del Presupuesto en Educación.

Del mismo modo, se observa que entre la Gobernación y el Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto los aumentos nominales son del orden de los 50 millones de pesos, para lo que encuentro explicación, porque nos enfrentamos a un año electoral, pero no le encontramos justificación.

Y con respecto al déficit previsional creciente, a pesar de los cambios de denominación que se la ha dado a la institución, por la intervención dispuesta de la Nueva Caja de Jubilaciones y Pensiones, tiene un déficit operativo de 174 millones de pesos, que serán solventados –según dice el proyecto– por 90 millones de pesos que aportará la Nación, 54 millones de pesos que aportarán los activos y jubilados y casi 30 millones de pesos que cubrirán Rentas Generales. Todo ello porque se han limitado los recursos para el pago de juicios a 12.500.000 de pesos, según lo manifestaba también el señor diputado Paganini, por el artículo 40 del proyecto de ley de Presupuesto.


Para la estimación de gastos y recursos se han adoptado los siguientes criterios básicos: suponer un incremento anual promedio del nivel general de precios del 45 por ciento; suponer un crecimiento de la actividad económica del 3 por ciento; no incrementar las alícuotas y la esperanza de un incremento de la recaudación por decrecimiento de la evasión. En ese punto no encontramos otra razón que vaya más allá del optimismo, que esperamos, se vea concretado.


Las estimaciones son iguales a las adoptadas por la Nación y no dan lugar a mayores comentarios. Estos criterios se han aplicado tanto a gastos como a ingresos.


La observación de los cuadros presentados permite concluir que el 50 por ciento de los recursos que computa Santa Fe como disponibles son de origen federal, lo que, evidentemente, le resta autonomía económica y financiera a nuestra Provincia.


Los primeros artículos del proyecto se refieren a la fijación de gastos y estimación de recursos, de donde surge un superávit de 2.526.823 pesos, lo que constituye un indicio saludable.


El total de gastos corrientes y de capital llega a 3.669.307.833 pesos, según dice en su artículo 1º. Y los recursos estimados a 3.671.834.656 pesos, según su artículo 2º, de lo que deriva un resultado financiero positivo –como dije anteriormente– de 2.526.823 pesos.


Con respecto a la fuente financiera y a las aplicaciones financieras que vemos en el artículo 4º, en las planillas 7 y 8, se afectan fuentes financieras por 157.058.879 pesos, destinando una suma algo mayor, 159.585.702 pesos, para el pago de la deuda y amortización de otros pasivos.


Las fuentes financieras a las que se recurren se encuentran incluidas en este cuadro al que hice referencia, el cuadro Nº 7, y considera las ventas de títulos y valores por 32 millones de pesos, la disminución de los activos financieros por 28 millones de pesos y el incremento del endeudamiento público interno y externo por 96.858.879 pesos.


Por lo que debemos tener en claro cuánto nos va a costar la deuda provincial durante el ejercicio 2003, lo que es imprescindible para revisar los conceptos que tienen algunos sobre los buenos administradores que han conducido esta Provincia.


Por intereses, 190.168.428 pesos; por pago de la deuda y amortizaciones de otros pasivos, 159.585.702 pesos, lo que es igual a un total de 349.754.130 pesos. Para tomar conciencia de la importancia relativa de esta cifra y para poder ilustrar a la comunidad sobre su representación económica, podemos decir que el costo total del funcionamiento del Poder Legislativo es de 49.254.000 pesos, es decir, el 14,08 por ciento de lo que se gasta para atender las deudas.


También podemos decir que lo que se gasta en deuda es igual al 38,92 por ciento del presupuesto asignado a Educación, o dicho en otros términos, que las asignaciones que se disponen para la educación podrían crecer en un 38,92 por ciento. Y si a esta cifra la comparamos con el Presupuesto de Salud, con lo que se le asigna al Ministerio de Salud –289 millones de pesos– podríamos incrementar los recursos para atender la salud en un 121 por ciento.


También podríamos multiplicar por 13,5 las partidas de 25.890.337 pesos que se asignan al Magic como Área Gubernamental de la Producción, y podríamos hacer infinidad de relaciones pero, para su tranquilidad, señor presidente, no las voy a hacer.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Le puedo sugerir al señor Gobernador que la contrate como Ministra de Hacienda, si quiere.

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– No, no, yo soy abogada... 

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con razón...

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– Teniendo en cuenta lo del señor diputado Ugalde, más vale que nombre a un contador.

· Risas

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– Muchos podrán decir –porque habrán sostenido la verdad, en su momento, de la paridad uno a uno– que es por esta causa que tenemos esta situación, por el abandono de la paridad, pero honestamente no quiero pensar si alguien creía que un peso era igual a un dólar. Y endeudarse en los términos en que lo hizo la Provincia, para concretar obras públicas que eran prescindibles, es por lo menos cuestionable. Y esto es lo que se ha hecho en la última década.


Un rubro que es importante, para una sana administración y un adecuado control del gasto innecesario, es el de mantener los niveles de ocupación dentro de parámetros proporcionales al crecimiento de la economía real pero, fundamentalmente, dentro de la realidad de la necesidad de prestaciones que tiene el Estado Provincial.


Pero si analizamos el personal que ocupa la administración central, los organismos descentralizados y las instituciones de seguridad social, lo que constituye la administración provincial en su conjunto, y si excluimos de eso a las horas cátedra e interpretamos como válidos los datos que se han incorporado en los sucesivos presupuestos, se nos presentan serias dudas, en el sentido de estar convencidos de que la ocupación real supera las cifras declaradas. Porque nos encontramos con lo siguiente: en la administración del Gobernador Reviglio, el incremento de personal fue del 23,35 por ciento; en la primera administración Reutemann del 17,73 por ciento; en la administración del Gobernador Obeid fue del 0,57 por ciento; y en esta administración 1999-2003 del Gobernador Reutemann hemos vuelto a subir el 6,09 por ciento.


Si estamos hablando de valores absolutos, se pasó de un plantel de personal de 60.594 personas en el año 1987 a 93.882 personas en el Presupuesto que hoy se está considerando. Es decir que el plantel ha crecido en un 54,94 por ciento.


En el artículo 6º de este proyecto se fija el número de cargos de la planta de personal –sobre lo que no necesito abundar en comentarios, por lo que he manifestado– incluido en el ejercicio proyectado para el año 2003.


A pesar de existir esta decisión expuesta, en el artículo 34 del proyecto se plantea ceder al Poder Ejecutivo la facultad de implementar políticas de reducción de gastos en personal, a partir de sistemas de retiros voluntarios, jubilaciones anticipadas o similares, pudiendo asimismo disponer el traslado del personal, con su correspondientes partidas presupuestarias, todo ello conforme a la reglamentación que establezca el Poder Ejecutivo.


Entonces, tenemos que convenir que estas supuestas políticas de reducción de gastos en personal implican, realmente, pagos de elevadas sumas para el retiro de personal; en muchos casos, pérdidas del personal experimentado y más capacitado; el pago de elevadas sumas por retiros de algunos que han pasado en contadas oportunidades por sus lugares de trabajo y están integrando los planteles de la administración pública; reubicación de algunos que se van de un lugar de la administración pública y pasan a ser contratados en otro lugar de la administración, como hay casos conocidos de retiros de esta Legislatura; y la conjunción en los sistemas de jubilaciones anticipadas se traduce en crecimiento desmedido de los pasivos, con reducción de los activos aportantes y un crecimiento exponencial del déficit de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia.


Si consideramos que las propuestas implican costos para el Estado, estos deben estar presupuestados y aprobados por la Legislatura, por lo que la iniciativa del Poder Ejecutivo deberá estar sustentada en un proyecto de ley, y no en forma genérica, en el Presupuesto Provincial. Esto implica que no resulta posible aprobar un artículo como el 34, más aún cuando no se plantea el congelamiento de vacantes, lo que a la luz de las experiencias vividas nos garantiza que van a ser cubiertas con nuevas designaciones.


Con respecto a la Protección del Deporte, hay una ley específica, la Nº 10.554, que establece como una de las misiones del Estado la protección del deporte en todas sus disciplinas y expresiones, como factor educativo, como coadyuvante a la formación integral del hombre y como un recurso para la preservación de la salud física de la población y la promoción de los valores éticos.


Esta ley crea un Consejo Provincial del Deporte, los consejos departamentales, municipales, comunales y de coordinación del deporte.


El artículo 19 de esta ley enumera los recursos que integrarán el Fondo Provincial del Deporte, que incluyen el 3 por ciento del producto neto de todos los juegos de azar en el territorio de la Provincia y otros recursos de origen provincial que, para su satisfacción, señor presidente, no voy a enumerar.


Pero, como lamentablemente ha ocurrido en los últimos años, se ha decidido que sólo se le van a aportar 400.000 pesos, con lo que se espera que se van a satisfacer los nobles objetivos que enumera la ley de creación, la Nº 10.554.


Prácticamente, lo que estamos haciendo es derogar esta ley, porque con 400.000 pesos es claro, señor presidente, que no puede funcionar una estructura como la que estaba mencionando, y no se puede hacer ningún aporte al desarrollo integral del hombre, etcétera, etcétera, etcétera.


En este sentido, y con referencia al reemplazo de los recursos que se prevén, por una suma fija afectada discrecionalmente por el Poder Ejecutivo, me permito recordar lo que establece la Ley de Contabilidad. Y es que en la Ley de Presupuesto –como dice su artículo 23– “no podrán incluirse disposiciones de carácter orgánico o que modifiquen o deroguen leyes en vigor. Tampoco podrán crearse entidades o ramas administrativas cuyas actividades, por su naturaleza, deban ser previamente fijadas por leyes básicas u orgánicas”.


Con referencia a la Conservación y Manejo de Suelos, estos son estímulos fiscales para que se realicen esfuerzos para la conservación de los suelos. Abreviando, señor presidente, también se deroga la Ley de Suelos. Se le asigna 1 millón de pesos, que es lo que el Poder Ejecutivo considera que es la importancia que le podemos adjudicar a la conservación de los suelos, con lo cual estamos demostrando que no le vamos a garantizar a nadie incentivos para la conservación y el manejo de los suelos.


Con respecto a las Pensiones, el artículo 10 del proyecto de Presupuesto establece que la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia atenderá el pago de las pensiones otorgadas por la aplicación de la Ley Nº 4794 de Pensiones Graciables a ex Legisladores y ex Convencionales Constituyentes y sus modificatorias.


El artículo 8º de la ley es claro: “El gasto que demande el cumplimiento de la presente ley, que se declara de expresa urgencia, se tomará de Rentas Generales, con imputación a la misma”. La modificación establecida a la ley por medio de la Nº 7178, en su artículo 4º determina que “los gastos que demande el cumplimiento de esta ley, hasta tanto se incluya en el Presupuesto del año próximo se tomarán de Rentas Generales, con imputación a la misma”.


La Ley Nº 9805 introduce nuevas modificaciones al texto original. Y dice que “el mayor gasto que demande el cumplimiento de la presente ley se tomará de Rentas Generales, con imputación a la misma”.


Y por último, la Ley Nº 10.120, en su artículo 4º, establece que “el gasto que demande el cumplimiento de la presente ley, hasta tanto se incluya en el próximo Presupuesto, se tomará de Rentas Generales, con imputación a la misma”.


Y también hace referencia a la Ley Nº 7044, en su artículo 7º, cuando dice que “los gastos que demande el cumplimiento de la presente ley, que se declara de expresa urgencia, se tomarán de Rentas Generales, con imputación a la misma”.


Entonces, resulta claro e irrefutable que a lo largo del tiempo los legisladores que han producido las leyes originales y sus respectivas leyes modificatorias, y los poderes ejecutivos que las promulgaron y aplicaron han tenido en claro que los gastos que originan estas leyes deben ser atendidos por Rentas Generales, y no por la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia, como hoy se pretende, con la aparente intención de abultar un déficit que en el 75 por ciento absorbe el Estado Nacional.


Y en este contexto es inadmisible que los pagos deban estar a cargo de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia.


Con respecto a los montos considerados como cupo no podemos emitir opinión, porque no tenemos la información.


En el artículo 11 del proyecto de Presupuesto el Poder Ejecutivo elude su responsabilidad con respecto al pago del Incentivo Docente, subordinándolo a los ingresos federales. En consecuencia, los docentes deberán esperar decisiones de otra jurisdicción para que su empleador pague el incentivo docente.


Con relación a la Garantía de Créditos con la Coparticipación hemos escuchado manifestaciones cuando el Poder Ejecutivo Nacional quería garantizar créditos externos con la recaudación impositiva.


Había unanimidad de criterios, pero ahora la Provincia, sin necesidad de calificar esto, al incorporar el artículo 13 al proyecto de Presupuesto pretende recurrir al endeudamiento, garantizándolo con la coparticipación federal de impuestos que surge de la Ley Nº 23.548 y que no es otra cosa que garantizar créditos con la porción de impuestos nacionales que se le asignan a la Provincia, lo que, como mínimo, está evidenciando las contradicciones, al considerar situaciones idénticas, cuando se trata de gobiernos adictos y opositores al oficialismo provincial.


En el artículo 14, para ser liviana, podemos pensar que es irrespetuoso, porque presupone mala fe del Estado Nacional, cuando dice que puede verse imposibilitado de cumplir con algunos de sus compromisos. Y también puede ocurrir que la Provincia incumpla los suyos, pero no autoriza el prejuzgamiento de conductas, ya sean intencionales o sean motivadas en decisiones vinculadas con el incumplimiento de los acuerdos. En todo caso, cuando los incumplimientos se presenten, se deberá considerar cuáles acciones se van a desarrollar.


Con respecto a la consideración del artículo 15 y siguientes del proyecto, referidos al Presupuesto de la Administración Central se nos plantean algunas dudas, que la falta de documentación y de tiempo para su análisis nos ha impedido resolver. Como, aparentemente, el bloque oficialista tiene elementos de convicción suficientes para sancionar este proyecto en el día de hoy nos vamos a permitir en cada caso pedir las aclaraciones a las dudas que nos presentan.


Por ejemplo, cuando se consideraron las planillas contenidas en el Mensaje de elevación del Presupuesto, titulada Cuadro III, Comparativo Jurisdiccional del Gasto, con la contenida en el Capítulo II, Planilla Anexa Nº 1, artículo 5º, notamos las diferencias que a continuación mencionaré:


Gastos totales por entidad.


Poder Legislativo, en la Planilla Nº 1, artículo 15, menciona 51.513.760 pesos, y en el Cuadro III del Mensaje, 49.254.000 pesos, lo que hace una diferencia de 2.259.760 pesos.


En el Ministerio de Hacienda y Finanzas, en la Planilla Nº 1, artículo 15, 169.418.274 pesos, y en el Cuadro III del Mensaje, 337.683.122 pesos, lo que hace una diferencia en menos de 168.264.848 pesos.


En el Ministerio de Obras y Servicios Públicos, en la Planilla Nº 1, 39.026.225 pesos, y en el Cuadro III del Mensaje, 38.772.649 pesos, lo que hace una diferencia de 253.576 pesos.


En la Defensoría del Pueblo, en la Planilla Nº 1, 6.823.736 pesos, y en el Cuadro III del Mensaje, 6.631.917 pesos, lo que hace una diferencia de 191.819 pesos.


Las obligaciones a cargo del Tesoro figuran en la Planilla Nº 1 con 584.190.198 pesos, y en el Cuadro III del Mensaje con 390.993.158 pesos, lo que hace una diferencia de 193.197.040 pesos.


Los totales son, en el Cuadro I, de 2.920.286.668 pesos, y en el Cuadro III del Mensaje, 2.723.807.760 pesos; la diferencia entre ambos cuadros es de 196.478.908 pesos.


Si hacemos las comparaciones entre los totales, nos aparece una diferencia de 196.478.908 pesos, mientras que si lo que consideramos es la suma algebraica de las diferencias entre los distintos ítems, la diferencia que nos da es de 27.637.347 pesos. Los que nos induce a creer además, que las sumas están mal hechas en algunas o en ambas planillas, y de esta manera hacemos dos preguntas: ¿cuál es la planilla válida? ¿Cómo subsanamos los errores u omisiones, en atención a que estamos autorizando gastos?


Y si seguimos con el análisis y observamos la Planilla Anexa Nº 2 al artículo 15. Nos encontramos con una cifra que es curiosamente coincidente con la resultante de la diferencia de los totales. Los gastos no clasificados alcanzan a 196.478.908 pesos. ¿Es posible admitir que esta cifra no esté clasificada? O por decirlo de alguna otra manera, ¿es posible que 196.478.908 pesos en gastos se autoricen, sin saber su destino? De este valor, la mayor parte, 193.197.140 pesos, son presupuestados como obligaciones a cargo del Tesoro, no clasificados.


¿Alguien puede precisar qué destino tendrán estos recursos, señor presidente? Es decir, el destino de casi 200 millones de pesos de la caja negra.


Si analizamos la Planilla Anexa Nº 3 al artículo 15, vemos que se han incluido créditos internos por 15.424.000 pesos y externos por 81.434.879 pesos; es decir, 96.858.879 pesos.


La conclusión es obvia, aunque los contadores puedan dar explicaciones técnicas. Si para tener un Presupuesto con 2.500.000 pesos de superávit tenemos que tomar créditos que excedan en su vencimiento al ejercicio económico, en realidad, el valor de este crédito, menos los excedentes presupuestados, es el déficit real del Presupuesto que, como vemos, es del orden de los 94 millones.


Además, surgen otras preguntas: ¿de dónde se van tomar estos créditos internos?, ¿en qué condiciones? y, fundamentalmente, los créditos externos. Además, ¿qué destino se les van a dar a estos recursos, que no son otra cosa que nuevos endeudamientos?

· Dialoga el señor diputado Bullrich con el señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– ¿Terminó, señora diputada?

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– No, señor presidente.


Estoy esperando ser escuchada. Yo sé que esto es engorroso, es arduo, cansador y molesto. Imagínese usted, señor presidente, que si yo hace 40 minutos que estoy hablando, ¿cuánto hubiera sido el tiempo que hubiéramos necesitado para analizar el Presupuesto, si hubiéramos contado con el Presupuesto Analítico?


Entonces, le solicito a usted, señor presidente, que es a quien debo dirigirme y, por su intermedio, a los señores legisladores, que me presten atención, ya que no prestaron atención a los reclamos de la oposición, cuando requeríamos que se nos diera tiempo para estudiar esto, ¡que es molesto, es engorroso, es difícil y compromete a la Provincia, señor presidente!


El análisis de la Planilla Anexa Nº 10 nos plantea algunos interrogantes que esperamos que alguno de los señores diputados del oficialismo nos puedan responder.


Dentro de las partidas clasificadas como Transferencia figuran dos, que pretendemos se nos aclare el destino o confirmen nuestras suposiciones. La primera de ella es si los 25.310.017 pesos imputados a la Gobernación se corresponden con los subsidios que distribuirá el señor Gobernador Reutemann en el próximo año electoral. La segunda aspiración es saber a quién se transferirán los 72.129.713 pesos afectados a la Secretaría de Estado de Promoción Comunitaria, considerando que su Presupuesto total es de 94.627.022 pesos.


Todos conocemos la situación de nuestro país con respecto a los organismos financieros internacionales. El Ministro Asensio nos dijo en esa reunión que tuvimos hace unos días que por una cuestión de prudencia no había presupuestado recursos provenientes de créditos externos hasta que estos no se encuentren debidamente regularizados. Esto me parece razonable.


Sin embargo, si observamos la Planilla Anexa Nº 11 al artículo 15, referida a la jurisdicción del Ministerio de Hacienda y Finanzas, vemos que se han considerado como Recursos Varios a los que tienen su origen en organismos financieros internacionales, como los correspondientes al Programa de Saneamiento Financiero del Birf, el préstamo del mismo organismos para el Promudi II y para el Prosap, los préstamos del BID para el Prodism, una partida de 46.257.168 pesos con destino al Programa de Caminos Provinciales, y otros que en total suman 78.075.890 pesos.


Ante esta situación, el interrogante que se impone es conocer el grado de certeza que se tiene de disponer de estos recursos, más allá de que pueda ser el caso de una asistencia financiera que haya sido aprobada.


La Planilla Anexa Nº 5 al artículo 15 contiene la Composición de los Recursos por Procedencia, y en ellos es posible observar que en el ítem Servicios Nacionales Transferidos, en Educación, se reporta como recurso la suma de 134.922.000 pesos.


Por otra parte, en la Planilla Anexa Nº 11 del artículo 15, de la jurisdicción del Ministerio de Educación, se presenta la composición institucional por fuente de financiamiento y objeto del gasto, del que surgen dos partidas. Una se identifica como Ley Nº 24.049, Servicios Nacionales Transferidos para Gastos de Capital, a la cual se han asignado 2.500.000 pesos. Y una segunda, de 7.051.051 pesos, que se la identifica como Ley Federal de Educación. Es decir, las dos partidas que se reportan como de financiamiento originario nacional suman 9.551.051 pesos.


Resulta más que evidente que entre los 134.922.000 pesos recibidos como consecuencia de los Servicios Nacionales Transferidos –que han sido pensados para la cobertura de los servicios de educación de esas escuelas– y los 9.551.051 pesos efectivamente asignados a esa función hay una diferencia sustancial que, para ser precisa, es de 125.370.949 pesos, a la que se ha dado un destino distinto al de la Educación.


Es posible que estos recursos que se reciben de la Nación sean de libre disponibilidad, porque así se ha dispuesto recientemente. En consecuencia, el Poder Ejecutivo podrá hacer lo que crea conveniente, lo que puede ser legal, pero no es racional, ya que nadie, nadie, salvo quienes administran esta Provincia, puede sostener seriamente que a la Educación le sobran recursos y que por ello existen excedentes a los que resulta posible cambiar de destino.


Hay otros datos que también surgen de las planillas que mencionaba que son, por ejemplo, las partidas que se asignan para Bienes de Uso, que alcanzan los 17.976.000 pesos y causan sorpresa, porque los servicios de la deuda y otros pasivos de la misma jurisdicción son de 18.581.781 pesos, lo que pone en evidencia la irresponsabilidad de generar un endeudamiento que crea compromisos que exceden la cobertura de las necesidades básicas de la Educación Provincial.


El análisis de la Planilla Anexa Nº 12 al artículo 15, que se refiere a la composición del Gasto Institucional por Programa y Carácter Económico de la jurisdicción Gobernación, nos resulta útil para develar una duda que traemos desde la infancia y que, merced a este proyecto, vamos a eliminar, señor presidente: Papá Noel existe.


Efectivamente, de los 59.118.347 pesos asignados a la Gobernación, 46.240.699 pesos los dispone para su asignación el Gobernador de la Provincia, Carlos Alberto Reutemann.


Para los amigos de las comparaciones y para aquellos que asignan al Parlamento las causas de los desequilibrios económicos, me parece oportuno recordar que el Presupuesto total, incluido personal, dietas y gastos de funcionamiento de la Legislatura, etcétera, es del orden de los 50 millones de pesos.


A pesar de que no se trata de un tema estrictamente presupuestario, aunque es de gran relevancia económica y social, quiero anticipar que vamos a presentar un proyecto para propiciar que los llamados Fondos del Conurbano –que llegan a los 31.295.480 y que maneja discrecionalmente el Gobernador, a pesar de que existe una seudo comisión que los asigna– se incorporen institucionalmente a las áreas específicas de la administración. No puede ser un coto de caza para ningún funcionario, por elevado que fuera su rango.


Pareciera ser que los funcionarios de estos tiempos prefieren ejercer sus cargos sin ataduras ni normas que restrinjan su grado de libertad.


Todos sabemos que en el Presupuesto existe un rubro Varios o Imprevistos, pero siempre es reducido, frente a los destinos determinados para los gastos.


Cuando observamos la Planilla Anexa Nº 12 al artículo 15, del Magic, vemos que las partidas no asignadas a programas llegan a los 9.103.202 pesos; esto es el 28 por ciento, aproximadamente, del total de los recursos del Ministerio, lo que parece absolutamente desproporcionado.


Por otra parte, el simple hecho de que el Magic disponga de 32.948.896 pesos, que incluyen gastos en personal, de funcionamiento, etcétera, para promover la industria, el comercio, las inversiones, el turismo, el control de sanidad animal, la agricultura, la ganadería y, en general, todo aquello que se vincula con la producción, con los servicios, con el comercio y con el cooperativismo evidencia que los criterios de asignación de los recursos responden a orientaciones que nada tienen que ver con el interés general.


Estas consideraciones las hacemos para el Magic; se pueden también aplicar para el Ministerio de Hacienda y Finanzas con respecto a las partidas no asignadas a programas, en el que el 53,4 por ciento, es decir, 152.753.048 pesos no presentan identificación de destino.


Cabría preguntarse, recordando previamente que el Estado recibió por la venta del Banco de la Provincia un poco más de 50 millones de pesos, ¿cuánto le costarán a la Provincia en el año 2003 los servicios de esa entidad financiera, ya que esa cifra no surge discriminada en el proyecto?


La observación de la Planilla Anexa Nº 12 al artículo 15, de la Secretaría de Promoción Comunitaria, además de incluir bajo el rubro Asistencia Social –sin saber de qué se trata– una cifra de 87.511.722 pesos, discrimina bajo el rubro Promoción y Desarrollo del Deporte un total de 1.923.653 pesos.


Entonces, por el artículo 7º del proyecto de Presupuesto se fija en 400.000 pesos el cupo fiscal para el cumplimiento de lo ordenado por la Ley de Deporte, pero “por el costado” se asigna otra partida, que es de casi 2 millones para evitar, probablemente, el manejo democrático de estos recursos en los términos de la Ley Nº 10.554 y hacerlo, en cambio, por los mecanismos habituales que se instrumentan desde la administración de la Provincia, sobre todo, cuando estamos tratando el Presupuesto que va a regir en un año electoral.


Los artículos 16 y 17 del proyecto que estamos considerando se refieren a los organismos descentralizados y a las instituciones de seguridad social.


Algunas de las cifras presupuestadas, por su reducido monto, parecen más una declaración de inexistencia de dichos organismos que un presupuesto de funcionamiento. Lamentablemente, no está en este momento el señor diputado Cardelli, pero sí está el diputado Cané, y no me cabe duda de que ninguno de ellos se va a sentir bien satisfecho al pensar que el Ente Zona Franca Santafesina va a contar, para alcanzar los objetivos enunciados y publicitados, con 112.000 pesos durante todo el año. Esto parecería de ficción, ¿no?

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El señor diputado Cané le pide una interrupción, señora diputada, ¿se la concede?

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– Sí, cómo no, señor presidente.

SR. CANÉ EÍ "PJCANÉ, Roberto R." .– Señor presidente: lamentablemente, durante el período del Gobierno de la Alianza en el ámbito nacional, Zona Franca Santafesina no podía conseguir el decreto que le permitiera su localización. Se logró hace 20 días, con este Gobierno, después de un año de tramitación. Por lo tanto, creo que vamos dando pasos, hoy tiene un presupuesto. Creo que hemos logrado algo.

· La señora diputada Tate se ríe ante lo manifestado por el señor diputado Cané.

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– “¡Hemos logrado 100.000 pesos, démonos por satisfechos!”


Del mismo modo, creer que el Instituto Autárquico Provincial de Industrias Penitenciarias va a cumplir con sus objetivos de recuperación e inserción social de los detenidos es subestimar la capacidad de entendimiento de la sociedad.


La asignación de un presupuesto de 47.931.057 pesos a la Dirección Provincial de Vialidad nos garantiza absolutamente la inexistencia de expectativas sobre nuevas obras y reparaciones camineras, más aún si consideramos que lo previsto para la construcción y ampliación de rutas es de 5.871.425 pesos, y para la actualización y mejoramiento de rutas es de 36.789.176 pesos.


Si observamos la Planilla 5B del artículo 17, que se refiere a las instituciones de Seguridad Social e indica la composición de los recursos por entidad y procedencia, veremos que se registra como recursos de origen nacional de libre disponibilidad para la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia la suma de 27.887.934 pesos y como contribuciones figurativas sin clasificar la suma de 110.943.579 pesos.


Dicho en otros términos, los 90 millones que aporta el Estado Nacional para atender el déficit de la Caja que presupuestan en otra jurisdicción y la disponibilidad de los gastos figurativos dependen de las transferencias que efectúen quienes los tienen en su presupuesto.


Por otra parte, se va a continuar con el festival de bonos con la emisión de otros 9.200.000 pesos para el pago de juicios perdidos, como consecuencia de los juicios previsionales.


El presupuesto de la llamada Empresa Provincial de la Energía continúa en estado precario, con crecientes pérdidas en materia de fraudes eléctricos, pero gracias a Dios tenemos la pegatina realizada por la intervención con la que vamos a asustar a los que roban energía.


Los gastos de capital son de 45 millones de pesos, con lo que estamos condenados definitivamente al deterioro del patrimonio, al retraso tecnológico y al empeoramiento de las prestaciones, situación que aparentemente no se percibe desde el Poder Ejecutivo Provincial.


En otro rubro, es curioso ver que, a pesar de que el Laboratorio Productor de Fármacos Medicinales se reporta como una sociedad del Estado, con un presupuesto total de 4.500.000 pesos, su personal sigue revistando como personal del Ministerio de Salud, porque así se observa en la Planilla Anexa Nº 12 al artículo 15, de la jurisdicción del Ministerio de Salud y Medio Ambiente del Capítulo II, donde se reporta la suma de 348.560 pesos que está incluida dentro de una cifra mayor, y que corresponde al personal que no se ha incorporado a la supuesta Empresa del Estado, que tiene existencia jurídica pero no tiene existencia real.


También sorprende, sobre todo, teniendo en cuenta las declamaciones que se hacen desde el Ministerio de Salud, la precariedad de medios con que se dota al Laboratorio Productor de Fármacos, habida cuenta de las carencias que tienen los efectores de salud instalados en la provincia y los elevados y crecientes costos de los medicamentos que han motivado, como lo decía al principio, la desafectación de fondos de esta Cámara, para poder atenuar la carencias de medicamentos e insumos de los efectores de salud.


El organismo que podría incentivar la producción pública de los medicamentos no tiene prácticamente presupuesto. Los gastos de personal del Laboratorio son nulos. Pero todo esto también nos puede inducir a pensar –sobre todo, si tenemos en cuenta algunas menciones que se han hecho de un polo farmacéutico en Santa Fe– en algunos intereses económicos de empresas privadas y de ciertos dirigentes gremiales que tienen interés de apropiarse de este emprendimiento provincial. Esto nos da derecho a concluir que, sin personal, es muy fácil transferir las acciones de esta sociedad del Estado. No vamos a tener conflictos laborales.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– La señora diputada Susana Broda le pide una interrupción, ¿puede ser?

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– Cómo no, señor presidente.

SRA. BRODA EÍ "PJBRODA, Susana" .– Quiero aclarar que el proyecto de Polo Farmacéutico-Tecnológico que se construirá en el Ceride es una de las realizaciones más ambiciosas que va a tener la República Argentina, no solamente la Provincia de Santa Fe.


Quiero sacar el manto de sospecha que tendió la señora diputada con eso, porque el Polo Tecnológico va a ser una sociedad integrada por capitales privados, por la Universidad y la Provincia.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Así es.


Señora diputada Tate: tiene usted el uso de la palabra.

SRA. TATE EÍ "BRATATE, Alicia" .– Muchas veces le temo, precisamente, a los ambiciosos, señor presidente.


Con respecto a las modificaciones al Código Fiscal que se propician por medio de los artículos 20, 21, 22 y 23, constituyen una manifestación expresa del respeto nulo que le merece al Poder Ejecutivo la legislación vigente.


Ya lo dije al principio de mi exposición y ahora la reitero, la Ley de Contabilidad dice en su artículo 23: “En la Ley de Presupuesto no podrán incluirse disposiciones de carácter orgánico o que modifiquen o deroguen leyes en vigor. Tampoco podrán crearse entidades o ramas administrativas cuyas actividades, por su naturaleza, deban ser previamente fijadas por leyes básicas u orgánicas”.


Y lo quiero remarcar, señor presidente, quiero reiterarlo, porque he leído ciertos comentarios, de algunos que quiero creer que estaban desinformados, que calificaban a estas puntualizaciones como chicanas políticas.


La exigencia del cumplimiento de la ley y de los reglamentos vigentes no es una chicana política, no es una cuestión menor; es la esencia del Estado de Derecho que evita los abusos y los excesos de quienes interpretan que la hacienda pública se puede manejar con la discrecionalidad de lo privado, señor presidente.


El contenido del artículo 24 debería ser incorporado en el libro Guinnes de los récords. Modificar en forma genérica el Código Fiscal y las leyes especiales, sin precisar qué artículo o leyes se modifican, excede la más elemental de las lógicas y violenta al Derecho.


Por otra parte, no es necesario citar al Nuevo Banco de Santa Fe; si se quieren hacer los cambios, basta con reemplazar el nombre del Banco Provincial por el nombre del agente financiero de la Provincia.


Tampoco se salva de esta embestida reformista la ley impositiva anual, la que se pretende reformar, violando la Ley de Contabilidad, por el artículo 25, aunque es justo decirlo, en el dictamen que ha aprobado la Comisión de Presupuesto y Hacienda parece proponer su eliminación.


Para el artículo 27 valen las consideraciones anteriores, con respecto a la improcedencia de derogar o suspender normas de fondo por medio del Presupuesto.


Con relación a los párrafos 2º y 3º del artículo 29, las facultades concedidas al Poder Ejecutivo parecen excesivas. La única tranquilidad que nos queda es que al no existir un Plan de Obras Públicas no lo podemos modificar.


Los contenidos del artículo 33, con respecto a las remuneraciones del personal, resultan absolutamente inadmisibles, porque estas no se pueden subordinar a la recaudación de acreencias del Estado.


Con respecto al artículo 36, sería deseable que el oficialismo nos informe a cuánto asciende el monto de endeudamiento necesario para cubrir el déficit del Ejercicio 2002, porque no resulta saludable para la economía de la Provincia otorgar autorizaciones genéricas o que sean imprecisas.


Con referencia a las previsiones del artículo 40, que limita los montos para el pago de sentencias, puede resultar contablemente admisible, pero lo que tenemos que tener en mente, señor presidente, es que si la Provincia ha sido condenada fue porque ha generado un perjuicio a terceros, y estos tienen un legítimo derecho a un resarcimiento oportuno.


También es necesario tener en claro que si la Provincia ha sido condenada, esta condena ha sido el resultado de conductas o acciones indebidas de funcionarios, que llevaron al Estado Provincial a esta situación. Y es legítimo que desde la oposición pretendamos saber qué acciones se han emprendido contra estos, que han favorecido o han alentado los juicios, legislando o administrando, si no en forma dolosa, por lo menos, con marcada ineptitud.


Para los artículos 41 y 44 valen las consideraciones anteriores, con respecto a la improcedencia de derogar o suspender normas de fondo por medio del Presupuesto, sin perjuicio de que las modificaciones puedan ser aceptables, lo que no invalida su tratamiento específico.


En el caso del artículo 41, se suma a ello el hecho de que los llamados bonos previsionales, de prosperar el artículo, dejarán de ser con destino previsional y se constituirán en un bono más, con cualquier uso, violentando los compromisos asumidos por la Provincia frente a la Nación, con respecto a la emisión de bonos.


Lo que he expuesto, señor presidente, pone en evidencia infinidad de carencias y de vicios.


Si hubiéramos tenido el Presupuesto Analítico en tiempo y forma, se nos habría posibilitado su análisis y, sin la menor duda, las consideraciones se podrían haber ampliado y también se podrían haber hecho observaciones. Pero también, señor presidente, los pacientes señores legisladores hubieran tenido la posibilidad de que esto se hablara en las comisiones y, en una de esas, se hubieran podido modificar y no hubieran tenido que aguantar a esta “latosa”, que pone en evidencia este cúmulo de irregularidades que se van a sancionar en la tarde de hoy.


Por todas estas razones, porque creemos que nos encontramos ante un acto de suprema irresponsabilidad, el Bloque Radical en la Alianza propone el rechazo del presente Presupuesto. Muchas gracias, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Muy bien, muchísimas gracias a usted.


Tiene la palabra el señor diputado Alfredo Cecchi.

SR. CECCHI EÍ "FPSCECCHI, Alfredo" .– Señor presidente: desde siempre en el Bloque Socialista hemos tenido la mejor buena voluntad y creemos haber demostrado toda nuestra disposición para poder acompañar al oficialismo en la aprobación del Presupuesto de la Provincia, en el convencimiento de que la inversión de los dineros públicos debe ser una responsabilidad compartida por todos los sectores políticos.


Inclusive más, en épocas recientes –me refiero al gobierno anterior–, cuando por diferencias internas del Justicialismo no daban los números y nos permitieron participar a los bloques opositores, el Gobierno de Obeid tuvo el Presupuesto en tiempo y forma gracias a nuestro voto.


Por eso es que lamentamos, realmente –y esto, en serio, sin repetir todo lo que se ha dicho–, esta imprudencia por parte del oficialismo, de querer aprobar el Presupuesto a cachetazo limpio, sin tiempo, sin información.


Y lo que más lamentamos, señor presidente, es que esta no es una actitud aislada. Año tras año se viene repitiendo exactamente lo mismo. El año pasado, también en la última sesión ordinaria del año ingresó el Presupuesto del año 2002 y fue aprobado en la segunda sesión.


En diciembre del año 2000 tuvimos que debatir exactamente lo mismo; nos dieron 10 días para la aprobación del Presupuesto. Y yo me voy a permitir recordar dos párrafos de nuestra intervención en la discusión de aquel Presupuesto, porque demuestra a las claras cuál es la sensación de frustración que sentimos quienes pretendemos debatir las grandes cuestiones de la Provincia con seriedad, con madurez, con responsabilidad.


Decíamos en diciembre de 2000 que “10 días para el estudio y tratamiento del Presupuesto es poco tiempo, y si acompañamos su aprobación en general es porque, en primer lugar, no sufren modificaciones de magnitud ni los grandes números del Presupuesto de 2001 sobre los de 2000 ni los totales de las distintas jurisdicciones”. Y tenemos que aclarar que este no es el caso, en esta oportunidad.


Y en segundo lugar –decíamos–, “como gesto político –y creo que así lo ha entendido el oficialismo– de los bloques de la Alianza, en la esperanza de que, después de tantos años de enviar y aprobar el Presupuesto a destiempo, pueda Santa Fe a partir de ahora mostrar el fiel cumplimento de la Constitución, y en septiembre del año 2001 ingrese a la Legislatura el Presupuesto del año 2002, conjuntamente con la Cuenta de Inversión de 2000”.


“En este marco [finalizábamos diciendo], valoramos la disposición del oficialismo de incluir por primera vez en la historia al Presupuesto Analítico como parte integrante de la Ley de Presupuesto, lo que garantiza mayor transparencia, tanto en la asignación de partidas como en el desarrollo del Plan de Obras Públicas”.


Pasaron los años, señor presidente, y aquel amague de transparencia, aquel amague de amplitud, quedó en eso: en un amague.


Por eso rechazamos esta manía del oficialismo, de mandar el Presupuesto a última hora y terminar tratándolo en tiempo de descuento.


¿Y cuál es el argumento que nos daban en setiembre, acerca de por qué no se podía mandar el presupuesto del año 2003 en tiempo y forma? Textualmente decía el mensaje: ”El abandono de la convertibilidad monetaria y la devaluación del tipo de cambio, y la entrada del país en cesación de pagos con el consecuente aumento posterior registrado en el nivel de precios obstaculizaban el envío del presupuesto”.


Dos cosas: tipo de cambio y aumento de precios.


¿Sabe la Cámara cuál fue el promedio del valor del dólar durante todo el mes de setiembre? 3,53 pesos para la punta compradora y 3,61 pesos para la vendedora. En el día de ayer el dólar estuvo a 3,42 y 3,50 pesos, más de un 3 por ciento menos. Con respecto a la política cambiaria, la pregunta es ¿qué cambió en el país en los últimos 60 días para que el Presupuesto no se haya podido enviar en setiembre y sí en diciembre? Y con relación al nivel de precios, al 30 de setiembre el nivel general era de 39,7 por ciento; al 30 de noviembre es del 40,7 por ciento, un punto más. Entonces la pregunta se repite: ¿qué cambió entre setiembre y noviembre?


En segundo lugar, invocaban la falta de acuerdo con el Fondo Monetario Internacional; pues bien, ¿acaso hace falta decir que este acuerdo no llegó? Sin embargo, estamos tratando el Presupuesto.


Esto, a nuestro juicio, desnuda la verdadera intención del oficialismo, que año tras año ha estado mandando el Presupuesto fuera de lo que establece la Constitución Provincial, que año tras año ha estado negando información, que año tras año ha obligado a tratarlo contrarreloj. Lo cual implica que parecería que la inversión de los dineros públicos es una responsabilidad exclusiva y excluyente del patrón de estancia, que no asume que es un gobernador en el marco de la Constitución, que tiene una Legislatura, que somos representantes del pueblo y que todos, mayoría y minoría, tenemos la obligación de velar por una transparente asignación de los dineros públicos.


No alcanza con explicar por qué no se puede cumplir con la ley, simple y sencillamente, porque en el Estado de Derecho, señor presidente, no cumplir con la ley no se explica, se juzga. Por eso, es realmente preocupante esta vocación de permanente invasión a las esferas y a las instituciones de la democracia y del Estado de Derecho.


Y decíamos que no es un hecho aislado. Santa Fe todavía no pudo juzgar los desgraciados hechos del 19 y 20 de diciembre del año pasado. Santa Fe no pudo conformar una comisión investigadora que echara luz sobre esa realidad. Recién hace 48 horas Santa Fe se ha sacado de encima al responsable directo institucional de eso. Y es habitual tratar leyes de importancia y trascendencia, como la Ley de Lemas, por ejemplo, a los cachetazos. Y es habitual tener ministros que piden la identificación de los médicos que manifiestan en favor de la Salud Pública u otro ministro que ingresa personal docente por la ventana, al margen de la estructura escalafonaria.


Recibimos la Cuenta de Inversión hace 15 días. Le preguntamos al Ministro qué le cuesta gastar 800 pesos y hacer 8 juegos de la Cuenta de Inversión, para enviar uno a cada sector legislativo, para que todos podamos ejercer el constitucional derecho de controlar la inversión de los dineros públicos. Sin embargo, no se hace lo que cuesta ni lo que no cuesta; ni lo que está en el campo de lo estrictamente económico ni lo que está en el campo de lo político. Y esto, sinceramente, nos preocupa, porque es una permanente invasión o subversión al Estado de Derecho; es una conducta que comienza a ser peligrosamente autoritaria.


Ya se dijo aquí, señor presidente, que la carencia del Presupuesto Analítico obstaculiza el tratamiento responsable del Presupuesto. Es más, en el artículo 29 del proyecto que está en tratamiento, una vez más se autoriza al Poder Ejecutivo a esa distribución, por lo tanto, una vez más se están transfiriendo facultades constitucionales de la Legislatura al Poder Ejecutivo.


Debería ser el Poder Ejecutivo el primer interesado en brindar toda la información necesaria, habida cuenta de que el año 2003 va a ser de suma importancia en dos campos: en el económico habrá transformaciones, no sólo en la Argentina, sino en el mundo entero; y en el político será un año electoral, de manera tal que el primer interesado en generar las necesarias transparencias sobre la inversión de los dineros del pueblo debería ser el Poder Ejecutivo, debería ser el Gobierno. Sin embargo, ello no sucede.


La falta de información llega a tal extremo que el propio Gobierno, el propio Poder Ejecutivo se contradice en algunos cálculos que hace. Se ha dicho aquí y lo dijo el Ministro: “El Presupuesto fue confeccionado con una pauta inflacionaria del 45 por ciento, con crecimiento del Producto Bruto Interno del 3 por ciento y un dólar promedio para el año que viene de 3,63 pesos”. Pues bien, si esto es así tiene que haber un reflejo directo en los impuestos que gravan la deuda. Sin embargo, por ejemplo, en el caso concreto de ingresos brutos, este año se presupuestó la suma de 433 millones de pesos y ahora se la lleva a 561 millones de pesos, esto implica un 30 por ciento de aumento. Pero si lo aplicáramos a este impuesto, que tiene que ver directamente con la venta, con la evolución de los precios y con el crecimiento de la economía, deberían presupuestarse 80 millones de pesos más. Y es probable que esto tenga alguna explicación, pero el Poder Ejecutivo no la da, por lo que la desconocemos.


Con respecto al tema de la patente automotor, decía el señor diputado Jorge Álvarez: “¡Qué fácil es ser generoso con la plata ajena!”. No se va a aumentar la patente, claro, el 90 por ciento va a las comunas. Ayer decíamos que sólo se aumenta la coparticipación a comunas en un 3,5 por ciento. Entonces, ¿nos pusimos a pensar con qué se van a financiar el año que viene las comunas y los municipios?


Pero además de esto, baja el presupuesto por Patente Única Automotor; en el año 2003 se prevé presupuestar menos que en el año 2002. Y la pregunta es: ¿nadie va a comprar un auto cero kilómetro en el año 2003? Más allá de ese límite que mencionaba el señor diputado Paganini, en el sentido de que no podrá ser un 20 por ciento superior al máximo del año 2002, ¿y todos los autos que se van a patentar y se van a comprar cero kilómetro en el año 2003? ¿Nadie va a pagar impuestos? ¿No se prevén esos ingresos?


Entonces, esto da la pauta, señor presidente, de con qué superficialidad y con qué ligereza se ha confeccionado este Presupuesto.


En todo momento se habla de aumentos nominales para mantener la dimensión del gasto primario, en cumplimiento de pautas que pueden ser discutibles, pero que están acordadas y que tienen garantía legal, aunque nosotros, desde la oposición hayamos votado en contra.


Pero en ningún momento el Poder Ejecutivo hace comparaciones reales entre lo que se pudo hacer en 2002 con 10 pesos y lo que se va a poder hacer en el año 2003 con 11, 12 o 13 pesos. Se olvida el Poder Ejecutivo que mantener el gasto primario no es mantener la misma cifra; es poder hacer lo mismo que se hizo este año. Si hablamos de servicio, poder prestar el mismo servicio, y si hablamos de comprar, poder comprar lo mismo que este año compramos con menor cantidad de dinero.


Como a esto el Poder Ejecutivo no lo hace, ¿qué es lo que hicimos nosotros para tener algún índice de comparación? Fuimos a la participación de cada sector en el total del Presupuesto y ahí vemos, señor presidente, con mucha preocupación, que si bien el Presupuesto aumenta más de un 15 por ciento, en el caso de sectores muy sensibles, como el de Educación, su participación cae un 10 por ciento, el gasto total en personal en la Provincia cae otro 10 por ciento en su participación del Presupuesto y en lo que respecta a la Dirección Provincial de la Vivienda, cae nada más y nada menos que un 32 por ciento. Y reitero, todo esto puede o no tener explicación, pero si la tiene la desconocemos, porque en Santa Fe nadie explica nada.


El miembro informante del despacho de comisión mencionaba que hay un aumento significativo en Obras Públicas. Es cierto, aumenta su participación en el Presupuesto el 51 por ciento, aumenta a valores nominales el 49 por ciento, pero la pregunta sigue latente. El índice de la construcción aumentó en lo que va del año más del 40 por ciento. Hay rubros, en particular, que aumentaron hasta el 155 por ciento dentro de la construcción. ¿Quién garantiza si con este mayor Presupuesto se van a poder hacer las mismas o similares cantidades de obras? Nadie –reitero, nadie– da ningún tipo de explicación.


Y lo que resulta realmente impresionante es lo que le pregunté al señor diputado Paganini: la cuestión del Sisvial, del Fondo Fiduciario del Sistema Vial Integrado. El año pasado se presupuestaron 18 obras en toda la provincia, el 80 por ciento en una zona y solamente el 20 por ciento en otra, que implicaban 5.541.000 pesos. No se hizo absolutamente nada. Pero más allá de eso –por eso le preguntaba de dónde salen los posibles 10 millones de pesos– lo que impresiona es que este año son las mismas obras, con las mismas extensiones, pero no se las presupuesta, no se las dimensiona en cifras.


Entonces, la pregunta, respetuosa pero pregunta al fin es: ¿estamos tratando un Presupuesto o un panfleto político publicitario que reza “lo que se quiere prometer se va a hacer”, sin saber lo que cuesta ni de dónde va a salir el dinero? Es grave, reitero, porque esto dimensiona, en última instancia, el desprecio que hay en el Gobierno por darle la jerarquía necesaria al Presupuesto de la Provincia.


Otro tema que ha merecido el debate públicamente entre integrantes de esta Cámara es la cuestión de la deuda pública. En el Mensaje, el Poder Ejecutivo ya habla de que se contempla proyectar, en orden a los compromisos ya contraídos, un nivel de superávit en el Presupuesto para poder atender el servicio de amortización de la deuda. Fíjense cómo ha crecido esta erogación o el pago de la deuda pública provincial. Dije que el Presupuesto creció un 15 por ciento; el pago de los intereses de la deuda pública provincial crece el 127 por ciento. Y esto hace que nos tengamos que detener un instante.


Durante toda la década del 90, cada vez que se votaba una ley de endeudamiento, cada vez que venía un ministro aquí y decía “No endeudarse en dólares con esto, a tasas de interés tan bajas es ser un gil, porque estos intereses se van a pagar solos”, como si eternamente íbamos a vivir en el 1 a 1, nosotros decíamos “Algún día va a llegar el final de fiesta”. Y el final de fiesta llegó.


Y dijimos meses atrás que advertíamos ya que el primer Gobierno de Reutemann había pagado 3 millones de pesos por año por este concepto, que el Gobierno de Obeid había tenido que hacer frente a un promedio de 50 millones de pesos anuales por este concepto y que el próximo gobierno, gobernara quien gobernare, iba a tener que enfrentar vencimientos por más de 100 millones de pesos, y es esto lo que sucedió, señor presidente.


Sería interesante que algunos asumieran esta responsabilidad y que en vez de estar discutiendo públicamente cuál es la incidencia y el peso real de la deuda pública de la Provincia, lo informen acabadamente a la Legislatura como corresponde. Porque, fíjese usted que no es tanto como se ha estado publicitando; cada vez que se habla de la deuda pública se habla nada más que de los intereses.


En este Presupuesto que se va a aprobar hoy constan erogaciones por 190 millones de pesos en concepto de intereses, 14 millones de pesos por otros gastos y 159 millones de pesos en concepto de amortización de capital; en total, más de 360 millones de pesos que       –como bien señalaba la señora diputada Tate– son 14 veces el Presupuesto del Magic, 10 veces el Presupuesto de Obras Públicas y son nada más y nada menos que 20 mil viviendas Fonavi de tres habitaciones.


En este marco, señor presidente, de este peso considerable de la deuda pública sobre las finanzas de la Provincia, me interesa destacar dos cuestiones que simbolizan cosas totalmente distintas. Como lo señalaba la señora diputada Tate, el Presupuesto del Poder Legislativo, en su proyección ajustada del corriente año, implica una erogación de 52 millones de pesos, mientras que el Presupuesto del 2003 baja a 49 millones de pesos. Más de 3 millones de pesos de ahorro y una disminución de casi un 7 por ciento.


En la vereda de enfrente y con los mismos datos de la proyección ejecutada 2002 la Gobernación gastará este año casi 48 millones de pesos, y prevé gastar el próximo año casi 60 millones de pesos; un aumento de más de 11 millones de pesos, que implica un 24 por ciento más. Y como también fue señalado aquí, más de 30 millones de pesos se van a disponer arbitrariamente, casi, casi como cualquier subsidio, en asistencia complementaria.


Y no podemos dejar de formular una pregunta, habida cuenta de lo que señalábamos al inicio, de la inclinación a ejercer un autoritarismo que nos preocupa. Haber bajado el Presupuesto Legislativo y haber aumentado en tamaña dimensión el Presupuesto de la Gobernación ¿obedece a parámetros objetivos o es una muestra más de esa tendencia autoritaria, tendiente a achicar, a constreñir la actividad legislativa y, en contraposición, a expandir la actividad –que en más de una oportunidad es manifiestamente demagógica– que hace el titular del Poder Ejecutivo?


Creo que también se dijo aquí, pero muy al pasar que si hay algo que ha estado en la vidriera política en los últimos años en la Provincia ha sido la Caja de Jubilaciones. Cuando el gerente político, que venía desde la técnica y desde la diosa imparcialidad a aplicar nuevas técnicas, alejadas de cualquier connotación política partidista o con algún tipo de coloración, que era el ingeniero Bondesío, cuando él llegó a la Caja esta tenía un déficit de 130 millones de pesos, pesos más, pesos menos.


Después de haber emitido un parte de prensa semanal, donde parecía que mandaba preso a medio mundo, donde se acababa la “patria pleitera”, donde si una abuelita cobraba al margen de la ley una pensión de 280 pesos salía en la tapa de los diarios, después de todo eso, el año pasado tuvimos un déficit de 139 millones de pesos; este año vamos a tener un déficit de 140-142 millones de pesos y el año que viene se prevé un déficit de 162 millones de pesos.


¡20 millones de pesos más! ¡32 millones de pesos más que el primer año de esta administración y nadie se cree en la obligación de dar una explicación! Esto realmente es incomprensible, señor presidente, sobre todo para quienes siguen teniendo inclinaciones para declarar que son los campeones de la transparencia.


Finalmente, señor presidente, pido especial atención a la Cámara y al oficialismo, en particular, porque voy a tocar el tema de la Lotería de la Provincia. A mi juicio, tema particularmente grave desde lo institucional, que merecería mucha más atención de la que se le ha estado dando hasta ahora por parte del poder político y, en particular, del Poder Judicial.


En los últimos presupuestos –hablo de los últimos 5 años–, el presupuesto aprobado y ejecutado de la Lotería ha rondado los 50 millones de pesos. Hoy vamos a aprobar un Presupuesto de 33 millones de pesos. De los 10 millones que el año pasado fueron a Educación y los otros 10 que fueron a Salud, el año que viene van a ser 5 y 5. Parecería, señor presidente, que también en la calle el juego sucio le está ganando por goleada al juego limpio.


A raíz de un pedido de informes que aprobó esta Cámara por unanimidad, hemos logrado demostrar que este Presupuesto “oficial” no está ni siquiera emparentado con el Presupuesto real o supuestamente real de la Lotería. Y estos 50 millones de pesos anuales se transforman, en los últimos años, en 218 millones de pesos, 233 millones de pesos, 224, 219, quiero decir, año tras año hay más de 170 millones de pesos que no están en el Presupuesto, que no están en la ejecución presupuestaria y, lo que es peor, no están en la Cuenta de Inversión.


Nosotros hicimos la correspondiente…

· El diputado busca entre sus papeles.

SR. CECCHI EÍ "FPSCECCHI, Alfredo" .– Un minuto, que estoy como Saadi, porque aquí tengo que dar cifras exactas.


¡Y eso que no me levanté de mi banca ni un minuto, señor presidente! Si lo hubiera hecho, no me habría quedado nada…


En razón, señor presidente, de esta tamaña diferencia y de la claridad que tiene la Constitución y la Ley de Contabilidad, que establecen que no puede entrar ni salir un solo peso de la Provincia si no está contabilizado y debidamente presupuestado e insertado en la Cuenta de Inversión, en su momento, en ese pedido de informes que aprobó la Cámara nosotros le preguntábamos a la Lotería por qué hacía esto, y la Lotería nos contestó textualmente: “Desde su origen [recuerdo que es en la época de la dictadura militar], la Lotería ha confeccionado sus Estados de Ejecución Presupuestaria y Cuenta de Inversión reflejando como ingresos los resultados brutos obtenidos de la explotación de los juegos, no obstante ello [dice la Lotería], en su balance comercial se exponen el total de ventas y erogaciones producidas para arribar al resultado bruto aludido”.


Ellos dicen con esto que la ganancia bruta o el resultado bruto son los 50 millones, lo que aprobamos anualmente aquí, y el balance comercial son los 220 o 230 millones de pesos. Como nosotros no estamos de acuerdo con esto, hicimos la correspondiente denuncia penal ya hace un año. Sabíamos que no iba a pasar nada pero no podíamos evitar dar este paso. A la fecha, la causa debe tener 14, 15 o 16 fojas; no ha pasado nada. Pero algo hizo el juez: mandó al perito contador oficial a la Lotería a preguntar por qué hacían esto. La Lotería le contestó más o menos lo mismo que a nosotros; mandó al Tribunal de Cuentas a preguntar por qué sucedía esto, el Tribunal contestó vaguedades, pero añadió algo que les va a interesar a todos, y esto es lo importante.


En el último párrafo de este informe, que está en el folio 14 de la Causa Nº 1073/01, el contador Mario Machado dice: “Por último, cabe agregar que el procedimiento cuestionado viene siendo convalidado por los legisladores, con las sucesivas sanciones de las leyes anuales de Presupuesto”.


Y esto es lo que quiero preguntar y quiero que me contesten: ¿qué Presupuesto estamos aprobando hoy de la Lotería de la Provincia? ¿Los algo más de 33 millones que figuran en el proyecto de Presupuesto, o los más de 200 millones del presunto Presupuesto real de la Lotería de la Provincia? Quisiera que me contesten y después voy a continuar, señor presidente. 

· Nadie responde.

SR. CECCHI EÍ "FPSCECCHI, Alfredo" .– De a uno, por favor. De a uno, señor presidente.

SR. PAGANINI EÍ "PJPAGANINI, Carlos" .– Le sugiero que apruebe los 33 millones, señor diputado.

SR. CECCHI EÍ "FPSCECCHI, Alfredo" .– ¿Son los 33 millones los que estamos aprobando? Bien.


Esto habla bien, señor presidente, para que se enteren en el Tribunal de Cuentas y en la Lotería de la Provincia que están violando la ley, que están violando la Constitución y que los legisladores de todos los sectores políticos no avalan esta violación a la ley y a la Constitución. Pero la cosa es más grave todavía, señor presidente.


Yo decía que el Presupuesto supuestamente real de la Lotería rondaba los 220 millones de pesos. Tengo aquí un pedido de informes que la Lotería contestó al Senado de la Provincia, a raíz de una iniciativa del señor senador Beccani. Claro, en su pedido de informes Beccani estaba cuestionando la contratación de una empresa que le hacía publicidad a la Lotería, a la que en los pasillos se la relacionaba con el Poder Ejecutivo. Entonces, la Lotería trató de hacer todo el esfuerzo para demostrar lo conveniente que había sido para ella contratar los servicios de los amigos del Poder Ejecutivo, y se fue... se pasaron. Porque contesta que en el período diciembre 93-noviembre 94 el total de lo recaudado exclusivamente por el Quini 6 –que era el juego que promocionaba esta empresa– había sido de 171 millones de pesos, mientras que al año siguiente, entre diciembre de 94-noviembre del 95, había llegado a 370 millones de pesos la recaudación de un solo juego: el Quini 6. Y más adelante, en este informe, la Lotería indica que en el año 99 sólo por Quini 6 ingresaron 283 millones de pesos.


Y esto es particularmente grave, señor presidente, porque el perito contador, en el folio 10 de la causa, dice que el total recaudado en el año 1999, que incluye todos los juegos, fue de 224 millones de pesos, y la Lotería dice que en el año 1999, sólo por Quini 6 ingresaron 283 millones de pesos.


Señor presidente, nos vamos a presentar a ampliar la denuncia inicial en esta causa penal y vamos a anexar el Diario de Sesiones del día de la fecha, pero no podemos, finalmente, dejar de hacer una reflexión.


Las Loterías de todo el país están sospechadas de ser la caja negra del financiamiento espurio de la política. Después de esto, no quedan muchas dudas –para no tender un manto de sospecha– de que Santa Fe no es una excepción. Haría muy bien el poder político, que vive reclamando honestidad y transparencia, en ordenar una inmediata investigación e informar públicamente qué es lo que está pasando en la Lotería de la Provincia.


Por todos estos argumentos y por la histórica posición política en torno a la Ley Complementaria del Presupuesto, el Bloque Socialista va a rechazar ambos proyectos.

SR. BULLRICH EÍ "PDPBULLRICH, Miguel" .– Pido la palabra.


La gravedad de la denuncia que acaba de hacer el señor diputado Cecchi me impide hacer una par de chanzas que tenía pensadas con relación al análisis pormenorizado del Presupuesto.


Me parece que más que una muestra es una denuncia grave, que denota que no se puede aprobar un presupuesto de un día para otro, a libro cerrado, sino que hay que desmenuzarlo detalladamente, para evitar ser cómplices de maniobras de primera, segunda, tercera o cuarta línea, que pueden enviarnos gato por liebre.


Es por eso que, al margen de los análisis de cada una de las partidas que, lógicamente, como oposición nos resultan insuficientes para atender cada uno de los reclamos, lo que debemos hacer es lograr que el gasto que se autoriza esté debidamente controlado con este instrumento llamado Ley de Leyes o Ley Madre, como quieran decirle.


No constituye un alivio para el Poder Ejecutivo ni para la bancada Justicialista reconducir el Presupuesto del año anterior, porque sería quitarle a la Provincia el instrumento político de gobierno.


Si bien todo lo que nosotros analizamos, después, con la Ley Complementaria queda absolutamente en la nada, creo que amerita –más que 10 días, como decía el señor diputado Cecchi– tomarnos el tiempo que haga falta para que las cuentas de la Provincia sean lo que tienen que ser, transparentes como el agua.


En este entendimiento, nosotros cuestionábamos el porqué del aumento de 490 millones de pesos del Presupuesto del año pasado al Presupuesto de este año. Al del año pasado lo aprobamos en general, le dimos, casi diría, un cheque en blanco al Poder Ejecutivo, porque estaban programados recursos que no llegaron nunca a la Provincia, con un déficit de 18 millones de pesos, que ahora subió a la suma de 100 millones de pesos.


Yo hubiera imaginado un déficit superior, porque acá se contemplaban deudas que la Nación le debía a la Provincia y que fueron reconocidas en un porcentaje muy bajo a lo que reclamaba la Provincia de Santa Fe y estaban contemplados, también, los ingresos de los organismos de créditos internacionales, la última etapa de 150 millones o 180 millones de pesos, que a los pocos días de haberse sancionado el Presupuesto no se pudo concretar, porque la Argentina entró en default.


Y nos preocupa este aumento del Presupuesto en 500 millones de pesos, más los 100 millones declarados del déficit. Nos preocupa, porque debo reconocer que a pesar de estas dificultades, en el correr del año pasado los sueldos se pagaron en término y no se emitió moneda espuria, y pretendemos que el año que viene ocurra lo mismo, y que no se la engrupa a la gente con un Plan de Obras Públicas inexistente o con que los recursos no van a alcanzar para cubrir el Presupuesto.


Se mencionaba en el recinto que los ingresos en el orden provincial, por los recursos tributarios provinciales, se van a incrementar en este Presupuesto en el orden del 37 por ciento. O sea, de 821 millones a 1.033 millones de pesos.


Si tomamos en cuenta la información de la Administración Provincial de Impuestos       –que no es la información que salió en el diario El Litoral de ayer, en donde se hacía un comparativo de los ingresos públicos de años anteriores, entre los que hay algunas diferencias y no sé quien tiene la razón–, por ejemplo, el Impuesto Inmobiliario en el año 1991 tuvo una recaudación del 64 por ciento, de acuerdo con la emisión.


Si estimamos que va a haber un crecimiento de los impuestos provinciales en un 37 por ciento, vamos a creer que estos van a superar o van a estar en el orden del 100 por ciento de las recaudaciones, cosa que me parece harto difícil. Pero si a estos impuestos le sumamos el adelanto de los Ingresos Brutos, por medio de lo que establece este famoso artículo 26, metiendo la mano en el bolsillo a los contribuyentes, es posible que el monto que está contemplado para Ingresos Brutos, porque no lo tengo desglosado, cubra esta diferencia, ya que este año se estima por Ingresos Brutos la suma de 428 millones de pesos.


Si contemplamos los recursos nacionales, como también se dijo en el recinto, se incrementaron de 1.197 millones a 1.738 millones de pesos. Hay un incremento de una dependencia, del orden de la coparticipación nacional, del 59,31 por ciento al 72,71.


No los quiero amargar con los números, porque incluso se me escapan un poco. Pero me resulta harto elocuente la liviandad con que se han marcado estas cifras, por cuanto el Presupuesto Nacional no se ha aprobado. Entonces, no sabemos cuántos son los recursos que están previstos en el orden nacional y cuántos van a venir, en definitiva, para la Provincia de Santa Fe.


La situación se agrava si a esto le sumamos lo que dice en la tapa del diario Ámbito Financiero del día de la fecha: “Al cumplirse 30 días mañana del default con organismos internacionales, el Banco Mundial le quita a la Argentina 1.800 millones de dólares, que habían sido aprobados en su oportunidad”. Hay un detalle en las hojas centrales de este diario, donde se menciona cuáles serían los créditos que se caen: los programas de Descentralización de Mejoramiento de la Educación Secundaria –Prodyme–, de Bosques, de Caminos Provinciales, de Protección a las Inundaciones y todos lo demás que están en el Presupuesto Analítico de Recursos y que, como mencionaba la señora diputada Tate, suman 78 millones de pesos.


Si esta plata no va a entrar, la diferencia entre los recursos y los gastos ya no va a dar un superávit de 2 millones de pesos; va a dar un déficit de más de 80 millones de pesos, pensando que la Nación va a cumplir con las expectativas de la Provincia, por una inflación estimada en el 45 por ciento y un crecimiento en la actividad económica del 3 por ciento anual, cosa que no está reconocida ni remotamente por los organismos internacionales.


Entonces, nos preocupó mucho esto, para que la gente no se sienta engrupida, porque la crisis es terrible y mientras no haya una reactivación en la economía todos estos números van a estar un poco dibujados. Dibujados para el cumplimiento de algún compromiso, porque decir “estamos con un déficit cero o con un pequeño superávit de 2.500.000 de pesos; Santa Fe ha cumplido” –sin tener en cuenta que tenemos un arrastre de 100 millones de pesos atrás y que vamos a tener otros 100 millones de pesos, con estos otros créditos que se han caído, por el default en la Argentina–, sería lo mismo que yo no pague el teléfono este mes y que al mes siguiente dijera que estoy al día con las cuentas.


Y encima de que se menciona hasta en el Mensaje que este Presupuesto no va a necesitar financiamiento externo, le estamos dando autorización para que se paguen esos 100 millones de pesos, incrementando el endeudamiento de la Provincia. De algún lado tiene que salir la plata, obviamente, yo no voy a cerrar los ojos ante una realidad; lo que no quiero es que se me diga que estamos en superávit, cuando no lo estamos.


Me preocupó también por qué había subido tanto el gasto. En la Planilla de Composición por Jurisdicción del Gasto hay dos rubros que subieron significativamente: la Secretaría de Hacienda y Finanzas, de 4,76 a 6,10 por ciento; el servicio de la deuda pública, de 2,17 al 5,28 por ciento. Es posible –pensaba yo– que se repita lo que ocurrió este año con la renegociación del crédito internacional, que se pagó a valor dólar mercado; y en la Ley Complementaria del Presupuesto nos dan un indicio de que puede llegar a ser así.


Aparte de eso, se condena a todas las comunas que han sacado préstamos para la compra de maquinarias por medio del Promudi, inquietud que se vio reflejada en un pedido de informes de la señora diputada Guido de Nirich, que habíamos firmado en la Comisión de Presupuesto y Hacienda, porque el artículo 31 que menciona la Ley Complementaria dice: ”Los importes que deba atender el Tesoro Provincial por ejecución de garantías serán recuperados por el procedimiento de la siguiente manera: cuando la obligación estuviera constituida en moneda extranjera, las divisas pagadas se convertirán a moneda nacional, al tipo de cambio vendedor, al Banco de la Nación Argentina vigente, al día del recupero, con más la tasa de interés Libor, más tres puntos por cargo administrativo”.


O sea que sólo hay un reconocimiento de que las deudas del Promudi, si es que la Provincia va a ejecutar en algún momento dado a los municipios que no pagan, van a ser al dólar libre, lo que traerá aparejado que vamos a tener que poner una cajita a la entrada de la Casa de Gobierno para que todas las comunas vayan a depositar las llaves, cuando cierren las respectivas administraciones.


Se mencionaba aquí –y también lo tengo que relacionar con el aporte del Tesoro Nacional o con la Coparticipación– el reconocimiento que se ha hecho ya hace varias administraciones, para el sostenimiento del déficit de la Caja de Jubilaciones. En el año 2003 la Nación se compromete a aportar 90 millones de pesos, que no es otra cosa que el 75 por ciento del déficit. Y tal vez con esto despejo la duda que tenía el señor diputado Cecchi, de por qué ha crecido en forma alarmante el Presupuesto de la Caja de Jubilaciones. ¿No será para que la Nación ponga unos pesitos más de esta deuda que tiene que compensar con la Provincia, de alguna forma, por medio del convenio que se firmó? Porque la Caja todavía no nos ha contestado el pedido de informes en el cual pedimos una proyección del déficit y todas las actuaciones nuevas, más todas las jubilaciones que se otorgaron y los expedientes viejos que se fueron sacando.


Pero hay un hecho de singular importancia, que el otro día se lo mencioné al contador Asensio, cuando vino a la Legislatura: la emergencia previsional vigente y prorrogada en la Provincia de Santa Fe recauda más de 50 millones de pesos, que sumados a los 90 millones de pesos que aporta la Nación permiten que prácticamente estemos cubriendo el ciento por ciento del déficit de la Caja de Jubilaciones. Si cuando se sancionó la nueva Ley de Jubilaciones Policiales, el Poder Ejecutivo hubiera cumplido con el desglose de las contabilidades, obviamente, los empleados públicos y los jubilados podrían hoy tener liberado sus ingresos, por la cancelación o por la derogación de las retenciones de la emergencia previsional. Porque la Caja Policial, Ley Nº 11.530, tiene 101 millones de pesos impagos por prestaciones y recauda solamente 48 millones de pesos, o sea que los empleados públicos y los jubilados de la Provincia están subvencionando el Sistema de Seguridad, por lo pronto, o la Ley de Retiros Policiales, si se quiere analizar de esa forma. Porque forma parte del Sistema de Seguridad, al tener el agente policial la posibilidad de retirarse, antes de cumplir con los años establecidos para el resto de la administración.


Nos llamaba también la atención –lo decía la señora diputada Tate– el crecimiento en los empleados públicos: 1794 agentes más. Tal vez esté justificado, porque muchos de ellos son del Ministerio de Salud; quizás corresponden a las guardias médicas, que se han puesto como empleados permanentes, pero no lo sabemos, porque todavía nos falta la información o no la hemos podido analizar, pero creo que es necesario aclararlo.


También creo que vale la pena aclarar –como lo decía el señor diputado Cecchi– que en el año 2001 el Poder Legislativo tenía 1.552 empleados y ahora tenemos 1.015 para este Presupuesto. Creo que vale la pena el ejemplo, porque la actividad política está muy castigada y, en este caso, creo que se han hecho los deberes medianamente bien.


No quiero dejar pasar algunos artículos puntuales de la Ley de Presupuesto que llaman un poco la atención. Como se mencionaba también hoy en el recinto, por ejemplo, los fondos que vienen con afectación específica y que a raíz de la autorización nacional ya prácticamente no van a ese destino, sino muy poco dinero de ellos; debo tener anotadas las cifras por acá, pero no vale la pena mencionarlas.


Pero hay algo que llama más la atención, todavía. El artículo 33 de la ley establece que “los gastos de funcionamiento, incluidas las remuneraciones del personal y equipamiento de la Dirección Provincial de la Vivienda, se atenderán con recursos provenientes de recuperos de préstamos otorgados”. Con relación a los préstamos que vinieron, se hicieron las casas con fondos nacionales o con fondos de la Provincia afectados, pero el recupero es para seguir haciendo casas, porque si no esto sería una liberalidad retroactiva. Yo no sé cuánto es el monto de los préstamos que están pendientes, pero no se puede atender los gastos de funcionamiento de la administración central con el recupero de fondos que venían con un fin específico. Me parece que es un error que hubiera podido haberse subsanado, si nos hubieran dado la oportunidad de hacerlo en el Presupuesto, como se hubieran podido subsanar también todos aquellos artículos que modifican la legislación de fondo y que –como decía la señora diputada Tate– están expresamente prohibidos por la Ley de Contabilidad.


Discutimos durante una hora y media o dos sobre la legalidad del dictamen, sobre la legalidad de esta sesión, y ahora no discutimos, pero pesa sobre la cabeza del Presupuesto, la inclusión de todos estos artículos que van contra la Ley de Contabilidad.


Obviamente, el tema del Sisvial –que mencionaba el señor diputado Cecchi– también nos llama la atención, porque no hay fondos contemplados para él, y si el año pasado ingresaron algunos pocos, fueron a Rentas Generales y no se hizo absolutamente ninguna obra; y eso está perfectamente comprobado.


Tuve especial atención en este tema, por cuanto en el diario de ayer su publicó también que empresas que hacían el servicio de transporte colectivo a la ciudad de Tostado levantaban el servicio. Esta información ya me había llegado telefónicamente, no solamente sobre las empresas que salen de Santa Fe, sino también las que van de Córdoba. Tostado va a terminar aislado, no va a tener forma de comunicarse con el resto de la Provincia, por el deterioro de la capa asfáltica.


Estos fondos que estaban contemplados en el Sisvial, con una licitación que quedó paralizada, ya no alcanzan, ya no se pueden hacer parches; hay que hacer toda una carpeta nueva, incluso hasta el talud nuevo; y de algún lado tiene que salir la plata.


Hoy presenté en la Cámara un proyecto de comunicación, tendiente a que esos fondos sean los del conurbano. Y me decía el contador Asensio el otro día, cuando nos llamaba la atención, con respecto a por qué subían los fondos de la Gobernación: “No, porque ahí están incluidos los fondos del conurbano”. Entonces fui a consultar los gastos de la Gobernación y su Secretaría Privada, y pude comprobar que hay un incremento importante, de 11 millones a 20 millones de pesos. Pero el financiamiento es del Tesoro Provincial; yo no sé dónde están los gastos. 20 millones de pesos más lo de la Secretaría Privada, que son 4 millones más, son 25 millones de pesos contra 11 millones de pesos que había el año pasado. Fue un incremento muy importante, y me parece que la gente de Tostado se merece que salgan los fondos de algún lado, de este incremento o de los fondos del conurbano, para volver a tener la comunicación con la provincia.


Posiblemente, algunas consideraciones hagamos en particular y también con respecto a la Ley Complementaria del Presupuesto, pero ya estamos adelantando nuestro voto negativo a este proyecto de Presupuesto. Nos hubiera gustado acompañarlo, si hubiera sido tan transparente y no se hubiera tratado con tanta liviandad, y con los riesgos que trajo aparejados esta situación de la Lotería, que puso de manifiesto el señor diputado Cecchi. Lamentablemente no se pudo hacer, por lo que vamos a votar en contra, juntamente con la Ley Complementaria, que no es otra cosa que borrar con el codo lo que se escribió con la mano.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Señor presidente: juntamente con el señor diputado Bullrich habíamos proyectado la tarea de dividir el análisis acelerado del Presupuesto, pero para tranquilidad de los señores legisladores, a esta altura advierto que, necesariamente, voy a abreviar de manera sustancial mi intervención.


Me voy a limitar, simplemente, a algunas cuestiones esenciales que, creo, vienen a ratificar las características que tiene este Presupuesto porque, después de todo, después de haber escuchado la gravísima y espectacular revelación de hechos vinculados con la Lotería que formuló el señor diputado Cecchi, todo parece que se ha minimizado en este Presupuesto. Pero no obstante, algunas consideraciones que hasta ahora no se han hecho creo que merecen ser expuestas.


El otro día, cuando asistimos a la reunión con el señor Ministro de Hacienda y Finanzas en la Cámara de Senadores, le preguntamos si iba a mandar el Poder Ejecutivo algún Mensaje ampliatorio, para regularizar el Presupuesto, porque de acuerdo con el Cuadro III Comparativo Jurisdiccional del Gasto, la propia información oficial dice: “Un Presupuesto aprobado de 3.176 millones de pesos tiene una proyección ajustada de 3.200 millones de pesos”. Es decir, hay una diferencia de casi 24 millones de pesos que no se puede arreglar mediante la Ley Complementaria, sino que necesariamente requiere, a nuestro entender, un proyecto ampliatorio por parte del Poder Ejecutivo, para atender ese mayor gasto.


El señor Ministro nos dijo que iba a analizar nuestra inquietud y que nos iba a dar una respuesta. La respuesta no llegó, como no llegaron los informes que nos prometió.


Pero de cualquier manera, señor presidente, para que no haya sorpresas y para que se entienda la tarea de colaboración que hacemos desde la oposición, volvemos a pedir que se analice esta situación. No vaya a ser que por no mandar el Mensaje ampliatorio para regularizar el Presupuesto, se incurra en alguna malversación.


Se hizo una referencia a los déficit del Presupuesto. El Presupuesto del año 2001 tenía previsto un déficit de 97 millones de pesos; en el Presupuesto ejecutado, aproximadamente, según nos dijo hace dos meses el hoy Ministro contador Asensio, fue de 240 millones de pesos.


El déficit del Presupuesto del año 2002, previsto en 18.800.000 pesos, según el mismo Ministro, ascendería a más de 100 millones de pesos.


Al del año 2003 se lo presenta con un superávit de 2 millones de pesos. Recién lo dijo el señor diputado Bullrich: para nosotros, como mínimo, va a arrojar un déficit de 80 millones de pesos.


Y seguir acumulando déficit significa seguir generando deudas, y la deuda, según el Ministro Asensio, asciende a 850 millones de dólares, más 350 millones de pesos, más los juicios terminados con sentencia, que no se sabe qué montos significan, más los juicios en trámite que, necesariamente, el Estado va a perder, porque en la más elevada proporción obedecen a actos de arbitrariedad, que van a significar sentencias en contra de los intereses del Estado, que no sabemos, en definitiva, a cuánto van a ascender.


Por lo tanto, los 3.225 millones de pesos a los que llegó la señora diputada Tate, me parece que son sustancialmente inferiores, si tomamos única y exclusivamente la información oficial.


Y hablando del déficit y de la deuda que el déficit genera, ¿cuál es el rubro que proporcionalmente más ha aumentado en el Presupuesto? ¿Son los gastos que debe atender Promoción Comunitaria, como consecuencia del estado de necesidad? ¿Son los gastos de Salud? ¿O los mayores recursos que deben destinarse a Educación? 
¡No, señor presidente! El rubro que más incremento registra es el de los Servicios de la Deuda, que de 72.420.000 pesos pasa a 190.170.000 pesos, el 162,59 por ciento. ¡Evidentemente, algo anda mal!


Otro dato importante para medir el grado de eficiencia de la administración, es que cada vez dependemos más de los recursos nacionales: del 57,31 por ciento que representaban sobre el total de los recursos del Ejercicio 2002, se pasa al 62,71 por ciento en este Presupuesto. Es decir, la dependencia de la Coparticipación Nacional creció en un 5,73 por ciento, lo que desde ya, de por sí, es más que preocupante.


En esta Cámara, donde muchos legisladores legítimamente preocupados traducen sus inquietudes en proyectos de declaración de utilidad pública de inmuebles sujetos a expropiación, apuntando a nuevas escuelas, a establecimientos asistenciales y a tantas otras cosas, nosotros no hemos encontrado por estas horas de búsqueda afanosa cuál es el monto de la partida destinada a expropiaciones para satisfacer, por lo menos, algunas de las tantas leyes que se aprobaron, diciendo que se iban a expropiar determinados inmuebles porque el Poder Ejecutivo iba a destinar los fondos para ello. Si alguno encontró la Partida destinada a expropiaciones, le agradeceríamos desde ya la información.


No podemos dejar de transmitir nuestra preocupación, después de haber escuchado al señor diputado Paganini, cuando reflejaba o cuando informaba que las pautas inflacionarias previstas, conforme lo estipula la Nación, se hacían con un índice inflacionario del 45 por ciento, previsto para el año próximo.


Preguntamos –y hubiésemos querido escucharlo al Ministro o tener la información–: si esta es la pauta inflacionaria, más lo que hubo, ¿se estará pensando en alguna previsión, para paliar la brutal depresión de los salarios?


Por último, señor presidente –tal como lo señaló también el señor diputado Bullrich–, reiterando una posición de siempre, tenemos que manifestar nuestra oposición a la Ley Complementaria del Presupuesto, este eterno instrumento a que apelan los poderes ejecutivos en esta Provincia de Santa Fe, no obstante que teóricamente dicen que hace a la buena administración aprobar el Presupuesto y modificarlo por ley, cuando corresponda modificarlo, y no seguir usando este cheque en blanco, para modificar por propia decisión los presupuestos que aprueba la Legislatura que, en definitiva, no sirven para nada.


Lo consagraban en el proyecto de Ley de Administración y Control; decían que nunca más iba a haber Ley Complementaria, y aunque la Ley de Administración y Control no se haya sancionado, ¿qué inconveniente existía para suprimir la Ley Complementaria del Presupuesto y ajustarnos a pautas más correctas, que apuntaran a una mejor administración?


Pueden modificar el Presupuesto, el Poder Ejecutivo, el Poder Judicial, el Poder Legislativo, el Tribunal de Cuentas, la Defensoría del Pueblo.


¿Para qué sirve el Presupuesto? o ¿qué atenta contra el regular funcionamiento del Gobierno, el hecho de que si hay que modificar los presupuestos, se lo haga como corresponde, mandando los mensajes a la Legislatura, si acá, en las Cámaras de Diputados y Senadores, tienen asegurados los votos suficientes para aprobar las modificaciones que se propongan y que hagan al interés del Poder Ejecutivo?


Sin ninguna duda, seguir abusando de la Ley Complementaria no contribuye a la proclamada transparencia.


Sin perjuicio de formular algunas consideraciones, que estimamos importantes, en el momento del tratamiento en particular de la Ley de Presupuesto, casi podemos llegar a una conclusión, consecuencia de lo que vimos y de lo que escuchamos esta noche: el Gobierno del “campeón de la buena administración” está haciendo agua. Y encima, han desestimado la contribución de los opositores, porque han roto la convivencia.


¡No les interesa la colaboración; todo lo pueden hacer solos! Les deseamos buena suerte, porque con este Presupuesto, el futuro depende de la buena suerte, y esperemos que la tengan, porque de la buena suerte depende el futuro de los santafesinos.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Estando en consideración en general el proyecto del ley que figura como Asunto Nº 1 del Orden del Día, y que cuenta con dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, si no se hace más uso de la palabra, se va a votar.

· Resulta aprobado.

· En particular, se aprueban los artículos 1º al 17.

· Al ponerse en consideración el artículo 18:

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Quiero hacer una pregunta, señor presidente.


Queremos saber qué cantidad de personal tiene el Túnel Subfluvial, dependiendo de la Provincia. ¿Por qué no figura...?

SR. PAGANINI EÍ "PJPAGANINI, Carlos" .– Le sugiero al señor diputado Favario que hagamos un pedido de informes y yo lo acompaño con mi firma, para conocerlo también.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Muy bien.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Claro, postergamos el tratamiento de este tema en el Presupuesto para cuando llegue la respuesta al pedido de informes. Yo le agradezco la buena voluntad...

· Risas.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– ... pero aprueban el Presupuesto y ...

· Hablan varios diputados a la vez.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Hacemos un cuarto intermedio.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Señor presidente: tampoco van a poder informar, en este mismo artículo, cuántos agentes tiene el Laboratorio Productor de Fármacos Medicinales, dato que tenía que venir incluido, y deben información.

SRA. BRODA EÍ "PJBRODA, Susana" .– Debe haber 33 o 34.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Bueno, le agradecemos la información a la señora diputada. Por lo menos, la diputada nos ha contestado la pregunta que no nos pudo responder el Ministro, ni tampoco se dignó remitirnos la respuesta por escrito. Muchas gracias.


Volviendo al Túnel Subfluvial, señor presidente, preguntamos, y se lo preguntamos también al Ministro: ¿por qué bajan sustancialmente los recursos previstos para el Túnel o provenientes del producido de la explotación del Túnel, cuando el año pasado, la representante de la Provincia, en la contestación al pedido de informes que formulamos con relación a los subsidios repartidos, afirmó que se podían repartir más subsidios que los que estaban previstos en el Presupuesto, porque había mayor recaudación?


Ahora dicen que van a recaudar el 48 por ciento menos de lo que recaudaban antes. Por lo menos, la información es curiosa y merece formular el interrogante. Se lo planteamos al Ministro y estamos esperando la respuesta.


¿Qué significa? Después de haber visto lo que pasó, ¿no tenemos el derecho a pensar que se quiere blanquear menos, para repartir más subsidios?


¿Por qué no se nos respondió?


Creo que era uno de los temas que merecía una respuesta, después de tantas noticias, comentarios y versiones que se dieron, a causa del manejo de los fondos que resultan del producido de la explotación del Túnel, y que merecíamos una contestación.


También vamos a esperar que, aunque sea tarde, llegue la respuesta, porque en esto, al igual que en otras cosas, el principal interesado en aclarar estas situaciones debe ser el Poder Ejecutivo, y debe informársenos cuáles son los motivos, qué situación de fuerza mayor se da, como para prever en este Presupuesto un 48 por ciento menos de los recursos del año anterior. Nada más.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 18.

· Resulta aprobado.

· Se aprueban, sin observación, los artículos 19 al 24.

· Al considerarse el artículo 25:

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Señor presidente: entendemos que esta innovación, motivo del afán recaudatorio del Gobierno, es realmente grave.


Este régimen de recaudación de ingresos brutos, aplicable sobre importes acreditados en cuentas abiertas en entidades financieras por los contribuyentes inscriptos, se trate de cuentas corrientes o de cajas de ahorro, es realmente desafortunado por parte del Poder Ejecutivo.


¿Cuál es el fundamento? Se supone que los depósitos que se encuentran en dichas cuentas derivan, exclusivamente, de ventas gravadas por el Impuesto a los Ingresos Brutos. Y eso significa, lisa y llanamente, un craso error.


Existen en cualquier empresa, en cualquier contribuyente obligado al pago de Ingresos Brutos, depósitos bancarios que no provienen de ventas. Ejemplo: saldos en favor por salarios familiares depositados automáticamente por el Anses; empresas exportadoras que tienen devolución de IVA o reintegro por el fomento a la exportación, etcétera. Cuando le depositen los fondos, le meten la mano en la cuenta y se quedan con la plata, como si fuese un anticipo de los Ingresos Brutos, que en estos casos no se tienen que pagar. ¿Cómo va a operar la retención? ¿Qué van a hacer? ¿Convenios con todas las entidades financieras? ¿Y las entidades financieras, complaciendo al Gobierno, le van a meter la mano en el bolsillo al contribuyente, diciendo: “Le sustraigo de su cuenta el porcentaje que corresponde al adelanto de Ingresos Brutos”?


¿Creen que los bancos van a retener, afectando el derecho de los clientes? Seguramente, estará el Nuevo Banco de Santa Fe, agente financiero de la Provincia que cumplirá al pie de la letra las leyes del Gobierno.


Suponiendo que pudiesen suscribir convenios, ¿cuánto le costaría al Estado? ¡La pretensión es autoritaria, señor presidente, absolutamente inconstitucional, violatoria del derecho de la propiedad consagrado por el artículo 17 de la Constitución Nacional!


¿A estos extremos se debe llegar? No lo podemos entender. Esperemos que se recapacite y que se advierta que determinadas cosas no se pueden hacer, ¡y esta es una de las cosas que no se pueden hacer, por más que levanten todos las manos acá y en el Senado! Porque si en algún momento tiene principio de ejecución, se van a terminar comiendo otra vez la catarata de juicios, que le costará millones de pesos al Estado, y en vez de aumentar la recaudación por Ingresos Brutos, esta va a disminuir.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 25.

· Resulta aprobado.

· Se aprueban, sin observación, los artículos 26 al 29.

· Al considerarse el artículo 30:

SR. ÁLVAREZ, Jorge EÍ "UCRÁLVAREZ, Jorge" .– Pido la palabra.


Señor presidente: tal cual lo adelanté en mi exposición, con relación al artículo 30, que plantea la modificación de la coparticipación del impuesto a los ingresos brutos, vamos a proponer un texto alternativo, para volver a la legislación anterior, que dice textualmente: ”Modifícase el artículo 12 de la Ley Nº 11.123, el que quedará redactado de la siguiente manera: La coparticipación correspondiente a los municipios y comunas en el producido del impuesto sobre los ingresos brutos se efectuará por aplicación del artículo 3º de la Ley Nº 9595.”


Planteo esto y, consecuentemente, la no-votación del artículo 31. Con esto quiero expresar, señor presidente, que si se vota tal como está redactado, el conjunto de los municipios y comunas va a cobrar alrededor de 67 millones de pesos, y si se plantea con la modificación –tal como debería ser y como fue históricamente en la coparticipación de los Ingresos Brutos–, por lo menos, el conjunto de municipios y comunas cobraría un 20 por ciento más.


Por eso aspiro a que, puntualmente, se considere este tema. Sé de la defensa que muchos legisladores del oficialismo hacen con respecto a los municipios y las comunas, lo hemos dicho particularmente en el tratamiento del Fondo de Asistencia Educativa, donde varios han hecho hincapié en este asunto, por eso espero que, por lo menos, algunos integrantes del Bloque Justicialista recapaciten y voten el texto tal como fue planteado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Entonces, hay una propuesta planteada por el señor diputado Jorge Álvarez.

SR. PAGANINI EÍ "PJPAGANINI, Carlos" .– Pido la palabra.


Mantenemos la redacción, tal como está en el dictamen de la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– ¿Proponemos las dos mociones, señor diputado Jorge Álvarez, o no?

SR. D’AMBROSIO EÍ "BRAD’AMBROSIO, Ángel" .– Pido la palabra.


Quiero dejar constancia de que nuestro bloque respalda la propuesta del señor diputado Jorge Álvarez.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En primer lugar, se va a votar el artículo 30, tal como se encuentra redactado.

· Resulta aprobado.

· Se aprueban, sin observación, los artículos 31 al 39.

· Al considerarse el artículo 40:

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Quiero formular una pregunta, destinada a mis compañeros integrantes de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, porque es uno de los temas que, seguramente, se habrá analizado para formular el dictamen.


En este artículo... Perdón, estamos considerando...

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El artículo 40.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .–¿Del dictamen que tengo aquí, en mi banca?

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Sí, señor diputado.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Perfecto.


Se asignan 12.500.000 pesos para el Fondo destinado al pago de sentencias judiciales firmes. Pregunto: ¿cuánto es el monto exacto de las sentencias, con liquidaciones ciertas y aprobadas?

SR. D’AMBROSIO EÍ "BRAD’AMBROSIO, Ángel" .– Me parece que lo van a acompañar en otro pedido de informes.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pregunto: ¿no hay un informe de Fiscalía de Estado?


Pregunto, ya que no me pueden dar el monto exacto, ¿tienen un monto estimado de cuánto es lo que se debe por sentencias judiciales firmes?

SR. D’AMBROSIO EÍ "BRAD’AMBROSIO, Ángel" .– Pido la palabra.


Le quiero llevar una dosis de tranquilidad al señor diputado Favario, además, demostrativa de la generosidad presupuestaria.


Yo no puedo contestar, naturalmente, con exactitud, pero le señalo que un informe oficial de deudas por juicios establecía, al 10 de diciembre de 1999, por cuestiones sometidas a Fiscalía de Estado, organismos descentralizados, Banco Santa Fe Sapem y Empresa Provincial de la Energía la suma de 395.513.962 pesos. No es una cifra exacta, es simplemente un indicio.


Al margen de esto, el informe se completaba con estos datos alentadores: “La Caja de Jubilaciones no ha remitido información. Con respecto a los juicios, Fiscalía de Estado informa que existen aproximadamente otros 4.000 juicios sin valorizar y la Dirección Provincial de la Vivienda señala 54 juicios sin cuantificar”.


Duerma tranquilo, señor diputado Favario.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– No, yo voy a dormir tranquilo. Los que me parece que no van a dormir tranquilos van a ser quienes tengan que afrontar después los nuevos juicios, a causa de la irrisoria suma destinada al pago de juicios por sentencia judicial firme si, por lo menos, se aproxima a los montos que indicó el señor diputado D’Ambrosio, que desde la oposición y sin información remitida, parece que tiene más conocimiento de la realidad que el que tienen los señores diputados del oficialismo, que suscribieron el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, desconociendo una cuestión tan elemental como esta. Porque, por lo menos, cuando se determina la inclusión de una cifra, tiene que estar en relación con el monto de lo que se debe.


Y además, señor presidente, fíjese que este artículo 40 que estamos considerando, en el tercer párrafo nos remite al artículo 2º de la Ley Nº 12.036, y este nos lleva al artículo 68 de la Ley Nº 11.672. Y el artículo 68, al que remite la propia Ley de Presupuesto, dice: “En caso que el Presupuesto correspondiente al ejercicio financiero en que la condena debe ser atendida carezca de crédito presupuestario suficiente para satisfacerla, el Poder Ejecutivo Nacional deberá efectuar las previsiones necesarias, a fin de su inclusión en el ejercicio siguiente, a cuyo fin las jurisdicciones y entidades demandadas deberán tomar conocimiento fehaciente de la condena, antes del día 31 de julio del año correspondiente al envío del proyecto, debiendo remitir a la Secretaría de Hacienda del Ministerio de Economía e Infraestructura, con anterioridad al 31 de agosto del mismo año, el detalle de las sentencias firmes, e inclusive en el citado proyecto, de acuerdo con los lineamientos que anualmente la citada Secretaría establezca para la elaboración del Proyecto de Presupuesto y Administración Nacional”. 


El detalle a que se obligaron por la ley que ustedes mismos sancionaron no existe. ¡Acá nadie sabe nada! ¡Total, se enteran de las sentencias en contra, y siguen bicicleteando el cumplimiento de las deudas! Alguno va a venir, para que las pague.


Reiteramos lo que ya dijimos en otra oportunidad, señor presidente: estas disposiciones y este artículo 40 de hoy serán una fuente inagotable de juicios, para que le sigan cobrando más dineros al Estado y para que después nos asustemos de la industria del juicio, que hacen los ciudadanos, no los abogados, que están reclamando el legítimo cobro de sus acreencias, que el Estado no les paga.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 40, tal como se encuentra redactado.

· Resulta aprobado.

· Al considerarse el artículo 41:

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Pregunto, señor presidente, cuando el último párrafo hace referencia a la cancelación de otras deudas emergentes de condenas judiciales o reconocimientos administrativos firmes, ¿a qué otras deudas emergentes de condenas judiciales o reconocimientos administrativos firmes se refiere el artículo?


Pregunto: ¿cuáles son esas deudas?, ¿se tiene idea del importe? ¿Por qué se abre –y es otra pregunta, que surge de nuestro afán de esclarecernos– otra puerta para cancelar deudas, si ya está previsto el procedimiento en el otro artículo?


Si no hay respuestas, terminé.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 41, tal como se encuentra redactado.

· Resulta aprobado.

· Al considerarse el artículo 42:

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


El artículo 42, señor presidente, incluye un crédito de un millón de pesos ($1.000.000) en la Jurisdicción 91-Obligaciones a cargo del Tesoro, con destino exclusivo a la atención de allanamientos o transacciones que Fiscalía de Estado realice por autorización del Poder Ejecutivo...”, etcétera.


¿Qué significa este millón de pesos para la Fiscalía?


¿No será destinado al pago de los honorarios de los favorecidos por la discrecionalidad de la Fiscal? Y no me digan que lo va a autorizar el Poder Ejecutivo, porque el Poder Ejecutivo no maneja los juicios, y no le vamos a endilgar nosotros desde la oposición, en este caso, responsabilidades al Poder Ejecutivo.


¿O será en los juicios tercerizados, que desde la Fiscalía de Estado van a aconsejar que hay que transar los juicios? ¿Qué es esta facultad por la cual graciosamente disponen de un millón de pesos, para que la Fiscal disponga la transacción de los juicios? Nos parece que se hubieran tenido que adoptar otros criterios, con otros controles. Nada más, señor presidente.

SR. PAGANINI EÍ "PJPAGANINI, Carlos" .– Pido la palabra.


Sólo a nivel de comentario, señor presidente, agregaré que las deudas en total, es cierto, rondan los 300 millones de pesos, para hacer un paquete con todo, porque un criterio de prudencia en la asignación de recursos cree válida esta alternativa que estamos votando, de asignar un monto fijo de 12.500.000 pesos, si es que se dispone solamente de los valores nominales de recursos que estamos aprobando en el Presupuesto.


La autorización para la emisión de nuevos bonos corresponde a deudas con contratistas cuyos pagos, posiblemente, se puedan asumir y arreglar en bonos.


Y el millón de pesos para las transacciones que podrá llegar a hacer Fiscalía de Estado es, precisamente, para finiquitar juicios en trámite, que la Asesoría Legal del Estado –en cuyo asesoramiento se supone que el Estado, como tal, debe confiar– proponga cancelarlos como válidos y adecuados a una mayor economía para sus arcas, con arreglos previos a la terminación del juicio.


Esos son los motivos que dan por sentada la posición del Bloque Justicialista, por lo cual va a aprobar los artículos, tal como están redactados por la Comisión de Presupuesto y Hacienda.

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Le agradezco la información al señor diputado Paganini, porque al menos, nos sirve para agregar otros 300 millones de pesos más en la deuda del Estado, que ahora ha reconocido el señor diputado y que antes, cuando hicimos la manifestación, teníamos en blanco porque no sabíamos cuáles eran los juicios terminados. Seguramente, deben ser más de los 300 millones, tal como adelantó el señor diputado D’Ambrosio.


En lo demás, con respecto a la explicación, señor presidente –y no quiero utilizar un término que pueda molestar al señor diputado, por quien siento especial afecto–, la información rudimentaria con que se cuenta para sostener la aprobación de estos artículos es, realmente, para mayores preocupaciones.


Y le reitero lo que dije recién: yo no estaría tan tranquilo, dando esta facultad para transar juicios a los abogados que han sido contratados por la Fiscalía, sin abrir ninguna sospecha sobre cada uno de ellos, a los que ni tan siquiera conozco, ni sé quiénes son. Pero me parece, señor presidente, que esta es una cuestión delicada y que la autorización para transar juicios, como siempre ha ocurrido en el Estado, debe tener otras garantías, otros controles y otras exigencias.

SR. D’AMBROSIO EÍ "BRAD’AMBROSIO, Ángel" .– Pido la palabra.


Por supuesto que compartimos las valoraciones que ha hecho el señor diputado Favario, pero la sinceridad del señor diputado Paganini, que nos hace sumar 300 millones más, me hace pensar que este es el momento apropiado para hacer un breve comentario, señor presidente.


En el día de hoy, el Gobernador de la Provincia, en un discurso que, al menos, debo calificar como infortunado, al hablar de sus tres años de gestión introdujo un párrafo –en la versión que tenemos por escrito lo dice de una forma y en la versión del diario El Litoral de otra, pero conceptualmente es lo mismo– que sin duda se está refiriendo a nosotros, a los que nos hemos preocupado por el tema de la deuda de la Provincia, a quienes nos manda a analizar provincias correligionarias, en un lenguaje que es impropio de un jefe de Estado, pero que explica ciertas cosas.


Si él cree que hay provincias “correligionarias” y provincias “compañeras”, empezamos a entender por qué trata a muchos municipios y comunas como “compañeros” y a otros como municipios y comunas “correligionarios”. Pero al margen de eso, comete la torpeza, en la versión que publica el diario El Litoral, de decir que algunos de los que han cuestionado esas deudas son los que lo han acompañado para fotografiarse, mientras inauguraban algunas escuelitas o cosas así.


Como a usted le consta, señor presidente, soy un perpetuo ausente en todos los actos públicos. No tengo ni seguramente tendré ninguna foto con el Gobernador, salvo que él quiera fotografiarse conmigo. ¿Y sabe por qué no voy a los actos públicos? Porque a esta altura, los palcos y las cintas me dan mucha vergüenza.

SR. PRESIDENTE (Hammerly) – Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 42, tal como está redactado.

· Resulta aprobado.

· Se aprueba, sin observación, el artículo 43.

· Al considerarse el artículo 44:

SR. FAVARIO EÍ "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Señor presidente: el artículo 44 viene a tornar prácticamente imposible la promesa que el señor Gobernador Carlos Reutemann anunció el 8 de septiembre del año 2000, en oportunidad de conmemorarse el Día de la Industria, en un acto celebrado en la ciudad de Firmat, en el que prometió la eliminación progresiva de los aportes patronales que gravan a la industria, al punto de que en el año 2003 habrían de desaparecer.


Tengo algunas de las publicaciones del día siguiente: “Reutemann eliminará los aportes patronales que gravan a la industria”; “La Ley Nº 5110 afecta a la producción”; “El Gobernador dio algunas pistas sobre el proyecto de desgravación fiscal que anunciará el viernes próximo”.

El Ministro Asensio informó el otro día que la intención del Gobierno es mantener la desgravación en el límite del 66 por ciento, al que se llegó mediante la desgravación del 33 por ciento del año 2001, el 33 por ciento del año 2002 y que ahora debía terminar con la eliminación del gravamen.


Hoy parece que se va a cumplir la promesa de la eliminación de este gravamen o, mejor dicho, si no se hubiese incluido este artículo, hoy se podría celebrar que se va a concretar el anuncio formulado por el Gobernador, en aquel acto de septiembre de 2000.


Para algunos empresarios ingenuos, que generalizan la crítica contra los políticos, que dicen que tenemos doble discurso, salvándolo al Gobernador, del que dicen que no es político, acá, en este tema de la eliminación del gravamen de la Ley Nº 5110, anunciada con bombos y platillos, celebrada por los empresarios que levantaban la copa de champagne, ¿qué pasó? ¿No hay, en este caso, un doble discurso? ¿No hay un doble discurso?


No lo voy a crucificar al Gobernador, señor presidente, porque no cumplió la promesa que hizo en septiembre de 2000. Simplemente, voy a señalar un hecho objetivo de la realidad: en la política todos tenemos aciertos y errores.


Todos nos equivocamos, no hay ninguno que no se equivoque. No hay políticos que cayeron del cielo para ser mejores que otros políticos.


Algunos podrán ser mejores, en función de comportamientos y de conductas, es verdad. Pero a veces, no se puede hacer milagros en la política, y ciertos ingenuos creen que algunos que están en la política son capaces de hacer milagros.


Aquí quedó demostrado, señor presidente, que la política es el arte de lo posible y que muchas veces se quieren hacer cosas que no se pueden hacer.


Que estos empresarios, que celebraban levantado la copa de champagne, sepan, en definitiva, que la realidad está por encima de las palabras de los políticos.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 44, tal como se encuentra redactado.

· Resulta aprobado.

· Al considerarse el artículo 45:

SR. ÁLVAREZ, Jorge EÍ "UCRÁLVAREZ, Jorge" .– Pido la palabra.


Antes de que este proyecto se comunique al Poder Ejecutivo, voy a proponer un par de artículos.


En primer lugar, comparto totalmente lo que expresaba recién el señor diputado Favario, y atento a la gravedad que se plantea con el artículo que se ha incorporado, eliminando esta exención a partir de enero de 2003, propongo un artículo que dice: “Derógase el último párrafo del artículo 30 de la Ley Nº 11.876”.


Este plantea, puntualmente, que para gozar de la desgravación parcial existente hoy se tiene que estar al día, al fin del año anterior. Atento a que se ha votado el artículo anterior, por eso planteo la incorporación de este artículo.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el artículo 45 propuesto por el diputado Jorge Álvarez.

· Resulta negativa.

SR. ÁLVAREZ, Jorge EÍ "UCRÁLVAREZ, Jorge" .– Pido la palabra.


Espero tener más suerte en el último.


En el Presupuesto del año pasado se incorporaron dos artículos, que recibieron en su momento el rechazo de la mayoría de los intendentes y presidentes comunales y las manifestaciones de los distintos foros de intendentes y presidentes comunales. Incluso, muchos legisladores, después de que se sancionaron se dieron cuenta de lo que significaban los artículos que habían votado, y coincidían en que no se hubieran tenido que aprobar.


Esto determinó, cuando se modificó, que no se podía deducir más el 15 por ciento el derecho de registro de inspección, sino que no tenía que ser mayor al 10 por ciento, y que si no se estaba al día, no se podía deducir. Esto causa un claro perjuicio al conjunto de los municipios y comunas.


Por eso, puntualmente, voy a plantear un artículo que diga: “Deróguense los artículos 5º y 6º de la Ley Nº 12.015”. Y reitero, espero tener mayor acompañamiento.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración, como artículo 45, la propuesta del señor diputado Jorge Álvarez, tal como la acaba de mencionar, y la propuesta de Presidencia, por el artículo de forma.


Los que levantan la mano lo hacen por la propuesta del diputado Jorge Álvarez y los que no, por el artículo de forma.

· Resulta aprobado el artículo de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto queda aprobado en general y en particular, y se comunica al Senado.

SR. BULLRICH EÍ "PDPBULLRICH, Miguel" .– Es más barato.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Gracias, diputado Miguel Bullrich, presidente de la “comisión reglamentarista”.

6.2 Ley Complementaria del Presupuesto 2003

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 2.

· Se lee:
Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 10.650 PE – Mensaje 2553), Ley Complementaria del Presupuesto General de Gastos y Cálculo de Recursos para el Ejercicio 2003; atento a que se cuenta con los dictámenes de las comisiones de: Agricultura y Ganadería, Asuntos Comunales, Asuntos Constitucionales y Legislación General, Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión, Cultura y Medios de Comunicación Social, Educación, Industria y Comercio, Obras y Servicios Públicos, Promoción Comunitaria, Salud Pública y Asistencia Social, Seguridad Social, Transporte, Vivienda y Urbanismo, y luego de los estudios realizados y las razones que oportunamente dará el miembro informante, esta comisión os aconseja le prestéis aprobación al texto sin modificaciones, remitido por el Poder Ejecutivo, que a continuación se transcribe:

 EÍ "zlLey Complementaria del Presupuesto 2003" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

CAPITULO I: DE LA ESTRUCTURA DEL PRESUPUESTO

Artículo 1º – La estructura del Presupuesto General de la Provincia contendrá básicamente las clasificaciones institucional, por finalidades y funciones, por fuente de financiamiento, programática, económica, por objeto del gasto y por rubro, para los recursos y erogaciones según corresponda a cada uno de ellos.


El Poder Ejecutivo dispondrá la apertura y desagregación de las clasificaciones enunciadas.

CAPITULO II: DE LAS MODIFICACIONES AL PRESUPUESTO

Artículo 2º – Facúltase al Poder Ejecutivo a modificar los rubros de recursos, erogaciones, erogaciones figurativas y aplicaciones financieras del Presupuesto de la Administración Pública Provincial en la medida que sea indispensable para el desenvolvimiento de los servicios y que el comportamiento esperado en la percepción de los recursos permita garantizar su atención, sin alterar el resultado financiero del cuadro de ahorro-inversión-financiamiento, o en su caso con destino a la atención del servicio de la deuda.


Las disposiciones que se adopten por aplicación del presente artículo deberán ser comunicadas a las HH. CC. Legislativas dentro de los quince (15) días posteriores a su dictado.

Artículo 3º – Facúltase al Poder Ejecutivo a disponer la ampliación del Presupuesto en el Cálculo de Recursos con Afectación Específica y Erogaciones, cuando se produzca una recaudación mayor que la presupuestada o cuando lo realmente efectivizado y su proyección asegure una recaudación superior a la estimada en el cálculo original. Respecto de los recursos afectados de origen provincial, deberá estarse a las normas contenidas en el artículo 25 de la Ley Nº 11.696 de Emergencia Económica, Financiera y Previsional.

Artículo 4º – Facúltase al Poder Ejecutivo a modificar el Presupuesto General habilitando las partidas específicas por la incorporación de recursos no previstos en el mismo que surjan de la aplicación de leyes provinciales.

Artículo 5º – Autorízase al Poder Ejecutivo a modificar el Presupuesto General incorporando las partidas específicas necesarias o incrementando las ya previstas, cuando deba realizar erogaciones originadas por la adhesión a leyes, decretos y convenios nacionales de vigencia en el ámbito provincial.

Artículo 6º – Para las erogaciones correspondientes a servicios requeridos por terceros que se financien con su producido, el Presupuesto podrá ajustarse en función de las sumas que se perciban como retribución de los servicios prestados.

Artículo 7º – Facúltase al Poder Ejecutivo a disponer modificaciones en los Presupuestos de Organismos Descentralizados, Instituciones de Seguridad Social y Empresas y Sociedades del Estado, las que se condicionarán a las siguientes pautas:


a) En aquellos entes en los cuales sus presupuestos de erogaciones se equilibren con las estimaciones de recursos y el financiamiento neto destinados a atenderlos, los ajustes no deben alterar el resultado presupuestario obtenido ni aumentar el Uso del Crédito autorizado, excepto el destinado a los rubros presupuestarios de la "Inversión Real".


b) Para el caso en que reciban aportes del Tesoro Provincial a los fines de equilibrar sus resultados, podrán realizarse ajustes presupuestarios siempre que el incremento efectivo de sus recursos no conlleve un aumento de los aportes de la Administración Central previstos originalmente, excepto los necesarios para la atención de políticas salariales y proyectos en el Plan de Obras Públicas.


c) Se exceptúan de las disposiciones de los incisos anteriores a la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia, la Administración Provincial de Impuestos, el Servicio de Catastro e Información Territorial y al Instituto Autárquico Provincial de Industrias Penitenciarias (Iapip), en cuyos presupuestos se podrán realizar los ajustes necesarios para el cumplimiento de sus fines.

Artículo 8º – El Poder Ejecutivo podrá disponer ajustes presupuestarios compensados en los rubros de erogaciones, otras erogaciones y erogaciones figurativas de la administración central, organismos descentralizados, instituciones de seguridad social y en las empresas y sociedades del Estado Provincial.

Artículo 9º – El Poder Ejecutivo, las Honorables Cámaras del Poder Legislativo, el Tribunal de Cuentas de la Provincia y la Defensoría del Pueblo, podrán realizar ajustes en sus respectivos presupuestos, así como también podrán disponer modificaciones en sus respectivas Plantas de Personal en la medida que las modificaciones producidas no superen los créditos totales autorizados para las jurisdicciones, ni aumenten el total general de cargos fijados para las mismas, con las limitaciones dispuestas en el artículo 11.


Las modificaciones producidas serán comunicadas al Poder Ejecutivo dentro de los 15 (quince) días posteriores al dictado del respectivo acto administrativo.

Artículo 10 – El Poder Judicial podrá realizar ajustes en su presupuesto debiendo observar el principio de equilibrio presupuestario jurisdiccional. Los mismos deberán ser comunicados al Poder Ejecutivo dentro de los 15 (quince) días posteriores al dictado del respectivo acto administrativo.


Las modificaciones de sus plantas de personal podrán efectuarlas en el marco de las limitaciones del artículo 11.

Artículo 11 – Autorízase al Poder Ejecutivo a modificar la Planta de Personal del Presupuesto vigente con las siguientes limitaciones:

a) No aumentar el total general de cargos fijado para la Administración Pública Provincial.

b) No transferir cargos correspondientes a los Sectores de Seguridad, Servicio Penitenciario y Docente, a otros agrupamientos y/o clases presupuestarias.

c) No superar el crédito total de las partidas de Personal autorizadas para las Jurisdicciones involucradas.

d) La valoración de los cargos que se reduzcan, entendida como Asignación de la Categoría y otros conceptos que conforman la Remuneración del Cargo (Retribución del Cargo), no deberá ser inferior a la de los cargos que se creen.

e) Podrán transformarse cargos docentes en horas cátedra y viceversa no resultando de aplicación la limitación del inciso a) del presente artículo. A tales fines, facúltase al Poder Ejecutivo para establecer por vía reglamentaria la relación de conversión, en tanto exista equivalencia en los créditos presupuestarios en correspondencia con la retribución de los cargos/horas cátedra involucrados como consecuencia de la modificación de planta.

Artículo 12 – En todo proyecto de decreto o de ley que elabore el Poder Ejecutivo en el que directa o indirectamente se modifique la composición o contenido del Presupuesto General vigente o tenga implicancias sobre el Tesoro Provincial tendrá intervención el Ministerio de Hacienda y Finanzas, sin perjuicio de la que le compete al Ministerio, Secretaría u Organismo correspondiente, en concordancia con las normas del artículo 21 de la Ley de Contabilidad, Decreto Ley Nº 1757/56.


Dicha intervención se dará por cumplimentada en el caso en que el gasto proyectado cuente con crédito presupuestario y se encuentre autorizado en la Programación Financiera de Gastos que autorice la Secretaría de Hacienda de la Provincia (artículo 21 de la presente ley).

Artículo 13 – Facúltase al Poder Ejecutivo a delegar en los funcionarios que estime oportuno y competentes, la realización, previo informe de la respectiva Dirección General de Administración o Servicio Administrativo, de modificaciones presupuestarias compensadas.


Dicha delegación de facultades deberá operar en forma conjunta con el Decreto Acuerdo distributivo del Presupuesto Analítico y no alcanzará a aquellas modificaciones que impliquen disminución de la Inversión (Gastos de Capital) en correspondencia con un incremento en las Erogaciones Corrientes. En caso en que, como consecuencia de dicha delegación, se disponga la reducción de créditos correspondientes a la Categoría Programática de “Programa” se deberá contar con informe previo del responsable del mismo autorizando la disminución de créditos.

Artículo 14 – Las modificaciones adoptadas por aplicación del artículo precedente, deberán ser comunicadas dentro de los 5 (cinco) días posteriores a su dictado a la Contaduría General de la Provincia, Dirección General de Finanzas de la Provincia y Tribunal de Cuentas de la Provincia.

Artículo 15 – Las erogaciones a atenderse con recursos afectados a la Categoría Programática de Proyectos, deberán ajustarse, en cuanto a su monto y oportunidad, a las cifras realmente recaudadas, salvo en el caso de erogaciones cuyo ingreso esté condicionado a la presentación previa de certificado de obra o de comprobante de ejecución, en cuyo caso tales erogaciones estarán limitadas a los créditos autorizados.

CAPITULO III - DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 16 – Facúltase al Poder Ejecutivo a transferir al próximo ejercicio los saldos no invertidos en ejercicios anteriores provenientes de recursos percibidos en cumplimiento de leyes, decretos y acuerdos nacionales que tuvieren afectación a gastos determinados y que no fueron erogados en el ejercicio en que se produjo el ingreso pertinente.

Artículo 17 – La facultad conferida por el artículo precedente alcanza a los fondos no invertidos provenientes de donaciones, legados y eventos benéficos que tuvieran afectación específica.

Artículo 18 – En el caso que existan mayores ingresos que los calculados en rubros en los cuales corresponda asignar participación, autorízase a dar por ejecución importes que excedan los originariamente previstos en los créditos destinados a atenderlas.

Artículo 19 – Prohíbese la afectación y traslado del Personal de Seguridad, Servicios Penitenciarios y Docente al desempeño permanente de tareas ajenas a las específicas de Seguridad y Educación. Exceptúase el Personal Docente comprendido en los alcances de la Ley Nº 10.164.

Artículo 20 – La Administración Provincial de Impuestos, las Direcciones Generales de Administración o Reparticiones que cumplan idéntica función, de los tres poderes del Estado Provincial, deberán presentar dentro de los 10 (diez) primeros días hábiles de cada mes, a la Contaduría General de la Provincia y a la Dirección General de Finanzas de la Provincia, la ejecución presupuestaria del mes inmediato anterior discriminando las partidas que se atienden con aportes del Tesoro Nacional y con Recursos Afectados. Contaduría General de la Provincia deberá elevar dentro de los 10 (diez) días hábiles siguientes, el estado consolidado general de la Provincia al Ministerio de Hacienda y Finanzas.

Artículo 21 – A los fines de garantizar una correcta ejecución de los presupuestos y de compatibilizar los resultados esperados con los recursos disponibles, todas las Jurisdicciones y Entidades del Sector Público no Financiero, deberán programar la ejecución financiera de sus presupuestos, las que estarán sujetas a la aprobación del Ministerio de Hacienda y Finanzas.


El monto total de las cuotas de compromiso definitivo fijada para el ejercicio, ajustadas y aprobadas por el Ministerio de Hacienda y Finanzas, no podrá ser superior a los recursos efectivamente recaudados.

Artículo 22 – Facúltase al Poder Ejecutivo –ad referéndum de las Honorables Cámaras Legislativas– a modificar las pautas que determinan el nivel de los recursos no tributarios.

Artículo 23 – Serán nulos los actos administrativos y los contratos celebrados por cualquier autoridad administrativa, aún cuando fuere competente para otorgarlo, si de los mismos resultare la obligación del Tesoro Provincial de pagar sumas de dinero que no estuvieren contempladas en el Presupuesto General de la Administración Provincial. El Estado Provincial no será responsable de los daños y perjuicios que soporte el administrado o contratante de la Administración con motivo del acto o contrato nulo; salvo en la medida que hubiere real y efectivo enriquecimiento. La nulidad podrá ser dispuesta de oficio por la Administración, aún cuando el acto o contrato hubiera tenido principio de ejecución.


Serán igualmente nulos los actos administrativos de cualquier autoridad administrativa, aún cuando fuere competente al efecto, que designe personal en la planta permanente o temporaria de cargos, cuando no existan cargos vacantes y los correspondientes créditos presupuestarios suficientes a tal fin.

Artículo 24 – Los organismos descentralizados autárquicos así como también aquellos en que la Provincia posea una participación en su capital, cualquiera sea su forma jurídica y todos aquellos entes provinciales cuya caracterización figura en el artículo 1° de la Ley Nacional N° 23.696, que elaboren Balances Comerciales, deberán remitirlos al Poder Ejecutivo –Ministerio de Hacienda y Finanzas–, y asimismo elevar sus Presupuestos de Gastos y Cálculos de Recursos y Planta de Personal aún cuando no integren el Presupuesto General de la Provincia. Contemporáneamente deberán elevar idéntica información a las Honorables Cámaras Legislativas.

Artículo 25 – Las deudas del Estado Provincial vinculadas con la relación de empleo público prescriben a los dos años contados desde acaecido el hecho que las origina o desde que se tomó conocimiento del mismo.


Los reclamos administrativos que se encontraren en trámite a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley y no hubiesen tenido actividad alguna en el último año, caducan de pleno derecho.

Artículo 26 – Autorízase al Poder Ejecutivo a liquidar los bonos y/o títulos de origen nacional, cotizables en bolsa o no, que reciba en concepto de pago de deudas y/o aportes nacionales ordinarios o extraordinarios, reintegrables o no, incluidos los que correspondan por acuerdos de compensación de créditos y deudas con el Gobierno Nacional, de conformidad con las disposiciones que establece el Banco Central de la República Argentina.

Artículo 27 – Autorízase al Poder Ejecutivo a refinanciar, consolidar, novar, compensar, transar y documentar deudas y créditos a cargo y/o en favor del Tesoro Provincial con municipios y comunas, y/o sus organismos, así como con particulares, y con el Estado Nacional de conformidad a las normas que correspondan efectuando las adecuaciones presupuestarias pertinentes.

Artículo 28 – El Poder Ejecutivo limitará el pago de deudas del Estado Provincial a los montos previstos en las partidas específicas autorizadas por la Ley de Presupuesto. Las deudas que no puedan ser satisfechas por carecer de los créditos suficientes quedarán sometidas al procedimiento de cancelación autorizado por el artículo precedente.

Artículo 29 – El Poder Ejecutivo no podrá otorgar garantías sobre las obligaciones que contraigan los organismos autárquicos, entes descentralizados, empresas del estado, sociedades del estado e instituciones de seguridad social y todo otro ente en que el Estado Provincial tenga participación total o parcial en la formación de la voluntad societaria y municipalidades y comunas de la Provincia, salvo que cuenten con capacidad para endeudarse expresamente demostrada, debiendo a este fin, contar con informe favorable previo del Ministerio de Hacienda y Finanzas.


Cuando a juicio del Poder Ejecutivo sea necesario garantizar obligaciones de los entes indicados precedentemente que no tengan capacidad de endeudamiento suficiente, se requerirá autorización legislativa.


Queda prohibido garantizar operaciones de terceros distintos a los especificados en este artículo, manteniéndose vigentes las que se hubieran concedido con anterioridad a la sanción de esta ley.

Artículo 30 – En el caso que el Poder Ejecutivo deba responder por las garantías otorgadas, queda facultado para que a través del Ministerio de Hacienda y Finanzas proceda a su recupero en la forma que se indica a continuación, optando por la modalidad compatible con cada situación particular:

a) Débito en las cuentas corrientes a la orden de los entes citados en el primer párrafo del artículo anterior, afectando al ente que resultara responsable. Las instituciones bancarias debitarán de acuerdo con el requerimiento del Ministerio de Hacienda y Finanzas.

b) Retención en las acreencias que los mismos entes tuvieran con la Provincia, cualquiera sea su origen.

c) Iniciar la ejecución judicial inmediata para los terceros comprometidos en la excepción del último párrafo del artículo anterior, para lo cual será informada la Fiscalía de Estado, al efecto de la intervención que le compete.

Artículo 31 – Los importes que deba atender el Tesoro Provincial por ejecución de garantías serán recuperados procediendo de la siguiente manera:

a) Cuando la obligación estuviera constituida en moneda extranjera, las divisas pagadas se convertirán a moneda nacional al tipo de cambio vendedor del Banco de la Nación Argentina vigente al día del recupero, con más una tasa de interés anual igual a la tasa Libor más tres puntos, más cargos administrativos.

b) Cuando la obligación estuviera constituida en moneda nacional, a la suma pagada se le aplicará una tasa de interés y/o actualización, si correspondiere esta última, igual a la máxima aplicada por el Banco de la Nación Argentina para operaciones de adelantos en cuentas corrientes, calculada desde la fecha del desembolso hasta el día de efectivo recupero, más cargos administrativos.

Artículo 32 – Para atender las erogaciones originadas por la ejecución de las garantías otorgadas en los términos de la presente ley, autorízase al Poder Ejecutivo a disponer la apertura de los créditos necesarios en el Presupuesto debiendo dar cuenta de ello a las Honorables Cámaras Legislativas, no rigiendo esta disposición para los casos en que se encontrara pendiente la aprobación legislativa.

Artículo 33 – Establécese que la Cuenta de Inversión en concordancia con la legislación vigente debe contener un detalle informativo de las diversas etapas en la evolución de las garantías durante el año: otorgamiento, liberación, ejecución y recupero o gestión realizada para lograrlo.

Artículo 34 – La modificación de los índices de coparticipación a comunas de impuestos nacionales y del producido del impuesto sobre los ingresos brutos en virtud de ser declaradas ciudad, se producirá a partir del 1º de enero del año siguiente al de vigencia de la ley respectiva.

Artículo 35 – Autorízase al Poder Ejecutivo a retener de los montos que le correspondan a las municipalidades y comunas en concepto de coparticipación de impuestos, los importes de deudas que las mismas mantengan con la Empresa Provincial de la Energía, el Instituto Autárquico Provincial de Obra Social, la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia, Fondo de Asistencia Educativa (FAE) y con cualquier otro organismo provincial, así como también los montos de repetición a contribuyentes, de impuestos que se coparticipan automáticamente.

Artículo 36 – Facúltase al Poder Ejecutivo a retener a municipalidades y comunas, de los montos que les corresponda en concepto de coparticipación de impuestos, los importes de aportes personales y contribuciones patronales a las Cajas de Jubilaciones y Pensiones Provincial y Municipales y al Instituto Autárquico Provincial de Obra Social, conforme a las normas reglamentarias que a tales fines dicte el Poder Ejecutivo.

CAPITULO IV - DISPOSICIONES ESPECIFICAS

Artículo 37 – Autorízase al Poder Ejecutivo a disponer la creación, a integrar y a cooperar con entidades distintas del Estado Provincial, para el cumplimiento de las funciones establecidas en los artículos 16 a 33 de la Ley Nº 10.101, como de competencia de uno o más Ministerios o Secretarías de Estado, cuando estas estén formadas por municipalidades o comunas. El Ministerio o Secretaría de Estado en cuestión mantendrá su competencia material y tendrá participación activa en la misma, pero deberá adecuar sus estructuras para evitar superposiciones con la finalidad de racionalizar recursos de la Administración Central y coordinar programas y políticas que impliquen la competencia de esas áreas.

Artículo 38 – Autorízase al Ministerio de Salud y Medio Ambiente a otorgar subsidios a las cooperadoras de los distintos servicios hospitalarios y a los Servicios de Atención Médica a la Comunidad (Samco) de la jurisdicción, quienes deberán rendir cuenta detallada ante el Ministerio mencionado de las inversiones que realicen, creando para tal fin las partidas correspondientes en "Transferencias para Financiar Erogaciones Corrientes" y "Transferencias para Financiar Erogaciones de Capital", ampliando de esta manera los alcances de la Ley Nº 10.520, en lo que refiere a la distribución del "Fondo de Asistencia para la Salud Pública”.

Artículo 39 – Incorpórase como último párrafo al artículo 20° de la Ley Nro. 10.745, el siguiente texto:


“Las erogaciones que se proyecten deberán respetar principios de equidad respecto al resto de las erogaciones del Ministerio de Salud y Medio Ambiente por lo que, cumplimentado con los objetivos de la Dirección de Bromatología y Química, los excedentes resultantes deberán afectarse a la atención de Programas de Salud, excepto al inciso 1 – Gastos en Personal.”

Artículo 40 – La compra de bienes inmuebles y muebles registrables, que efectúen los ministerios, secretarías, Fiscalía de Estado o los organismos descentralizados dependientes deberán ser autorizados por el Poder Ejecutivo.


Exceptúase de lo dispuesto en el párrafo anterior, los bienes inmuebles afectados para el desarrollo de programas de construcción de viviendas, caminos y canales provinciales, sus ensanches y obras anexas, por parte de las Direcciones Provinciales de Vivienda y Urbanismo, de Vialidad y de Obras Hidráulicas, respectivamente.

Artículo 41 – Autorízase al Poder Ejecutivo a cobrar los pliegos de bases y condiciones para los llamados a los distintos sistemas de contratación.


El citado Poder reglamentará lo dispuesto en el presente artículo.

Artículo 42 – Los agentes de la Provincia, tanto de la Administración Central como de los organismos descentralizados no percibirán sus emolumentos, antes que los mismos hayan sido puestos a disposición de cobro para el inmediato jerárquico inferior.

CAPITULO V - OTRAS DISPOSICIONES

Artículo 43 – Establécese que los remanentes que anualmente se produzcan como consecuencia de la no distribución o distribución parcial (operada como consecuencia de la reglamentación) del Fondo establecido en el artículo 13 de la Ley Nº 10.813, y extensivo al personal del Servicio de Catastro e Información Territorial por el artículo 5º de la Ley Nº 10.921, ingresarán al 31 de diciembre de cada año a Rentas Generales del Tesoro Provincial.

Artículo 44 – Prorrógase la vigencia de la Ley Nº 7866, con excepción de los artículos 1º a 18, 21, 23 a 27, 31, 32, 35 a 39, 41 a 50, 103, 104, 107, 108 y 110.

Artículo 45 – Para el ejercicio 2003, no serán de aplicación los artículos 2 al 14, 24, 26 , 27, 30 (segundo apartado), 50 (segundo párrafo), 61 al 63, 71, 96 al 100 y 110 del Decreto Ley Nº 1757/56 (Ley de Contabilidad) y sus modificatorias y los artículos 20 y 33 de la Ley Nº 5356.

Artículo 46 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Sala de Comisión, 11 de diciembre de 2002.

Paganini – Giardino – Pochettino – Gutiérrez – Venesia – Giorgetti

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar en general.

· Resulta aprobado.

· En particular, se aprueban los artículos 1º al 45; artículo 46, de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, el proyecto queda aprobado en general y en particular y se comunica al Senado.

6.3 Automóvil para la Comisaría de Arocena

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 3.

· Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 10.605 – PJ), autoría del diputado Álvarez, R., por el cual se solicita la provisión de un automóvil a la Comisaría de Arocena, departamento San Jerónimo, a fin de realizar un mejor control y prevención en la jurisdicción. Y atento a los estudios realizados y a las razones que dará su miembro informante, esta comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, el que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:


 EÍ "zcAutomóvil para la Comisaría de Arocena" 
La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, contemple la posibilidad de proveer un móvil a la Comisaría de Arocena, departamento San Jerónimo.

Sala de Comisión, 5 de diciembre de 2002.

Esquivel – Migno – Meotto – Dalla Fontana – D’Ambrosio – Barrera – Strada – Reutemann 

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

· Resulta aprobado.

7 inasistencias

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– La Presidencia recuerda al Cuerpo que el señor diputado Eduardo Zogbi había solicitado en la sesión anterior autorización para faltar a la sesión del día de la fecha.


Al no haber más asuntos que tratar, queda levantada la sesión.

· Son las 21:37.

ALFREDO FEDERICO BARBOZA

SUBDirector del cuerpo de taquígrafos
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